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INCIDENCIAS DEL SANEAMIENTO INMOBILIARIO POR ANTE EL T.J.O.

CAPÍTULO I - INTRODUCCIÓN 

1.1 Antecedentes de la Investigación: En lo referente a la búsqueda de los antecedentes, los sustentantes se dieron a la  tarea de visitar algunas bibliotecas de diferentes universidades, con la finalidad de  consultar otras investigaciones que guarden relación con el presente estudio, no habiéndose encontrado ninguna con un tema idéntico, pero sí fueron localizadas algunas que se relacionan de una u otra forma con la presente.  Entre los estudios efectuados, se puede destacar el realizado por Rosario, A.; Veras, S. et al (1994), titulado: “El saneamiento inmobiliario en la República Dominicana, año 1994”, cuyo objetivo fue estudiar el procedimiento del saneamiento en relación a su incidencia, establecieron en sus conclusiones, que  entre las razones o motivos que no permiten el dinamismo, o más bien, el aumento de los procedimientos de saneamiento inmobiliario, radica en el bajo nivel de información, desconocimiento y de falta de concientización de los poseedores en tal sentido, además por lo tedioso y largo que resulta dicho proceso. 

Báez, L. y Encarnación, S. (1996), llevaron a cabo otro estudio titulado: “El Saneamiento Catastral en la República Dominicana, 1995-1996”, en el cual plantearon como objetivo general analizar el saneamiento en la República Dominicana, sus implicaciones y procedimientos. Dichas sustentantes, señalan que el bajo nivel de saneamientos inmobiliarios detectados, se debe a la falta de protección y de apoyo en tal sentido por parte del Estado Dominicano y de los organismos que intervienen en el proceso de saneamiento. 

Otra investigación la realizaron Moya, M. y Peralta, H. (1999), titulada: “El saneamiento de la propiedad Inmobiliaria en la provincia Duarte”, teniendo como objetivo general establecer las dificultades que tienen las personas para proceder al saneamiento de su propiedad. Por lo que, dichas sustentantes señalan, que entre las principales dificultades para los poseedores de terrenos acceder al procedimiento de saneamiento inmobiliario, se establece, de manera especial, el alto nivel de la tarifa de los impuestos. 

En una investigación efectuada por Ureña, R.; Almonte, E.; Reyes, O. et al (2005), titulada: “Factores que inciden en el no registro del derecho de propiedad inmobiliaria en la ciudad de San Francisco de Macorís, años 2000-2005”, cuyo objetivo general fue determinar los factores que inciden para que los propietarios de inmuebles no procedan a registrar sus propiedades, éstas señalan que la baja cantidad de saneamientos inmobiliarios tiene su causa en el alto valor de los impuestos a pagar por los poseedores con relación al proceso de saneamiento, así como en la escasez de conocimientos y bajo nivel de concientización por parte de los parceleros. 

Otro estudio fue realizado por Payams, D. (2006), quien presentó un trabajo de investigación titulado: “Los efectos jurídicos como consecuencia de los terrenos no saneados en el sector de Las Ciénagas, Santiago, período 2005-2006”, cuyo objetivo general fue determinar los efectos jurídicos que generan los terrenos no saneados en el Sector de Las Ciénagas perteneciente al municipio de Santiago de 

los Caballeros. 

Dentro de sus conclusiones señala que las razones por las cuales los moradores del indicado sector no tienen sus terrenos saneados, es debido a la falta de interés, carencia de recursos, así como también, desconocimiento de la ley; especificando además, que por no tener dichos moradores sus inmuebles saneados, han estado viviendo en una situación de inseguridad jurídica al no tener certificados de títulos, por lo que han intentado desalojarlos de sus terrenos y además de que le han ocupado parte de los mismos.  Señala también que ante la carencia de tener sus inmuebles saneados, han sufrido dificultades para la realización de diversas transacciones, dificultades para construir, además de la pérdida de valor de sus terrenos, y sobre todo, han tenido que cargar con sacrificios económicos para hacer valer sus derechos, todo lo cual le impide el bienestar familiar y el desarrollo de su sector, lo que les impide lograr 

el ascenso social. 

Ferreira, M. y Grullón, V. (2006), presentaron un estudio titulado: “Situación Jurídica de los terrenos no saneados ubicados en la sección de La Guama en la cuenca alta del río Yaque del Norte, Jánico, durante el período 1998-2006”, siendo el objetivo general analizar la situación jurídica de dichos terrenos no saneados en la indicada sección de La Guama.  En el mismo concluyeron señalando, que el 85% de los poseedores de terrenos de la indicada localidad, no están conscientes de los riesgos que corren como consecuencia de no tener saneados sus inmuebles; mientras que el 100% de los abogados entrevistados, especificó que los parceleros que no tienen en dicha zona sus terrenos saneados, se exponen a diversos peligros, tales como: el desalojo de sus predios, la expropiación por parte de terceros, en fin, a enfrentar problemas legales, y sobre todo, a no estar en condiciones para realizar negociaciones con sus terrenos. 

Establecieron que los motivos por los que los parceleros no han podido sanear sus terrenos, es debido a la falta de recursos económicos para costear el proceso, el cual resulta largo y costoso, destacando también la falta de apoyo por parte del Estado para tales fines, así como falta de conocimiento, situaciones por las cuales el 92% de ellos no tienen sus inmuebles saneados, y que a pesar de todo lo 

expuesto, se reveló que a la mayoría de dichos poseedores se les puede adjudicar el derecho de propiedad de los terrenos que poseen por prescripción adquisitiva, al tener viviendo en dichos predios toda su vida, especialmente por más de 20 años. 

 Otro estudio fue realizado por Abreu, J. y Olivares, P. (2007), titulado: “El proceso de saneamiento: comparación entre la Ley 1542 de Registro de Tierras y la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario”, siendo el objetivo general realizar un estudio comparativo entre las Leyes 1542 y 108-05 en torno al saneamiento.  Los investigadores hacen constar, que la causa principal por la cual los poseedores de bienes inmobiliarios no se interesan por sanear los bienes poseídos, es por carecer de los más mínimos niveles de conocimientos en cuanto a los beneficios que representa para ellos el hecho de tener sus bienes debidamente saneados, es decir, la falta de conciencia en tal sentido. 

En una investigación sustentada por Vásquez, Y.; Esmurdoc, L.; Peña, C. et al (2007), titulada: “Implementación del Procedimiento de Saneamiento Catastral en San Francisco de Macorís, período 2005-2006”, cuyo propósito general fue analizar la forma en que se ha implementado el saneamiento en el municipio de San Francisco de Macorís, entre otros aspectos, concluyeron que las mayores dificultades para el saneamiento inmobiliario lo constituye la longitud en cuanto al tiempo de duración, el alto costo del procedimiento, la falta de concientización por parte de los poseedores de bienes inmuebles, y sobre todo, por el desinterés demostrado por los parceleros. 

1.2 Planteamiento del Problema, Formulación del Problema y Sub-problemas: El presente estudio versa sobre el tema: Incidencias del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, período Enero 2010 – Enero 2015. 

El saneamiento inmobiliario, conforme lo establecido en el artículo 20 de la Ley número 108-05, del 23 de marzo del año 2005, puesta en ejecución el día 4 de abril del año 2007, “es el proceso de orden público, por medio del cual, se determina e individualiza el terreno, se depuran los derechos que recaen sobre él y estos quedan registrados por primera vez”, lo que conduce a entender, que cuando los inmuebles están saneados y titulados a la vez, se produce mucho dinamismo o actividades de negocios, tales como: compra-ventas, préstamos hipotecarios, arrendamientos, permutas, etc.; ocurriendo todo lo contrario en aquellos casos cuando los terrenos no se encuentran debidamente individualizados, es decir, cuando los mismos no están depurados, incluyendo los derechos que recaen sobre estos. 

Este procedimiento ha sido establecido desde hace muchos años por la anterior Ley número 1542 del año 1947 sobre Registro de Tierras, con el cual se procuraba lograr su objeto y finalidad, lo cual, según el artículo 1 de la referida ley, consistía en “registrar todos los terrenos que forman el territorio de la República, las mejoras construidas o fomentadas sobre los mismos, y los otros derechos reales que puedan afectarlos, tales como el deslinde, mensura y partición de los terrenos comuneros y la depuración de los títulos de acciones de pesos que se refieran a los mismos”. 

La problemática tratada en el indicado estudio, se basa en que es notorio que los casos suscitados sobre saneamientos inmobiliarios son reducidos con relación a la importancia que reviste, debido a las dificultades que se presentan, entre las que se pueden citar, los altos valores de los impuestos y costos de procedimientos, múltiples trámites burocráticos, falta de formación educativa y de conocimientos en tal aspecto, temor de ser estafado o ser víctima de abuso de confianza por algún profesional del derecho o personas particulares que se dedican a diligenciar o servir de intermediarios en el procedimiento indicado, la falta de información por parte de los organismos gubernamentales entendidos en la materia, entre otras; por lo que de lo anteriormente expuesto, se desprende, que el número de saneamientos que se han realizado en la provincia Hermanas Mirabal por ante el tribunal de referencia, son muy reducidos, en comparación con la cantidad de inmuebles existentes en dicha provincia. 

En contraposición al procedimiento establecido por la anterior legislación, surge la Ley número 108-05 de Registro Inmobiliario, la cual busca agilizar y desburocratizar el procedimiento del saneamiento, no obstante, también crea conflictos en la sociedad, porque en los momentos actuales, muchas personas, 

todavía, aún no conocen el procedimiento trazado por la nueva ley, llegándose entonces a un período de transición entre la derogación de la Ley 1542 y la implementación de la Ley 108-05 y sus reglamentos de aplicación, por lo que urge la necesidad de implementar y viabilizar fórmulas que vengan a solucionar dichos problemas. Toda esta problemática del bajo índice de saneamiento registrado en la provincia Hermanas Mirabal, produce consecuencias negativas que inciden directamente en los negocios que se suscitan en dicha demarcación territorial, entre las cuales se pueden citar: disminución alarmante de las transacciones comerciales (compra y venta de inmuebles), permutas, arrendamientos, dificultades en las actividades de préstamos con garantía hipotecaria, así como también, no permite que los poseedores de inmuebles puedan vender los mismos a los niveles de precios de otros inmuebles que sí están saneados y registrados a la vez.  Es por estas razones que en el presente estudio, se formula el siguiente problema: 

¿Cuál es la incidencia del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, durante el período Enero 2010 – Enero 2015? 

Luego de la formulación del problema anterior, el mismo se ha sistematizado de la forma siguiente: 

· ¿Qué cantidad de procedimientos de saneamientos inmobiliarios han sido sometidos por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal en el período Enero 2010 – Enero 2015? 

· ¿Cuáles ventajas trae para los poseedores, el hecho de someter el procedimiento de saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal durante el período Enero 2010 – Enero 2015, así como las desventajas al no iniciar el saneamiento a 

· tiempo? 

· ¿Cuáles son las dificultades presentadas en el proceso de saneamiento inmobiliario en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período Enero 2010 – Enero 2015? 

· ¿Cuál es el tiempo promedio que tarda el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, para finalizar el proceso de saneamiento inmobiliario? 

· ¿Cuáles son las medidas tomadas por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período Enero 2010 – Enero 2015 en lo referente al procedimiento de saneamiento inmobiliario? 

1.3 Justificación: El procedimiento del saneamiento inmobiliario ha sido establecido desde hace muchos años por la anterior Ley número 1542 del año 1947 de Registro de Tierras, con el cual se procuraba lograr su objeto y finalidad, ya que según el artículo 1 de dicho instrumento legal, la misma tenía por finalidad, “registrar todos los terrenos que forman el territorio de la República, las mejoras construidas o fomentadas sobre los mismos, y los otros derechos reales que puedan afectarlos, tales como el deslinde, mensura, partición de los terrenos comuneros y la depuración de los títulos de acciones de pesos que se refieran a dichos inmuebles”. Mientras que hoy, conforme al artículo 20 de la  Ley 108-05, el objetivo es, determinar e individualizar el terreno, depurar los derechos que recaen sobre él, quedando estos registrados por primera vez, por medio de un proceso de orden público. 

Es por esto, que realizar esta investigación titulada: “Incidencias del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, durante el período Enero 2010 – Enero 2015”, reviste gran importancia, toda vez que serán múltiples las ventajas que obtendrá la referida provincia al disponer de los resultados de esta investigación contenida en fuente o 

material bibliográfico, lo cual servirá para disponer de informaciones que responderán a diversas inquietudes humanas. 

Por tanto, en la búsqueda de nuevos y mejores conocimientos, radica la proyección al futuro de la rama del derecho Inmobiliario, donde este estudio será de gran utilidad porque en República Dominicana existen muchos inmuebles aún sin sanear, y más tarde o más temprano, habrá muchas personas poseedoras de inmuebles, demandando el proceso de saneamiento; por lo que esta investigación será beneficiosa para determinar las incidencias producidas por el saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, durante el período Enero 2010 – Enero 2015. 

El estudio proporcionará aportes muy positivos o beneficiosos para esta demarcación territorial, tanto desde el punto de vista bibliográfico como de campo. Bibliográfico, porque servirá de fuente o soporte básico de contenido informativo sobre el resultado de la investigación que se lleva a cabo, y por tanto, responderá a diversas inquietudes en los aspectos que puedan interesar a la población en el ámbito del objeto de estudio; de campo, porque se fundamenta en datos que fueron obtenidos directamente en la realidad del lugar de los hechos, lo que permite cerciorarse de las verdaderas condiciones en que se conseguirán los mismos. Esta situación garantizaría un mayor nivel de confianza para el conjunto de las informaciones a ser obtenidas, puesto que de esa manera es posible determinar la cantidad de inmuebles que han sido debidamente saneados durante el indicado período, así como también de los procesos de saneamientos iniciados y que están pendientes de conocer y decidir pertenecientes al indicado territorio. 

Este estudio podría servir de incentivo para muchos poseedores de bienes inmobiliarios que puedan tener acceso a los resultados de esta investigación en las bibliotecas de la UAPA,UTESA, UTE, CURSA-UASD, O&M, a los fines de encaminar sus esfuerzos en diligenciar por las vías correspondientes, el procedimiento que sirve de base para el saneamiento de sus bienes inmuebles pendientes de sanear, lo que contribuye a la vez a dinamizar las actividades de negocios de diversas 

índoles que se llevan a cabo en base a los bienes inmobiliarios. La realización de este estudio tiene gran significación, puesto que son muchos los poseedores de inmuebles en la provincia Hermanas Mirabal, que simplemente se han interesado en adquirir bienes de esa naturaleza, sin tomar en cuenta que los mismos estén avalados por sus respectivos certificados de títulos, resultando entonces que lo que han adquirido, han sido propiedades no saneadas catastralmente y mucho menos sin registrar, pero que además de ser así, no se han interesado en iniciar el procedimiento en aras de depurar sus derechos por medio del proceso de saneamiento. Además, desde el punto de vista metodológico este estudio se justifica, puesto que para llevar el mismo a la materialización, se utilizaron técnicas, tales como: entrevista al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, así como también, encuestas dirigidas a los diferentes abogados en ejercicio de la indicada provincia, debidamente inscritos en el Colegio de Abogados, y pertenecientes a dicha seccional. Por otro lado, se utilizaron encuestas dirigidas a un número determinado de poseedores de bienes inmuebles que han saneado sus respectivos bienes o que hayan iniciado el proceso dentro del periodo indicado, donde esta última actividad se llevó a cabo a través de un cuestionario como instrumento para obtener los debidos resultados. 

1.4 Objetivos General y Específicos:
Objetivo general: Analizar las incidencias del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de 

Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período Enero 2010 – Enero 2015. 

Objetivos específicos:
1) Determinar la cantidad de procedimientos de saneamientos inmobiliarios que han sido sometidos por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período Enero 2010 – Enero 2015. 

2) Verificar las ventajas que trae para los poseedores, el hecho de someter el procedimiento de saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal durante el período Enero 2010 - Enero 2015, así como las desventajas al no iniciar el saneamiento a tiempo. 

3) Identificar las dificultades presentadas en el proceso de saneamiento inmobiliario en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período Enero 2010 – Enero 2015. 

4) Determinar el tiempo promedio que tarda el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, para finalizar el proceso de saneamiento inmobiliario. 

5) Verificar las medidas tomadas por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período Enero 2010 – Enero 2015 en lo referente al procedimiento de saneamiento inmobiliario. 

1.5 Delimitación: En relación a las personas, la investigación se basa en las respuestas dadas por el 

Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal, por los abogados/as que tienen sus oficinas dentro del ámbito de la referida provincia, así como por las personas poseedoras de bienes inmuebles que hayan iniciado el proceso de saneamiento en el período Enero 2010 – Enero 2015. 

En cuanto al espacio, la investigación está delimitada a la provincia Hermanas Mirabal, siendo ésta donde se encuentra establecido el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, así como también porque es la demarcación geográfica donde están ubicados los inmuebles en estudio. Sobre el tiempo del estudio, el mismo contempla los casos de saneamiento de bienes inmuebles sometidos ante el referido tribunal, durante el período Enero 2010 – Enero 2015. 

1.6 Limitaciones: Al momento de ser llevada a cabo la presente investigación, como es normal en todo 

proceso investigativo, y con mayor razón en el ámbito de que se trata, se han presentado una serie de dificultades o limitaciones, especialmente en lo que concerniente a la aplicación de los instrumentos, sobre todo en las encuestas que fueron practicadas tanto a los 132 abogados de la provincia Hermanas Mirabal, así como también a los 22 poseedores de bienes inmuebles que habían sometido el proceso de saneamiento durante el período comprendido desde enero del año 2010 hasta enero del año 2015, divididos entre los tres municipios que componen la indicada provincia, es decir, Salcedo como municipio cabecera, Tenares y Villa Tapia. 

Con relación a los profesionales del derecho encuestados, en muchos casos se pudo notar la antipatía de algunos de ellos con relación a las informaciones a dar con motivo del cuestionario que se le había sometido, donde fue notorio que muchas veces expresaban, que en ese momento no disponían del tiempo y que por tanto se le realizara dicha encuesta otro día, lo que producía dificultades para el rendimiento de dicha labor, causando así mucha dilación, esto muy independientemente de que varias veces cuando se acudía a sus oficinas, pues no se encontraban, lo que implicaba que había que ir dos y tres veces a sus despachos, y a veces hasta dirigirse al tribunal donde se podían localizar con mayor facilidad. 

Independientemente a lo expuesto anteriormente con relación a los abogados, pues las mayores dificultades y limitaciones se presentaron con los poseedores encuestados, ya que muchas veces se escuchaba de parte de ellos las expresiones de que no iban a contestar ninguna de las preguntas contenidas en el cuestionario, porque supuestamente esos son planes de los gobiernos a los fines de compelirlos a pagar impuestos fijos a causa de la posesión de sus bienes, lo que implicó, que a muchos hubo que concientizarlos para poder responder al cuestionario que se les había sometido. Otros poseedores manifestaban, que ellos no habían oído decir que se estaban llevando a cabo censos sobre las propiedades inmobiliarias, lo que dificultaba fuertemente para convencerle de la necesidad del llenado del cuestionario; esto independientemente de que cuando se visitaba la casa de algunos de dichos poseedores, pues no se encontraban, lo que originaba la dificultad de tener que hacerle una nueva visita, y que a la vez implicaba mayor dedicación de tiempo para la realización de la investigación indicada. 

CAPÍTULO II: LA PROPIEDAD INMOBILIARIA 

2.1 Aspectos generales de la Provincia Hermanas Mirabal: Aquino, M. (2009, p. 1), narra que la provincia Hermanas Mirabal, conocida anteriormente como provincia Salcedo, es una de las provincias centrales del Cibao. Su nombre honra a las Hermanas Mirabal, nativas de la referida provincia. Continúa señalando el autor, que ésta provincia fue creada el 3 de marzo del año 1952, con el nombre de Salcedo, pero entrando en vigencia el 16 de agosto del mismo año. Su nombre fue cambiado al actual provincia Hermanas Mirabal, en noviembre del 2007 en honor a las figuras heroicas, como lo es el caso de las Hermanas: Patria, Minerva y María Teresa Mirabal, estas tres mujeres oriundas de Ojo de Agua. 

Dichas heroínas, tuvieron la valentía de luchar por la libertad política del país, oponiéndose firmemente contra una de las tiranías más férreas que ha tenido Latinoamérica, la del dictador Rafael Leónidas Trujillo; actitud por las que fueron perseguidas, encarceladas varias veces y brutalmente asesinadas el 25 de noviembre del año 1960. En honor a estas valientes hermanas, cada 25 de noviembre se conmemora el “Día Internacional de la no Violencia contra la mujer”. 

Expone el referido autor, que el territorio de la provincia pertenecía, desde la primera Constitución del país, a la provincia de La Vega. Con la creación en el año 1885 de la provincia Espaillat, la mayor parte del actual territorio pasó a la nueva provincia, excepto la parte sur, donde la sección La Jagua (actualmente, Villa Tapia), siguió perteneciendo a La Vega.  

En el año 1891, el Congreso Nacional le dio el nombre de Salcedo, en honor a Francisco Antonio (Tito) Salcedo, héroe de la Batalla de Beller, al poblado de Juana Núñez. Salcedo fue elevado a Común (municipio) de la provincia Espaillat en el año 1896 cuando se creó el Distrito Pacificador (actual provincia Duarte).  

La Ley número 3208, del 3 de marzo del año 1952 creó la provincia Salcedo con parte del territorio de la provincia Espaillat y compuesta por los municipios de Salcedo y Tenares. Entraría en vigencia el 16 de agosto del mismo año. Por medio de la misma ley, la sección La Jagua fue segregada de la provincia La Vega y fue elevada a la categoría de Distrito Municipal de la nueva provincia con el nombre de Villa Tapia. 

La provincia Hermanas Mirabal tiene una superficie total de 440,43 kilómetros cuadrados. Está dividida en tres municipios y dos Distritos Municipales. Los municipios son: Salcedo, municipio cabecera, Tenares y Villa Tapia; los Distritos Municipales son: Jamao Afuera y Blanco Arriba. 

Según el censo poblacional del año 2002, la población de la provincia era de 96,356 personas: 48,679 hombres y 47,677 mujeres. Su densidad de población es de 219 habitantes por kilómetros cuadrados. De la población total, 23,126 (24.0%) vivían en áreas urbanas. 

La Cordillera Septentrional pasa por el lado norte de la provincia. La parte sur forma parte del Valle de La Vega Real o valle del Yuna, en la sub-cuenca del río Camú. 

Sigue refiriendo el autor citado, que los ríos de esta provincia son de corto recorrido y poco caudal. La Cordillera Septentrional es divisoria de agua: la vertiente norte desagua hacia el río Yásica, mientras que la vertiente sur desagua hacia el río Yuna. El río Cenoví es el río de mayor recorrido en la provincia, con 22 kilómetros de longitud. Otros ríos son: Jamao, Veragua y Blanco, en la vertiente norte; en la vertiente sur, además del Cenoví, se encuentran los ríos Bacuí y Jayabo. En la parte sur de la provincia, el clima es tropical lluvioso con temporada doble de lluvias. 

Es una provincia esencialmente agrícola, siendo los productos principales: plátano, yuca, cacao y café. Tiene muy poco desarrollo turístico. Un lugar interesante es el museo y el monumento a las Hermanas Mirabal en las localidades de Conuco y Ojo de Agua, respectivamente. 

2.2 Aspectos específicos del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal: El lugar elegido para el desarrollo del presente trabajo de investigación es el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, ubicado en el municipio de Salcedo de la indicada provincia. 

De la Cruz B., (2005, p. 15), señala que el referido Tribunal pertenece jurisdiccionalmente al Tribunal Superior de Tierras del Departamento Noreste con asiento en San Francisco de Macorís. Fue creado mediante la Ley número 19-98, del mes de enero del año 1998 y puesto en funcionamiento el 10 de junio del año 2002. 

Es importante destacar, que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal con asiento en Salcedo como municipio cabecera de la referida provincia, es un tribunal unipersonal que constituye el primer grado de la Jurisdicción Inmobiliaria, el cual, de acuerdo al artículo 10 de la Ley número 108-05, promulgada el 23 de marzo del año 2005, conoce en primera instancia de 

todas las acciones que sean de la competencia de la jurisdicción inmobiliaria, mediante el apoderamiento directo por parte del interesado y de acuerdo a su delimitación territorial, donde la competencia territorial se determina por la ubicación física del inmueble. 

2.3 La Propiedad Inmobiliaria: 
2.3.1 Historia de la Propiedad Inmobiliaria en República Dominicana: En toda investigación referente a la propiedad inmobiliaria, es necesario, en primer orden, abordar un recorrido por los principales aspectos históricos en que se fundamenta el derecho de propiedad en la República Dominicana, y más aún, siendo el tema de estudio “Incidencias del Saneamiento Inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal durante el período 2010-2015”. Pues el Saneamiento Inmobiliario, una figura de gran relevancia en el actual sistema, no deja de tener sus raíces en esta primera forma de tenencia de las tierras. Antes de hacer un estudio pormenorizado, es importante explicar, aunque de una manera breve, que según De los Santos y Peguero (1977, pp. 35-37), el descubrimiento de América surgió a raíz de los cambios particulares y generales que se producían en el siglo XV. No está de más comprender que para ese siglo la economía de Europa dependía de una circulación monetaria, de un comercio de especias procedentes de Oriente y de una serie de prácticas capitalistas, o sea, operaciones bancarias, papel moneda, empréstitos, que regían a los genoveses, venecianos y florentinos. 

Narran los autores, que para el año 1453 los turcos asaltaron y se posesionaron de Constantinopla, enlace fundamental del comercio entre Oriente y Occidente que monopolizaban los italianos. La caída de Constantinopla limitó el desenvolvimiento comercial europeo, ya que los turcos exigieron grandes impuestos, provocando un alza en los precios, escasez de la moneda y la adquisición de las especias, por lo que a estas naciones le urgía conseguir moneda para hacer frente a los gastos administrativos para mantener las monarquías y cubrir los gastos de las guerras civiles que emprendieron los Reyes Católicos para debilitar a la nobleza castellana. Puede decirse, entonces, sin duda a equivocación, que las razones económicas fueron las que llevaron a Europa a planificar y realizar expediciones marítimas. 

Esto fue lo que dio origen a una serie de sucesos, como son: La asociación de los Reyes Católicos con Cristóbal Colón, para crear una empresa de explotación para encontrar una ruta más corta hacia la India, acto que se formalizó con las Capitulaciones de Santa Fe, el descubrimiento de un nuevo mundo, las situaciones surgidas entre Portugal y España, las emisiones de las Bulas, las encomiendas y las cédulas reales. 

Ciprián, R. (2003, p. 128), señala que para entender los orígenes de la propiedad inmobiliaria en el período colonial, primero hay que comprender qué existía en la isla antes de que se iniciara el período colonial. 

2.3.2 La Propiedad Inmobiliaria en la Sociedad Taína: Continúa señalando el autor citado anteriormente, que antes de que llegaran los españoles a la isla que hoy comparten la República Dominicana y Haití, todo el territorio estaba ocupado por los indios taínos. Ellos tenían una organización 

política que dividía la isla en cinco grandes cacicazgos: el cacicazgo de Higüey, el de Maguá, el de Maguana, el de Marién y el de Jaragua.  Los taínos vivieron en el período histórico reconocido como el neolítico superior o comunidad primitiva. No llegaron a crear un derecho en el sentido en que son conocidos en la actualidad. La coacción no formó parte de sus reglas sociales. Ellos basaban su orden social en simples normas morales. No conocieron la propiedad privada sobre los medios de producción. Su estadio de desarrollo no se los permitió. En consecuencia, no tenían el concepto de la propiedad de la tierra. Toda la extensión territorial la usaban en comunidad, según las necesidades de cada cacicazgo y de cada miembro de la comunidad. Los taínos sólo conocieron la propiedad inmobiliaria colectiva o comunitaria. La tierra nunca tuvo valor comercial para aquella sociedad. 

2.3.2.1 Concepciones Jurídicas Españolas de la Época: Según Ciprián, R. (2003, p. 129), el período del descubrimiento y colonización del Nuevo Mundo, que comenzó en el año 1492, los reinos de Castilla y Aragón vivían plena sociedad medieval y las concepciones jurídicas que tenían los castellanos y aragoneses se correspondían con su época. Para ellos, el rey era la máxima autoridad política, social y económica. Era el gran soberano, y el gran propietario de los terrenos. Tenía facultades legales para repartir las tierras y otorgar dignidades. 

Con la guerra que libraron los reyes católicos, que eran Isabel la Católica, reina de Castilla, y Fernando de Aragón, contra los moros, se dieron los antecedentes inmediatos en materia inmobiliaria que se ensayarían en lo que es hoy el territorio dominicano. A los españoles que se destacaban en esa guerra de reconquista, la corona los premiaba con grandes extensiones de tierras que eran el producto del despojo que realizaban contra los moros. Otras veces eran propiedades de la corona y en algunas ocasiones se trataba de las propiedades personales del rey. 

La ideología medieval, reforzada con la experiencia guerrera de la corona española contra los moros, y sus continuas expediciones militares en las costas del África del Norte, hizo que los Reyes Católicos creyeran que donde quiera que llegaban sus hombres, llegaba su autoridad y dominio, y por consiguiente, podían disponer de los bienes mobiliarios e inmobiliarios, así como de las personas y la 

organización que encontraran. Esa ideología es la que explica el contrato suscrito entre la corona castellana y Cristóbal Colón, que sirvió de base legal a la expedición que terminó con el descubrimiento, conquista y colonización del Nuevo Mundo. 

2.3.3 Las Capitulaciones de Santa Fe: Fueron los contratos suscritos entre los Reyes Católicos y Cristóbal Colón, en fechas 17 y 30 de abril del año 1492. Sirvieron de base legal a la empresa ultramarina que daría como resultado el descubrimiento, conquista y colonización del Nuevo Mundo. 
Por medio de esos contratos, la corona española pactó con Colón la repartición de todos los beneficios que resultaran en las islas y tierras firmes que descubrieran y colonizaran. La corona se reservaría las nueve décimas partes de todas las mercaderías, perlas, piedras preciosas, oro, plata, especies y todas las otras cosas que resultaren de la expedición. 

A Cristóbal Colón se le reconoció derecho sobre una décima parte de los beneficios. También recibió los títulos de almirante, virrey y gobernador de las tierras que descubriera y colonizara. Estos títulos tendrían un carácter vitalicio y hereditario. Además, el genio Genovés tendría autoridad para impartir justicia, tanto en la mar como en las islas y tierras firmes donde llegara, y recibir en nombre de la corona los juramentos de fidelidad de las autoridades que fueran designadas en las tierras por descubrir. 

Desde la óptica jurídica, las Capitulaciones fueron contratos de mandato, por medio de los cuales Colón era el mandatario y los Reyes Católicos eran los mandantes. El primero recibió de los segundos el mandato de descubrir una nueva ruta marítima para llegar a las Indias. 

En el orden económico, fueron contratos monopolísticos, porque los suscribientes se repartieron todos los beneficios que pudieron resultar de la empresa, sin tomar en cuenta los demás hombres que intervenían en los trabajos que eran necesarios para lograr los propósitos contractuales. Tampoco tuvieron importancia los habitantes de las tierras por descubrir, y esas Capitulaciones tuvieron un carácter medieval porque reflejaron la ideología del medio Evo en la soberanía de los reyes católicos, que se creían soberanos de pleno derecho de todas las tierras y habitantes que encontrara su mandatario en la empresa ultramarina que emprendería. 

Las Capitulaciones de Santa Fe son el primer documento jurídico que llega y que se conoce en nuestras tierras, de ahí su importancia. Sustentó también la base jurídica para el gobierno que ejerció Colón en el primer período de la conquista y colonización de la isla. 

2.3.4 Los Repartimientos de Tierras e Indios hechos por Cristóbal Colón: Ciprián, R. (2003, p. 134), especifica que desde el 5 de diciembre del año 1492, fecha de su llegada a la isla, actuó con pleno derecho para mandar sobre todas las personas y tierras que había encontrado. Pero no fue sino a partir de su segundo viaje que comenzó a gobernar. Cristóbal Colón se apoyó legalmente en las Capitulaciones para ejercer su autoridad en todo el territorio de la isla. Gobernó sin limitaciones. Organizó nuevos viajes, administró justicia. Resolvió conflictos entre los españoles e indios y castigó los actos delincuenciales que se produjeron. Lo más importante para el tema sometido a investigación fueron los repartimientos de tierras e indios que hizo Colón. Valiéndose de las Capitulaciones, que no facultaban claramente, se adjudicó el derecho de entregar tierras a los españoles que estaban en la isla. Esos repartimientos de tierras se hicieron discriminando a los favorecidos, sólo tomando en cuenta favoritismos personales de Colón. Los colonos españoles necesitaban mano de obra para trabajar las tierras. Colón les entregó también cantidades de indios que esclavizaba. El derecho de la época permitía esclavizar a todo aquel enemigo que fuera capturado en “justa guerra”. Y para justificar esa causa, los españoles declaraban la guerra al indígena con la intención de someterlos al trabajo forzado. 

Ciprián, R. (2003, p. 135), continúa explicando, que el gobierno de Cristóbal Colón inició en la isla la liquidación del régimen de la propiedad colectiva de la tierra que tenían los indígenas, e instauró, con los repartimientos de tierra a favor de los españoles, la propiedad privada inmobiliaria, y con ella, la explotación más despiadada de los indios. Además de matarlos con el trabajo forzoso y con las guerras que les hacían, también los impusieron como moneda para pagar el sueldo de los funcionarios de la Corona en esta parte del mundo. Sólo a partir del gobierno de Colón se puede hablar del nacimiento en la isla de un derecho privado inmobiliario. 

Evidentemente que ese derecho inmobiliario de carácter privado, nació del despojo que los españoles hicieron de las tierras que por derecho de ocupación tenían los tainos que encontró Colón en la isla. Para las consecuencias prácticas y jurídicas de la misma, poco importó que la Corona no tuviera justos títulos sobre estos territorios, ni que las Capitulaciones no le dieran a Colón la facultad de repartir las 

tierras descubiertas. El derecho del más fuerte impuso las reglas de juego en el Nuevo Mundo, y los taínos derrotados, sólo tuvieron derecho a la rebelión y a la muerte. 

Cristóbal Colón fue sustituido en el gobierno de la isla por el Juez Pesquisidor Francisco de Bobadilla, en el año 1499. Este se limitó a repetir los errores del gobierno de Colón, principalmente con los repartimientos de tierras e indios, con la variante de que Bobadilla favoreció a sus allegados en perjuicio de los beneficiados por Colón. En los cuatro viajes colombinos, llegaron a nuestra isla unos trescientos españoles ansiosos de hacerse ricos a cualquier precio. Muchos lo lograron con los repartimientos de tierras e indios, y como el desorden en la isla continuó con Bobadilla, la Corona se vio precisada a enviar a Nicolás de Ovando, que fue el hombre que impuso con mano de hierro un nuevo orden en todo este territorio. Nicolás de Ovando es reconocido en la historia dominicana como un gran constructor y como un gran organizador, pero también debe reconocérsele su voluntad sanguinaria manifestada contra las poblaciones indígenas indefensas, y su manifiesta decisión de crearse una cúpula de adictos que le permitieran gobernar la isla a su antojo. 

2.3.5 El Papa Cede las Tierras Descubiertas a la Corona Española: Por medio de la Bula Inter Caétera, dictada el 3 de mayo del año 1493, el Papa “daba, cedía y asignaba” a los Reyes Católicos de España las tierras recién descubiertas y en vías de conquista. Y por otra bula, dictada rápidamente, al día siguiente, la Iglesia Católica trazaba una gigantesca e imaginaria línea que cortaba a cien leguas hacia occidente de las islas “Cabo Verde”, de polo a polo, para demarcar el territorio que debía corresponder a los Reyes de España y que en adelante pertenecerían a Portugal. De esa manera resolvió una disputa entre los dos reinos que pudo generar consecuencias imprevisibles. La bula en cuestión expresaba: “Os concedemos, donamos y asignamos a vosotros y a vuestros herederos y sucesores, los Reyes de Castilla y de León, perpetuamente, todas y cada una de las referidas tierras e islas desconocidas, incluyendo sus señoríos, ciudades, cuarteles, regiones y villas, con todos sus 

derechos, jurisdicciones y pertenencias que hayan sido descubiertas hasta el presente por nuestros enviados, o que se descubrieren en el futuro, siempre que no estén bajo el actual dominio de ningún príncipe cristiano, y os investimos para siempre, con la autoridad apostólica, a vosotros y a vuestros referidos sucesores y herederos del señorío de las tierras”. 

La iglesia católica ejerció el poder divino en la tierra. La ideología feudal aceptaba como bueno y válido el criterio de que Dios era el creador, no solo de los seres vivos, sino de toda la tierra también. Y como creador de la tierra, era el único e indiscutible propietario. De acuerdo a este criterio, Dios tenía el Papa en la tierra para que lo representara, de forma que siendo el Papa el representante de Dios en la tierra, conforme a la ideología feudal, entonces era normal que el Papa dispusiera como entendía mejor, y que tomando este criterio, hizo las donaciones a la Corona Española. España justificaría en esas bulas papales sus derechos inmobiliarios en el Nuevo Mundo. Así lo demuestra el hecho de que en todos los documentos que suscribió posteriormente, fundamentada sus derechos inmobiliarios en las Bulas Papales. 

2.3.6 La Encomienda y las Cédulas Reales: La Encomienda constituye la primera institución jurídica del Nuevo Mundo. Fue creada por la Real Cédula del 20 de diciembre del año 1496, con la finalidad de 

realizar repartimientos más racionales de tierras e indios a los españoles que la solicitaran y que a juicio de la Corona las merecían. Los españoles encomenderos tendrían derecho a cobrar en su propio beneficio el tributo que cada indio mayor de edad debía pagar, y emplear a cada indio encomendado en los trabajos de labranzas y demás servicios personales, siempre bajo la autoridad de sus Caciques. 

Con esta Real Cédula se pretendió proteger a los indios de la salvaje explotación a que eran sometidos por parte de los españoles. Los favorecidos con tierras e indios no eran solo los españoles aventureros y de baja realeza en la escala social de España. El gobernador, los nobles y curas recibían las mejores partes en esos repartimientos. Ellos también buscaban riquezas en el Nuevo Mundo, y para obtenerlas, polo les importaban los métodos que empleaban. Los curas, en lo particular, querían cristianizar a los indios, pero también los tomaban como herramientas de trabajo. 

La Encomienda se otorgaba por tiempo limitado y bajo la condición de que los indios fueran bien tratados. Por medio de otra Real Cédula de 1509 se dispuso que la Encomienda no debía durar más de tres años, y que los indios encomendados no debían ser tratados como los esclavizados en “justa guerra”. Pero, en la práctica, la Encomienda intensificó la explotación del indio, porque cada español encomendero procuró sacar el mayor beneficio en el menor tiempo posible. Todos querían alcanzar la riqueza económica en los tres años que duraría su encomienda. Era la oportunidad para hacerse ricos, y no estaban dispuestos a perderla. Fueron muchas las Reales Cédulas que se dictaron para establecer un orden en la Española, y sobre todo para lograr que los colonos españoles les dieran un trato justo al indio. Pero el desorden y la desobediencia fueron la regla. Cada colono español buscaba enriquecerse, y para lograrlo, no paraba en la explotación del indígena, ni en las violaciones constantes de las órdenes impartidas en la Corona. La Real Cédula era la disposición legal y reglamentaria que dictaba la Corona con el objeto de establecer un orden jurídico en la Española. Tenían toda la fuerza  jurídica de una ley de los tiempos actuales. Pero los colonos españoles solían decir que se acataba, porque provenía del Rey, pero no se cumplía porque no era adaptable a las condiciones existentes en la Colonia. Así se burlaban de la legalidad. Y así se creó el antecedente funesto de que algunos señores se atribuyan el poder de descartar ciertas disposiciones legales o sentencias de nuestros tribunales. 

2.3.7 El Repartimiento de Alburquerque del 1514: Tan grande fue el desorden que se mantuvo en la isla, a pesar de la Encomienda, considerada al principio como la panacea de los problemas de la colonia, que la Corona española se vio precisada a enviar al Juez Alburquerque, como un intento más en la búsqueda de estabilidad y orden en su colonia ultramarina. Se afirma con mucha razón que con el repartimiento de Alburquerque del año 1514 se reorganizó la colonia española y se establecieron de manera drástica las bases de la encomienda. El Juez Alburquerque fue enviado por la Corona a verificar la situación de los Repartimientos existentes en la española, realizar un censo de encomenderos y encomendados, revocar los repartimientos existentes y hacer nuevas reparticiones según las instrucciones precisas que llevaba. 

2.3.8 El Amparo Real: El amparo real fue introducido en la República por medio de la Real Cédula del 20 de noviembre del año 1578, que llevaba por título “Real Cédula sobre la restitución de las tierras que se poseen en justos y verdaderos títulos”. Con esta nueva disposición legal, la Corona buscaba, en efecto, recuperar las tierras que muchos señores poseían con títulos falsos, ya sea porque la falsificaban o porque los recibían de autoridades que no tenían facultades para expedirlos. Por eso el Rey declaró que se les restituyeran todas las tierras que ilegalmente poseyeran los particulares. Esta nueva situación impuso que se depuraran los títulos que acreditaban derechos sobre las tierras. El gobernador de la isla, bien asesorado, fue el encargado para verificar la autenticidad de los títulos, y para reducir las porciones de terrenos que excedieran a la posesión, así como reconocer los derechos por prescripción que se alegaran con derecho. Esa medida permitió que la Corona recuperara inmensas porciones de tierra, y que se realizara la primera gran confirmación de títulos de propiedad inmobiliaria que conoce nuestra historia. 

Sin lugar a dudas, la Corona resolvió muchos problemas económicos con el Amparo Real y las Conformaciones. Incluso, en el año 1631 dictó una nueva disposición legal que amplió el Amparo Real. Declaró que los terratenientes que poseyeran tierras en exceso con relación a las mercedes recibidas o a los justos títulos que tuvieran, podían conservarlas si pagaban al Estado una “moderada composición”, que consistía en una suma de dinero. Y con esta nueva ley se introdujo el procedimiento que se conoce como la composición de tierras. 

El procedimiento de la Composición de Tierras llegó tan lejos que la Corona terminó aceptando como buenas y válidas, legalmente hablando, todas las ocupaciones de tierras que se hayan realizados con posterioridad al año 1700, siempre y cuando los poseedores tuvieran las tierras en producción, lo cual hizo por medio de la Real Cédula del año 1754. 

2.3.9 Los Ejidos: Fueron instituidos por la Real Cédula del 15 de abril del 1541. Consistían en las porciones de terrenos que se destinaban al uso común de los habitantes de la ciudad. Eran los predios de pastos para animales, montes para cazar, aguas para uso personal y agrícola y otras necesidades colectivas. Los Ejidos estaban bajo la administración del Ayuntamiento Municipal. Pero sólo tenían autoridad para velar por el buen uso de los predios. No podían arrendarlos ni venderlos. Esto sería totalmente contrario a la naturaleza misma de los Ejidos, que era de carácter comunitario. 

2.3.10 Las Regalías: Esta figura del derecho colonial consistía en una cantidad de terreno y bienes que 

la Corona se reservó para sí, sin intenciones de donarlas a particulares, pero permitiendo que estos usaran estos bienes sacándoles beneficios personales como poseedores, no como propietarios. En las tierras que encontraran minas de sal o yacimientos de piedras preciosas, los particulares podían sacar provecho particular. Igual suerte podían correr los tesoros encontrados, las sucesiones vacantes, esto es, las que no eran reclamadas por nadie, y los esclavos negros sublevados, llamados cimarrones, que eran capturados, sin que los dueños los reclamaran en un tiempo prudente. 

 2.3.11 Las propiedades de los municipios: Los Ayuntamientos coloniales tenían derecho a poseer como propietarios determinadas porciones de terreno que generalmente recibían de la Corona al momento de su creación. Esas propiedades inmobiliarias podían ser objeto de operaciones jurídicas como ventas, permutas, donaciones, etc. En estos casos el cabildo actuaba como un verdadero propietario privado de las tierras y demás bienes que entraban en su patrimonio. Hubo otras figuras jurídicas que se practicaron en la colonia y que tenían mucha relación con la propiedad inmobiliaria. Esas fueron los denominados arrendamientos, censos y capellanías inmobiliarias. Los primeros tenían el carácter legal que conocemos hoy, mientras que los segundos consistían en entrega de tierras que hacía la iglesia católica a los campesinos a cambio de pagarle una suma de dinero anual, lo cual se asemeja al arrendamiento puro y simple. Las Capellanías eran fundaciones de la época, esto es, instituciones jurídicas por medio de las cuales, algunos señores que las constituían dejaban determinada cantidad de bienes inmobiliarios y mobiliarios a favor de la iglesia, para que esta les diera después de la muerte los servicios funerarios. La iglesia recibió muchos beneficios de las Capellanías. En conclusión, el derecho de propiedad mobiliaria e inmobiliaria existente en el período colonial nuestro, representó el antecedente inmediato de las formas de apropiación de las tierras y de los demás bienes que hoy se conocen. 

2.3.12 Las propiedades de la Comunidad Indígena: Durante los primeros años del período colonial, las autoridades españolas en nuestra isla hicieron una especie de segregación, y se le denominó comunidad indígena. Las autoridades coloniales dispusieron que las comunidades indígenas vivieron en determinadas cantidades de terrenos que se consideraban propiedad de la comunidad india. Estas tierras, propiedad de los indios y reconocidas por las autoridades españolas, eran las menos productivas. La finalidad esencial que motivaba a los españoles a cederle esos terrenos no era para que los indios vivieran tranquilos, como creen algunos, sino para, en primer lugar, evitar las constantes rebeliones y, en segundo lugar, para tenerlos a mano fácil cuando los necesitaran. Así se podía disponer con prontitud y facilidad de un número determinado de indígenas, tomados por paquetes, sin necesidad de salir a recolectarlos si estaban dispersos. 

2.3.13 La Propiedad Realenga: La propiedad realenga era la propiedad de la Corona española en la isla. Lo de realenga le viene del Rey. El soberano era el gran propietario de las tierras y de todos los bienes que existieran en la colonia. Se hizo un uso y abuso de estas propiedades, con un marcado descuido y abandono con que las mantuvieron los Reyes Católicos, tal y como sucede hoy en día con las propiedades, tanto mobiliarias como inmobiliarias pertenecientes al Estado. 

2.3.14 La Propiedad Eclesiástica: Eran todos los terrenos que pertenecían a la Iglesia Católica. Adquiridos por mercedes de la Corona, por donaciones ocasionales que le hacían los fieles creyentes y por compras que hacía; pero posteriormente se prohibió a la iglesia adquirir tierras por compra. 

2.3.15 La Propiedad Particular: Esta era la que estaba bajo el dominio de los colonos españoles. La adquirían por mercedes de la Corona, ya sea directamente o por medio del gobernador y demás representantes en la colonia. También por compras, por confirmación de títulos en virtud del Real Amparo, por composición y por prescripción. 

2.4 Períodos de la Propiedad Inmobiliaria Dominicana: La costumbre de dividir en períodos la historia republicana hace que los períodos en que se ha dividido la propiedad inmobiliaria sea cosa normal. Esas divisiones facilitan el estudio y permiten una mejor comprensión de los temas. El jurista y 

doctrinario Ruiz Tejada (1952, p. 41), clasifica en cinco los períodos de la propiedad inmobiliaria dominicana, a saber: 

2.4.1 Primer Período: La Bula Inter Caétera del 3 de Mayo del año 1493: La Bula Inter Caétera fue dictada por el Papa Alejandro VI. Esa Bula tuvo la particularidad de que por medio de ella el Papa, en representación de la Iglesia Católica, donó y cedió a perpetuidad las tierras del Nuevo Mundo a los Reyes Católicos. A partir de esa Bula Inter Caétera se consideró que la Corona Española quedaba investida con el derecho de propiedad sobre todas las tierras descubiertas o por descubrir en esta parte del mundo. Pero independientemente de los cuestionamientos que se han hecho sobre la facultad que tenía el Papa para donar tierras que ni sabía que existían, la Bula Inter Caétera fue la base legal de la 

Corona Española para justificar en lo adelante todas las operaciones jurídicas que hiciera con todas las tierras del Nuevo Mundo. Además, los terceros llegaron a aceptarle ese fundamento como bueno y válido legalmente. 

Pues con esa Bula se inicia el primer período de la historia de la propiedad inmobiliaria en la República Dominicana. No existe otro hecho más trascendental que este que pueda marcar el inicio. Las Capitulaciones de Santa Fe fueron primeras en el tiempo, pero no tuvieron la trascendencia histórica de la mencionada Bula.
2.4.2 Segundo Período: La Ley de Amparo Real del 20 de Noviembre del año 1578: Con esta ley, los Reyes Católicos lograron una reordenación en la propiedad y ocupación de las tierras de nuestra isla. Recordemos que por medio de mercedes la Corona cedió, dio y transfirió porciones de tierras a favor de los colonos españoles que se habían radicado aquí. Pero resulta que debido a la distancia que 

media entre España y estos territorios, la Corona no podía evitar que algunos de sus favorecidos ocuparan más tierras que las que les correspondían. Sumado a las falsificaciones que muchos terratenientes llegaron a realizar para avalar sus ocupaciones ilegales, otros recibieron documentos que no tenían ninguna fuerza legal, porque eran expedidos por autoridades incompetentes. España tenía la necesidad de recaudar fondos y de organizar sus propiedades en el Nuevo Mundo. Se vio precisada a dictar la ley que se denominó como Amparo Real. Mediante esta ley se dispone que toda la tierra que se posee sin justos y verdaderos títulos, se restituya a la Corona española, para disponer de ella a voluntad, reconociendo las prescripciones de lugar y las tierras que se poseían a justo título. 

2.4.3 Tercer Período: La Independencia Nacional del 27 de febrero del 1844: Este acontecimiento de extraordinaria importancia en la historia dominicana tenía que representar necesariamente un período nuevo en nuestra historia de la propiedad inmobiliaria. No podía ser de otra manera. Ruiz Tejada (1952, p. 25), narra que con la proclamación de su independencia, la República Dominicana adquirió por derecho propio todas las tierras que pertenecieran a los Reyes Católicos. Estos pierden todo derecho inmobiliario porque la República los absorbe conforme a las normas del derecho internacional. Pero también por las mismas causas que pudieran alegar los españoles con su descubrimiento, conquista y colonización. El Estado dominicano, en su formación y desarrollo, necesitó apropiarse de todos los bienes muebles e inmuebles que le fueran posibles. Era necesario crear el patrimonio nacional, siendo necesario también, contar con recursos económicos que permitieran a los fundadores de la República mantener viva su creación patriótica. Para lograr ese objetivo, se dictó la Ley sobre Bienes Nacionales del 21 de julio del año 1844, impulsada por el Presidente Pedro Santana. Además, el 6 de noviembre del mismo año, se proclamó la primera Constitución. Con esa Constitución se declara que la República Dominicana estaba formada por el territorio de la parte española de la isla, y que incluía las islas adyacentes. Evidentemente, esta declaración constitucional consagraba el territorio nacional, uno de los elementos constitutivos de todo Estado. 

Ciprián, R. (2003, p. 152), afirma que “La ley sobre Bienes Nacionales dejó claramente establecida la propiedad estatal, y algunos de los principios dominantes de nuestro derecho catastral: no existe la res nulius o cosa de nadie; que el Estado es el dueño originario de las tierras del país, y que, por consiguiente, es a él a quien hay que demostrarle los derechos e intereses que se pretenden hacer 

valer”. La mencionada Ley de Bienes Nacionales, declaró, en su artículo 1 que “todas las propiedades sin dueño conocido, situadas en el territorio de la República, son Bienes Nacionales”. En este nuevo período la propiedad inmobiliaria queda sujeta a las regulaciones del Código Civil Napoleónico, que se había adoptado con la formación del Estado Dominicano. Se reconoce que con este período surge el auténtico derecho inmobiliario dominicano. 

2.4.4 Cuarto Período: Ley Sobre División de Terrenos Comuneros, del 21 de Abril del año 1911: Con esta ley se establece el procedimiento para la mensura y partición de las tierras en poder de accionistas pro-indivisos. Esta ley marca y representa el esfuerzo por nuestro país, no sólo para liquidar y lograr la división de los terrenos comuneros, sino para entrar de una vez y para siempre a la forma de propiedad capitalista de las tierras; pues los terrenos comuneros no permitían el desarrollo comercial y económico de las tierras y de la sociedad en general. 

2.4.5 Quinto Período: Orden Ejecutiva 511 del 1 de julio del año 1920: Con esta disposición legal del Gobierno Militar de Ocupación Norteamericana que gobernó el país durante los años que van del 1916 al 1924, se echaron las bases jurídicas e institucionales de lo que sería el régimen legal de la tenencia de las tierras en la República Dominicana. Con la Orden Ejecutiva número 511 se introduce en el territorio nacional el Sistema Torrens de registro de la propiedad inmobiliaria. Es un hecho de suma importancia que marca un período en la historia de la propiedad inmobiliaria de este país.  

Ciprián, R. (2003, p. 155), expresando un sentimiento patriótico y una realidad innegable, dice: “Ahora bien, como buen dominicano, no puedo dejar de señalar aquí lo siguiente: el Gobierno Norteamericano de Ocupación Militar representó una afrenta, una humillación y una violación de todos los derechos de los dominicanos. Por tanto, fue un atropello contra la dignidad de los dominicanos. Pero como no existe nada absolutamente malo que no tenga algo bueno, lo único que aquí, por la naturaleza de este trabajo, podemos reconocer como bueno de ese funesto acontecimiento histórico fue la introducción del Sistema Torrens en nuestro país”. 

2.4.6 Sexto Período: Ley Sobre Registro de Tierras número 1542, del 7 de noviembre del año 1947: Este período se ha incluido siempre dentro del quinto período, pero el jurista Ciprián, R. (2003, p. 156), expresa que el surgimiento de la Ley de Registro de Tierras debe señalarse como un sexto período. En ese sentido, expresa: “Somos de esa opinión en virtud de que el Quinto Período lo constituye la comentada Orden Ejecutiva número 511, que fue dictada por un poder extranjero que incursionó en nuestro país. Si bien esa Orden Jurídica tiene méritos legales y sociales suficientes para marcar un período, no menos cierto es que debemos verla como fruto, no de la decisión y voluntad de los dominicanos, sino de los norteamericanos”. 

“Sin embargo, con la Ley de Registro de Tierras número 1542, del 7 de noviembre del 1947, y sus posteriores modificaciones, los dominicanos manifestamos nuestra decisión y voluntad de darnos el régimen legal de la tenencia de la tierra que nos rige. Poco importa que la Ley de Registro de Tierras nuestra, haya reproducido casi fielmente la Orden Ejecutiva 511, lo importante es que fuimos nosotros los que decidimos en el 1947, y no los norteamericanos. Ellos sí decidieron en el 1920”. 

2.4.7 Séptimo Período: Gómez, W. (2007, p. 39), entiende que existe un séptimo período, formado por las modificaciones constitucionales del año 1994, que dieron paso a la escogencia de los integrantes de la Suprema Corte de Justicia en el año 1997, a través de un novedoso método público que incluyó su difusión, en vivo, a través de la televisión convencional. 

El alto tribunal puso en práctica el concurso de oposición en los demás tribunales recurriendo a la entrevista y evaluación pública, y en 1998, fueron escogidos los jueces de la Jurisdicción de Tierras y los Registradores de Títulos, juramentándose el 22 de octubre de ese año, a las 11:50 horas de la mañana, marcando el inicio de lo que el jurista Wilson Gómez llama el séptimo período de la evolución de la propiedad inmobiliaria en la República Dominicana. 

Según Gómez, W. (2007, p. 39), el advenimiento de una Suprema Corte de Justicia de visión amplia y modernista, posibilitó que se produjeran importantes cambios que abarcaron aspectos materiales, procedimentales, tecnológicos, de capacitación, etc. Luego se impulsó el programa de modernización de la Jurisdicción de Tierras (PMJT), con objetivos específicos orientados hacia el reordenamiento legal e institucional para que la jurisdicción cumpliera con eficiencia y transparencia sus funciones, la actualización de sistemas y procedimientos que sirven de asiento a sus funciones, la adecuación de la 

infraestructura, así como la capacitación y el perfeccionamiento de los recursos humanos. 

2.4.8 Octavo Período: Se puede considerar que la puesta en vigencia de la Ley 108-05 en abril del año 2007, y sus diferentes Reglamentos, constituye un nuevo período en la evolución histórica de la propiedad inmobiliaria, con la que se procura mayor agilidad y eficiencia de la jurisdicción inmobiliaria a través de la implementación de sistemas tecnológicos vanguardistas. 

2.5 Sistemas de Transmisión de la Propiedad Inmobiliaria: En este acápite se tratan en forma detallada los diferentes sistemas de transmisión de la propiedad inmobiliaria. 

2.5.1 El Sistema Informal: Propio de Inglaterra, conjunto de principios y normas que rigió la propiedad 

inmobiliaria y los actos traslativos y los derechos que la afectan. Este sistema se fundamenta en el derecho consuetudinario inglés, y como tal, adopta los principios y normas de ese sistema jurídico, el cual no tiene reglas escritas.  

Ciprián, R. (2003, p. 229) dice: “La principal característica del sistema informal es precisamente que no tiene ninguna formalidad de registro”. En este sistema prevalece la ausencia de registros oficiales que contengan los derechos que recaen sobre las tierras y sus accesorios; otra característica de este sistema, es que no constituye la publicidad que surge de la depuración, así como tampoco la legalidad y autenticidad, y que para realizar la transferencia de los derechos inmobiliarios, basta con la entrega al causahabiente de los documentos de los inmuebles que estén en poder del causante. El contrato de venta lo instrumenta un notario, haciendo sólo un ejemplar, el cual es entregado al comprador, quien no tiene que preocuparse por registrarlo, pues no hay donde hacerlo. Las hipotecas y préstamos se llevan a cabo de esta misma manera. 

En el sistema informal, el propietario originario de las tierras es el Estado, el cual, sólo establece su contacto con el primer adquiriente, perdiendo en realidad toda relación con los nuevos adquirientes de los derechos sobre las tierras, en razón de que no lleva un registro o control oficial. 

2.5.2 El Sistema Judicial: Utilizado por los alemanes desde hace varios siglos, también lo utilizan algunos países de Europa: Turquía, Australia, Noruega, Suecia y Dinamarca; tienen sistemas similares algunas Repúblicas de Centroamérica y Sudamérica. 

Ruiz Tejada (1952, p. 143), dice: “Se caracteriza porque las funciones del conservador la hace uno de los jueces miembros del tribunal”. Este magistrado se denomina Juez Conservador, el cual mantiene duplicidad de funciones, es decir, que tiene una función adicional del funcionario judicial. 

Ciprián, R. (2003, p. 232) afirma: “Este sistema es el que tiene más coincidencia con nuestro sistema”. El sistema judicial se caracteriza por el registro y control oficial que se ejerce sobre los derechos que recaen sobre las tierras y sus accesorios, el cual se lleva a través de un libro-registro. Además tiene un catastro que funciona paralelamente al libro-registro. 

Consecuentemente, el sistema judicial conserva el principio de la publicidad, la legalidad y la especialidad, no así la autenticidad, ya que en este sistema, los derechos inmobiliarios que se registran no surgen de una depuración previa, donde la función del Juez es pasiva, y simplemente anota los derechos. El registro de derechos inmobiliarios que se opera en este sistema tiene un período de 120 días para ser cuestionado con una anotación o impugnación judicialmente, es decir, con una demanda en justicia. Evidentemente en el Sistema Judicial, el Estado mantiene un control y registro de los derechos inmobiliarios, lo que implica un contacto oficial con cada nuevo adquiriente en cada transferencia. 

2.5.3 Sistema Ministerial: Este es el sistema de transcripción de actos relativos a los derechos inmobiliarios que está vigente en Francia, el cual se tiene vigente también en República Dominicana, ordinariamente como segundo sistema. 

Ruiz Tejada (1952, p. 145), explica que este sistema data en Francia desde el año 1798 y con posterioridad se extendió por todos los países que adoptaron el Código Civil Napoleónico, y de igual modo aquellos que tienen un Código similar al francés, como España, Italia, Portugal. Otros países que lo usan son: Escocia, Islandia, Holanda, Grecia, Bélgica, algunas cantones de Suiza, parte de Canadá, 

algunos estados de Estados Unidos de América, algunas Repúblicas de África; casi todas las Repúblicas Americanas, Egipto y posesiones Europeas en África, Oceanía y Asia. 

Este sistema también es oficial organizado por el Estado por ministerio de un funcionario público denominado Conservador de Hipotecas, nombrado por el Poder Ejecutivo. La institución se denomina Oficina de Registro y Conservaduría de Hipotecas. 

Una de las características de este sistema es la aplicación del principio de publicidad, al transcribir documentos, anotar derechos y transferencias; sin embargo, no ofrece ninguna garantía legal respecto a los derechos que anota, debido a que no depura los derechos que lleva el libro de transcripciones, ya que las mismas se hacen en razón de la persona, no del inmueble. 

Ciprián, R. (2003, p. 235) afirma que: “La trascripción de los actos hace que las personas adquieran derechos inciertos”. En República Dominicana, este sistema fue instituido por medio de la Ley de Registro Civil y Conservaduría de Hipotecas del 21 de junio del año 1890, siendo derogada por la Ley 314 del 26 de julio del año 1940 y actualmente está vigente la Ley 637 del 12 de diciembre del año 1941. 

2.5.4 Sistema Torrens: Este sistema establece el régimen de la tenencia de las tierras de manera científica y organizada creado por Robert Torrens, y aplicado por primera vez en Australia del Sur, a partir del 2 de julio del año 1859. La esencia de este sistema consiste en que el Estado a través de las funciones de un Registrador, inviste a la persona con un derecho irrevocable de propiedad sobre la tierra o de algún interés en ella. Son muchos los países que usan este sistema, entre ellos Inglaterra y Canadá; algunos Estados de Estados Unidos de América y algunas colonias francesas, Argelia, Madagascar, Túnez, parte de Brasil, y como es de conocimiento evidente, en nuestro país fue introducido por medio de la Orden Ejecutiva número 511 del año 1920, siendo instituido oficialmente a través de la Ley número 1542 del año 1947. Ciprián, R. (2003, p. 240) dice que: “La característica esencial del Sistema Torrens está en que cumple a cabalidad con los principios de publicidad, legalidad, autenticidad y especialidad”. 

2.5.4.1 Antecedentes del Sistema Torrens:
Bonilla, A. (1974, p. 15), explica que en el año 1830 a través de un informe de una comisión designada en Inglaterra para estudiar el estado de la Ley Sobre Propiedad Inmobiliaria, se sugirió que podía ser establecido un registro, donde el derecho dependiera de una anotación en un libro y no de un instrumento; manifestando además, que un registro de tierras sería evidencia del derecho de un propietario registrado, por lo que este sería el dueño absoluto para todo propósito comercial. Es la primera evidencia que consta en Inglaterra, del establecimiento de un registro. Es importante destacar, que en ese reino imperaba el sistema tradicional de los “deeds”, documento que en la forma tiene el valor de un acto auténtico, y el conjunto de estos documentos constituían para cada propiedad una complicación de difícil solución y una especie de oscuridad que creaba controversia; de esta situación tomó conocimiento Robert Torrens, a través de un artículo del South Australian Registrer, periódico de la colonia, quien tenía conocimiento de la facilidad con que se operaban las transferencias de los navíos, por lo que planteó la posibilidad de beneficiar al suelo con esas ventajas. Dada la influencia que tenía la familia Torrens, se podía presagiar el éxito de la reforma planteada; Robert Torrens fue funcionario de aduanas y Registrador General. Torrens elaboró un proyecto inspirado en la Merchant Shippeng Acts (Leyes de Navegación Comercial), y por su experiencia en las funciones de Director de 

Registro, ideó el esquema del derecho (title) como opuesto al sistema de registro de documentos “deeds”; su primer paso fue someter el proyecto a jurisconsultos y economistas; comenzó una campaña enérgica para la cual se postuló como candidato a Diputado, presentó su proyecto, el cual fue vigorosamente atacado, especialmente por los hombres de leyes. Su aprobación en Australia fue gracias a una feliz circunstancia. El proyecto fue promulgado por el gobernador el 27 de enero del año 1858, para ser aplicado el 2 de julio del mismo año. Al momento de la promulgación, Torrens era en Australia Registrador General, por lo que tuvo a su cargo la aplicación. Los primeros pasos dieron resultado positivo, e hizo una campaña de conferencias para difundir la aplicación en otras colonias, por lo que donde quiera encontraba oposiciones y simpatías; encontrando acogida favorable en las Colonias Germánicas, las cuales eran muchas y pronto se difundió a otras colonias. 

2.5.4.2 Sistema Torrens adoptado en la República Dominicana: El Sistema Torrens fue adoptado por primera vez en República Dominicana por medio de la Orden Ejecutiva No. 511 de fecha 1ro. de julio del año 1920, publicada en la Gaceta Oficial número 3138 de fecha 31 de julio de ese mismo año y votada por el gobierno norteamericano de ocupación. La aplicación de este sistema nace de la necesidad de organizar un método científico y seguro para el registro de los terrenos y mejoras existentes en el territorio nacional, con la finalidad de remediar la problemática surgida en relación  a los terrenos comuneros, ya que personas inescrupulosas se habían dado a la tarea de obtener de manera fraudulenta títulos o acciones de pesos falsos, sobre todo en la región este del país, lo que perjudicaba en gran medida la economía nacional, la estabilidad social y sobre todo al buen crédito de la nación. Además de los motivos antes expresados, la ley de referencia se introdujo y se implementó con el objetivo de salvaguardar y garantizar inversiones norteamericanas, porque en esa época, empresas y capitalistas extranjeros estaban realizando cuantiosas inversiones en el fomento de ingenios azucareros; por lo que el gobierno de ocupación militar norteamericano, gestionó una legislación apropiada a sus intereses. La orden Ejecutiva 511 fue convertida en la Ley 1542 de fecha 11 de octubre del año 1947, publicada en la Gaceta Oficial 6707 del 7 de noviembre de ese mismo año. 

2.5.4.3 Características del Sistema Torrens Dominicano: El Sistema Torrens se desempeña a base de una jurisdicción especializada, cuya competencia se inicia con la mensura catastral. Tiene un carácter de orden público, lo que resulta necesariamente del alcance de las disposiciones contenidas 

en la Ley número 108-05, cuya finalidad consiste en dotar a los propietarios, de títulos con carácter irrevocable, imprescriptibles y absolutos, como consecuencia lógica y obligada de la aplicación de los principios de publicidad, legalidad, autenticidad y especialidad. 

2.5.4.3.1 Principio de Publicidad: Este principio está vinculado a la presunción de exactitud, impidiendo que se pueda ocultar la existencia de cargas, gravámenes, litis. El artículo 134 del Reglamento General de Registro de Títulos dice que: “La información contenida en los Registros de Títulos es de acceso público para todo el que tenga interés en conocer el estado jurídico de un inmueble”. Sin publicidad no existiría garantía registral. 

2.5.4.3.2 Principio de Legalidad: El derecho de propiedad sobre inmueble registrado, en el sistema nacional está garantizado por el Estado Dominicano, por ser precisamente el Estado el propietario originario de todas las tierras, y siendo frente a él que se lleva el proceso de saneamiento. Además, el Estado provee a los adjudicatarios y beneficiarios del saneamiento de un documento, el certificado de título, como prueba de garantía de su propiedad expedido en virtud de la ley. 

2.5.4.3.3 Principio de Autenticidad: Mediante este principio, la persona a nombre de la cual se expide un Certificado de Título luego de la depuración e individualización de su derecho de propiedad como consecuencia de un proceso de saneamiento inmobiliario, adquiere el indicado documento, el cual está dotado de la debida autenticidad, al emanar de autoridad competente, siendo el mismo oponible contra todo el mundo, es decir, que tiene categoría erga omne. 

2.5.4.3.4 Principio de Especialidad: Con este principio se procura la determinación exacta de los bienes inmuebles objetos de inscripción, y que en los casos de multiplicación del suelo a través de la 

modificación del inmueble por subdivisión o la constitución al régimen de condominio, se haga uso de los procedimientos establecidos al efecto, indicando las características particulares. La ley de registro inmobiliario al referirse a este principio dice: “que consiste en la correcta determinación e individualización de sujetos, objetos y causas del derecho registral”. 

2.6 Sobre el Derecho de Propiedad: En este apartado se trata todo lo relativo al derecho de propiedad, empezando con sus generalidades, características, formas de adquirir, entre otros puntos más. 

2.6.1 Generalidades del Derecho de Propiedad: A la luz del artículo 544 del Código Civil Dominicano, “la propiedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas del modo más absoluto, con tal de que no se haga de ellas un uso prohibido por las leyes y Reglamentos”. De conformidad con el artículo 8, numeral 13 de la Constitución de la República, se reconoce la propiedad como un derecho fundamental de la persona humana, disponiendo en tal sentido, “que nadie puede ser privado de ella, sino por causa 

justificada de utilidad pública o de interés social, previo pago de su justo valor determinado por sentencia de tribunal competente. En casos de calamidad pública, la indemnización podrá no ser previa. No podrá imponerse la pena de confiscación general de bienes por razones de orden político”. 

Indudablemente, que el derecho de propiedad, en principio, tiene un carácter absoluto, imprescriptible y oponible a todo el mundo, lo que es lo mismo que decir, erga omnes. Se entiende por oponible a todo el mundo, que cuando se dispone del derecho de propiedad sobre un inmueble, nadie puede interferir sobre ese derecho, ya se trate del Estado o de los particulares, correspondiendo ese derecho de propiedad, única y exclusivamente a esa persona y a nadie más. Ninguno, salvo su titular, puede disponer, en principio, del derecho de propiedad que tiene una persona sobre un determinado inmueble. Es propicio entender, que quien tiene el derecho de propiedad sobre un inmueble, es el único que tiene derecho a usarlo, beneficiarse y disponer del mismo; teniendo este concepto su excepción, ya que, cuando alguien tiene una propiedad y la otorga en arrendamiento, pues a partir de ese momento, pierde el derecho absoluto que tenía sobre la misma, es decir, que a partir de ese contrato, y mientras permanezca el mismo, no puede darles uso, no pudiendo, incluso, disponer de ella mientras esté vigente el término por el cual se arrendó. 

2.6.2 Características del derecho de propiedad: Los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, pág. 34), refieren que el aspecto absoluto del derecho de propiedad se afirma no solamente por su oponibilidad a 

terceros, sino también en cuanto a su titular, siendo un derecho excluyente e individual; pues en cuanto a los poderes que confiere, es un derecho total y soberano, mientras que en cuanto a su duración, es un derecho perpetuo. Indudablemente, que el derecho de propiedad como un derecho absoluto, todavía 

este aspecto continúa hoy siendo el carácter esencial de la propiedad. Por absolutismo del derecho de propiedad, se entiende, que es la prerrogativa o la facultad que le pertenece a una persona de ejercer el derecho de propiedad sobre una cosa determinada, sin la intervención de los demás, al extremo de que nadie más puede interferir sobre ese derecho, y que se ejerce para siempre, por lo que no se extingue, a no ser que el propietario de ese derecho decida transferirlo a otra persona, pero que si no lo hace, pues el mismo nunca se pierde. Conforme lo establecen los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, pág. 75), el derecho de propiedad confiere a su titular, el conjunto de las prerrogativas que cabe ejercer sobre una cosa, tales como el derecho de servirse de ella (jus utendi), el derecho de obtener sus frutos o productos (jus fruendi), así como también el de disponer de la misma (jus abutendi). 

2.6.3 Formas de adquirir y transmitir el Derecho de Propiedad: El Código Civil Dominicano, en sus artículos 711 y 712, indica la forma de adquirir y transmitir la propiedad de los bienes: 

. Por Sucesión 

. Por Donación entre vivos o testamentarias 

. Por efectos de obligaciones 

. Por accesión o incorporación 

. Por prescripción 

Sin duda alguna, que si el terreno que se está poseyendo fue adquirido por sucesión, donación, por efecto de una obligación (contrato de venta, permuta, etc.), por accesión y por prescripción, son las únicas formas que hacen a una persona titular de derecho, y por consiguiente, tiene calidad para iniciar el proceso de saneamiento. Se entiende que el derecho de propiedad sobre un inmueble, se debe ejercer, respetando el derecho de los demás, es decir, no ejerciendo el mismo sobre una cosa, y a la vez abusando del derecho de otro. De acuerdo al artículo 545 del Código Civil Dominicano, “Nadie puede ser obligado a ceder su propiedad, a no ser por causa de utilidad pública, previa justa indemnización pericial, o cuando haya discrepancia en la estimación, por juicio de tribunal competente”. 

Es de entender, que como el derecho de propiedad es absoluto y oponible a todo el mundo, nadie está obligado a ceder su derecho, al menos si es compensado con su equivalente en dinero, o con un bien o cosa determinada. A fin de determinar la situación jurídica de los inmuebles de los moradores de la provincia Hermanas Mirabal, es necesario observar cómo se adquiere la propiedad, al tenor del Código Civil en sus artículos 711 y 712, siendo éstas, por: sucesión, donación, efectos de obligaciones, accesión, incorporación y por prescripción. En su origen, la propiedad era de tipo colectiva, pero que con el transcurrir del tiempo, se ha convertido, indudablemente en un derecho puramente individual, cuya característica del derecho de propiedad aparece en el derecho romano, el cual ve en ella un derecho absoluto.  

Según explican los doctrinarios del Derecho Civil, Hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 2), en el derecho francés, se ejercitaban dos prerrogativas sobre los inmuebles: el dominio eminente y el dominio útil. Pues el derecho de propiedad no era excluyente; tampoco era absoluto, por lo que los redactores del Código Civil francés afirmaron el absolutismo del derecho de propiedad. Para los hermanos Mazeaud & Mazeaud, (1978, pp. 2-3), la propiedad individual es un derecho natural y a la vez, legítimo, el cual responde a los esfuerzos del hombre para la mejora de su propia suerte y la de su familia, cuyo derecho asegura su libertad, y que a la vez constituye la garantía de la paz social; ya que el hombre ejerce igualmente un poder sobre las cosas, pudiendo obtener de ellas una ventaja, es decir, un provecho que engrandece el patrimonio de determinada persona, tanto desde el punto de vista de los derechos personales, así como también en cuanto a los derechos reales. Se puede definir el derecho real, como una relación jurídica inmediata y directa entre una persona y una cosa, o más bien, el derecho que una persona ejerce sobre una cosa, de la cual es titular del derecho de propiedad. 

Los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 4), continúan explicando que dentro de esa relación de derecho, se encuentra un sujeto activo, el cual es el titular del derecho, así como también un objeto, que es la cosa sobre la cual se ejerce el derecho, donde además, nadie puede oponerse al ejercicio del derecho del propietario sobre una cosa suya. Al estar frente a frente la persona y la cosa, corresponde al legislador, definir los poderes que el hombre tiene derecho a ejercer sobre una cosa, siendo el más 

importante de los derechos reales principales, sobre todo, por ser el más completo y el más extendido, sin duda alguna, el derecho de propiedad. Se reconoce, que el legislador como dictador de leyes, es quien está llamado a determinar qué tipo de derecho puede ejercer el titular del mismo sobre la cosa de 

la cual es propietario. 

2.6.3.1 La Sucesión: Pérez Méndez, A. (2000, p. 110), sostiene que la Sucesión es la transmisión a título universal, a una o varias personas vivas, del patrimonio dejado por una persona fallecida, aunque cuando se habla de sucesión, es lo mismo que cuando se trata de herencia o heredad. En el ámbito sucesoral, cuando una persona tiene una propiedad y esta fallece, dicho derecho se transmite a sus continuadores jurídicos, es decir, a sus hijos o descendientes, a sus padres o ascendientes, a sus hermanos u otros con vocación sucesoral, dependiendo de las circunstancias al momento de producirse el fallecimiento. Ciertamente, el derecho sucesoral tiene una gran importancia, tanto económica como social, a tal término, que cuando alguien fallece y a la vez deja una heredad con un gran valor monetario, sus sucesores o continuadores jurídicos, al distribuirse la masa sucesoral relicta, tienden a transformar positivamente su situación económica, y que además, en el ámbito social, tiene su importancia por el hecho de que dichos causahabientes tendrán la oportunidad de experimentar una 

vida más adecuada, pudiendo así, obtener y disfrutar de servicios que antes carecían, lo que implica menos inconvenientes sociales y mejor medio de vida. No se debe dejar de entender, que la sucesión se abre, es decir, se inicia al momento de producirse el fallecimiento de cuya heredad se trata, es decir, desde el momento en que se produce el deceso del causante, y que el lugar donde se apertura dicha sucesión es el lugar donde están radicados los bienes dejados por el difunto, y que es a partir de ese momento cuando aquellos que se consideran tener vocación sucesoral, deben tomar partido. 

 2.6.3.1.1 Requisitos necesarios para suceder: Ciertamente, para suceder es preciso existir, necesariamente, en el momento en que la sucesión se abre, o haber sido concebido en el momento en que se produce el fallecimiento del causante. De lo anteriormente expuesto se infiere, que para suceder es preciso estar vivo cuando se abre la sucesión, pero no quiere decir esto que por no existir, se pierde 

el derecho de suceder. Pues cuando se dan estas situaciones, se hereda a través de la representación. Cuando se habla de haber sido concebido, significa que ya exista en el interior materno de la madre al momento de producirse el fallecimiento del causante, con la condición de que para recibir la heredad, debe haber nacido vivo o viable. 

2.6.3.1.2 Los diversos órdenes sucesorales: En virtud de las disposiciones del artículo 731 del Código Civil, suceden los hijos y descendientes del difunto, sus ascendientes y los colaterales en el orden y según las reglas que a continuación se determinan. Según el artículo 732 del Código Civil, la ley no atiende ni al origen ni a la naturaleza de los bienes para arreglar el derecho de heredarlos; por lo que se debe entender, que quien sucede al difunto son: 1° sus hijos; 2° sus nietos; 3° los hijos de sus nietos y así sucesivamente; y que cuando no hay sucesores en esta dirección, entonces entran a suceder sus hermanos, donde además, si un hermano ha fallecido, pero si dejó hijos, heredan estos últimos; 4° si no dejó hijos ni hermanos, entonces entran a suceder los ascendientes, donde entran primero los padres, luego los abuelos. De acuerdo al artículo 733 del Código Civil, La herencia perteneciente a ascendientes o colaterales, se divide en dos partes iguales: una para los parientes de la línea paterna y otra para los de la materna; de donde los parientes uterinos o consanguíneos no son excluidos por los carnales; pero no toman parte, más que en su línea, excepto en los casos previstos en el artículo 752 del Código Civil, y que además, los parientes carnales adquieren en las dos líneas. De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 752 del Código Civil, la partición de la mitad de las ¾ partes que corresponden a los hermanos y hermanas, se debe hacer por iguales partes si proceden del mismo matrimonio; mientras que si son de matrimonios diferentes, la división se opera por mitad entre las dos líneas, materna y paterna del difunto; por lo que los hermanos carnales figuran en las dos líneas, y los uterinos y consanguíneos, cada uno en su línea respectiva. Que además, si no hay hermanos o hermanas, más que de una sola línea, adquieren íntegra la herencia, con exclusión de los demás parientes de la otra. Conforme al artículo 734 del Código Civil, hecha esta primera división entre las líneas paterna y materna, no se hace ya otra entre las diversas ramas de cada línea, sino que la mitad que toca a cada una, pertenece al heredero o herederos más próximos en grado, excepto en el caso de la representación. 

Expresa el artículo 735 del Código Civil, que la proximidad de parentesco se gradúa por el número de generaciones; y que cada generación se llama grado. Establece el artículo 736 del Código Civil, que la serie de los grados, forma la línea, llamándose recta, la serie de los grados entre personas que descienden unas de otras; denominándose colaterales, la serie de los grados entre personas que no 

descienden unas de otras, pero que descienden de un padre común, donde la línea recta se divide en recta descendiente y recta ascendiente. La primera es la que une la cabeza con los descendientes de él; la segunda, es la que une a una persona con aquellos de quienes descienden. Por serie de grados se debe entender, a los que descienden de la persona que ha dejado la sucesión, es decir, el hijo del difunto está en primer grado, el nieto está en segundo grado, los hijos de los nietos están en tercer grado, y así sucesivamente se van contando los grados, a partir de un punto de origen, de donde el origen es la persona que ha dejado la sucesión, la cual va a ser distribuida entre sus causahabientes. 

Por disposición del artículo 737 del Código Civil, en la línea recta se cuentan tantos grados como generaciones hay entre las personas; así por ejemplo, el hijo, con respecto a su padre, está en el primer grado, el nieto en el segundo grado, y así recíprocamente lo están el padre y el abuelo, respecto de sus hijos y nietos. Establece, además el artículo 738 del Código Civil, que en la línea colateral, se cuentan los grados de acuerdo a las generaciones que hay desde uno de los parientes hasta el padre común, exclusive, y desde éste al otro pariente. De tal manera, que dos hermanos están en el segundo grado; el tío y el sobrino en el tercero; mientras que los primos hermanos en el cuarto, y así sucesivamente los demás. 

2.6.3.1.3 La representación: De conformidad con el artículo 739 del Código Civil, la representación es una ficción de la ley, cuyo efecto es hacer entrar a los representantes en el lugar, grado y derecho de los representados. Al tenor del artículo 740 del Código Civil, la representación en la línea recta descendiente, se prolonga hasta el infinito, lo cual se admite en todos los casos, ya concurran los hijos de las personas de cuya herencia se trata con los descendientes de otro hijo ya muerto, o bien concurran en grados iguales o desiguales entre sí los descendientes de los hijos, si éstos hubiesen muerto todos. Aunque ya ha sido referido anteriormente, pues cuando se habla de la representación, ciertamente lo que se quiere decir es que cuando deja de existir determinada persona que tenía vocación sucesoral, indudablemente que sus hijos, nietos y así sucesivamente, son quienes heredan la parte que le hubiese correspondido a dicho fallecido. 

2.6.3.1.4 Derechos Sucesorales de los Descendientes: De acuerdo al artículo 745 del Código Civil, los hijos o sus descendientes suceden a sus padres, abuelos y demás ascendientes, sin distinción de sexo ni de primogenitura, aunque procedan de diferentes matrimonios, quienes a la vez, suceden por igual parte e individualmente, cuando todos se encuentran en el primer grado y vienen a suceder por derecho propio, los cuales, además, suceden por estirpes, cuando todos o partes de ellos vienen a la sucesión en representación. 

2.6.3.1.5 Derechos Sucesorales de los Ascendientes: De conformidad con el artículo 746 del Código Civil, si el difunto no ha dejado ni descendencia, ni hermanos, ni hermanas, ni hijos de éstos, la sucesión se divide por mitad entre los ascendientes de la línea materna y los de la paterna, donde el 

ascendiente de grado más próximo tiene derecho a la mitad designada a su línea, con exclusión de todos los demás, y que los ascendientes del mismo grado sucederán por cabezas. 

2.6.3.1.6 Derechos Sucesorales de los colaterales: De acuerdo al artículo 750 del Código Civil, en el caso de muerte anterior de los padres de una persona fallecida sin descendencia, sus hermanos o hermanas o sus descendientes están llamados a heredarles, con exclusión de los ascendientes y de los demás colaterales. 

2.6.3.1.7 Derechos del cónyuge superviviente y del Estado: De acuerdo a lo establecido en el artículo 767 del Código Civil, si el difunto no deja parientes en grado hábil de suceder ni hijos naturales, los bienes constitutivos de su sucesión pertenecen al cónyuge que sobreviva, y que de conformidad con las disposiciones del artículo 768 del mismo Código, a falta de cónyuge superviviente, recaerá la sucesión en el Estado. 

2.6.3.1.8 Las sucesiones vacantes: Tal como lo consagra el artículo 811 del Código Civil Dominicano, cuando terminados los plazos para hacer inventario y deliberar, no se presenta nadie a reclamar una sucesión, ni hubiere heredero conocido, o los que se conozcan hayan renunciado, se reputará vacante aquella sucesión. Es preciso entender por sucesión vacante, aquella situación especial cuando fallece determinada persona que no ha dejado a ninguna otra con vocación sucesoria; por lo que, según se ha explicado anteriormente, en el caso de la especie, se procede a nombrar un administrador bajo inventario, para que administre los bienes relictos por el difunto, y que una vez vencido el plazo establecido por la ley sin que ninguna persona reclame la heredad, estos pasan a formar parte del patrimonio del Estado.  

2.6.3.2 De las Donaciones entre vivos y de los Testamento: Tal como lo señala Pérez Méndez, A. (2000, p. 110), explica que la liberalidad es un acto a título gratuito, por el cual, un individuo manifiesta su voluntad de disponer de uno de sus bienes patrimoniales en provecho de otro, con la intención de enriquecer el patrimonio del gratificado. 

2.6.3.2.1 Características de las Liberalidades: En primer lugar, se trata de un acto a título gratuito, o sea, donde se refleja la intención liberal del disponente; y en segundo lugar, el acto liberal supone la 

transferencia de un bien del patrimonio del disponente al patrimonio del beneficiado. 

2.6.3.2.1.1 Cómo disponer a título gratuito: Conforme lo dispone el artículo 893 del Código Civil Dominicano, “Ninguno podrá disponer de sus bienes a título gratuito, sino por donación entre vivos o por testamento, en la forma que dicho código expresa”. Es preciso entender, que sólo hay dos modos de disponer a título gratuito: a) las donaciones; b) los testamentos. 

2.6.3.2.1.2 De las Donaciones entre vivos: Tal como lo señala Pérez Méndez, A. (2000, p. 110), la donación entre vivos es un acto por el cual, el donante se despoja, actual e irrevocablemente de la cosa 

donada, a favor del donatario que la acepta. Es a la vez un contrato, o sea, un acuerdo de voluntades, donde el donante consiente en despojarse del bien donado y el donatario consiente en aceptarlo; pues en principio, la donación es un contrato solemne, el cual debe ser hecho por ante notario, es decir, que debe estar revestido de autenticidad, mediante el cual, se transmite un bien sin recibir nada como contrapartida, lo que destaca el rasgo esencial de las donaciones, siendo las mismas irrevocables, y a la vez un modo de disponer a título particular. Conforme lo establece el artículo 943 del Código Civil Dominicano, “La donación entre vivos comprenderá únicamente los bienes presentes del donante; si se 

extiende a bienes futuros, será nula en este respecto”, pues como ya ha sido señalado, la donación entre vivos es un acto por el cual, el donante se despoja, actual e irrevocablemente de la cosa donada, a favor del donatario que la acepta. Cabe señalar, que la donación ocurre, cuando determinada persona, en vida, toma la decisión de otorgar a favor de otro su bien o parte del mismo, sin recibir nada a cambio, o sea, que lo hace gratuitamente, y que para ser llevada a cabo, debe estar sometida a ciertas reglas establecidas por el legislador. 

2.6.3.2.1.3 Caracteres de la donación entre vivos: La donación entre vivos, presenta las siguientes características: 

a) La donación es un contrato, es decir, un acuerdo de voluntades. 

b) En principio, la donación es un contrato solemne, el cual, debe ser hecho por ante notario, es decir, que debe estar revestido de autenticidad. 

c) El despojo del donante de sus bienes, sin recibir nada en cambio. 

d) El donante debe despojarse, actual e irrevocablemente de los bienes de que dispone. 

Es indiscutible, que la donación entre vivos es un modo de disponer a título particular, pero que solamente puede referirse a los bienes que se especifican en el acto por el cual se hace la disposición. 

Se entiende, que para que se pueda llevar a cabo la donación, es necesario que exista un acuerdo de voluntades; realmente no existe ningún interés pecuniario de parte del donante, donde este no persigue ser recompensado de ninguna forma, renunciando así, para siempre sobre el bien donado. 

2.6.3.3 Sobre el Testamento: El testamento, es un acto por el cual, dispone el testador, para el tiempo en que ya no exista, del todo o parte de sus bienes, pero que puede revocar. Díaz, M. (1999, p. 52), explica que el Testamento es el acto unilateral y solemne de última voluntad, revocable hasta la muerte de su autor, por el cual una persona (el testador) dispone para el tiempo que no exista (acto de disposición por causa de muerte), bajo una de las tres formas escritas determinadas por la ley (ológrafo, auténtico, cerrado), de todos sus bienes, a favor de una o más personas, conforme al artículo 895 del Código Civil. 

2.6.3.3.1 Características de los Testamentos: Las diferentes características de los testamentos, son las siguientes: Es un acto unilateral, puesto que sólo se necesita la manifestación de la voluntad del testador; debe ser instrumentado mediante una de las formalidades legales, es decir, por medio de un acto especial, acorde a la ley; el testamento se puede referir a una parte o a la totalidad de los bienes del testador. El mismo produce sus efectos, solamente a partir del fallecimiento del Testador, o sea, que este no se despoja en vida de sus bienes, como ocurre en las donaciones. El testamento es un acto revocable hasta la muerte del testador, es decir, que este tiene la facultad de modificar las disposiciones contenidas en dicho documento. Se puede definir, además, el testamento, como el acto mediante el cual, una persona, sin el consentimiento del beneficiario, otorga todo su patrimonio o parte 

del mismo a favor de otra persona, con la condición, de que el beneficiario solo puede disponer de los bienes a partir del día en que se produzca el fallecimiento del testador, con la agravante, de que este puede ser revocado o modificado cuando el cedente así lo considere oportuno. 

2.6.4 Los contratos u obligaciones: El Código Civil Dominicano, en su artículo 1101, establece, que el contrato es un convenio, en cuya virtud, una o varias personas se obligan respecto de una o de varias otras, a dar, hacer o no hacer alguna cosa. En otras palabras, se entiende que un contrato no es más que un acuerdo de voluntad entre dos o más personas, por medio del cual, surgen obligaciones en lo adelante, con las cuales hay que cumplir. 

2.6.4.1 Efectos producidos por las obligaciones: De acuerdo a las disposiciones contenidas en el artículo 1134 del Código Civil Dominicano, las convenciones legalmente formadas, tienen fuerza de ley para aquellos que las han hecho, las cuales no pueden ser revocadas, sino por su mutuo consentimiento, o por las causas que están autorizadas por la ley, y que a la vez, deben ser llevadas a ejecución de buena fe. Conforme al artículo 1135 del mismo Código, las convenciones obligan, no sólo a lo que se expresa en ellas, sino también a todas las consecuencias que la equidad, el uso o la ley dan a la obligación según su naturaleza. Se debe tomar en cuenta o consideración, que cuando se lleva a cabo un acuerdo, pues para las partes contratantes implica la existencia de una ley con la cual deben cumplir, donde la misma no puede perder sus efectos, sino mediante el acuerdo de quienes han hecho el pacto, quedando obligados a cumplir con todas las consecuencias que se originen como resultado de dicho convenio, tal es el caso de cuando alguien adquiere una propiedad y luego se presenta algún tipo de inconveniente, donde la persona que vende, está obligada a otorgar garantía al comprador de la cosa vendida. A modo de ejemplo, el vendedor está obligado a garantizar la cosa vendida por los defectos ocultos que ésta tuviere, si la hicieren inútil para el uso a que se destina, o que disminuyen de tal modo este uso, que no la habría comprado o hubiera dado un precio menor, al haberlos conocido. 

2.6.4.2 Condiciones de validez para las convenciones: Tal como lo ha establecido el artículo 1108 del Código Civil Dominicano, cuatro son las condiciones esenciales para la validez de una convención: 

A) Consentimiento de la parte que se obliga; 

B) Capacidad para contratar; 

C) Un objeto cierto que forme la materia del compromiso; 

D) Una causa lícita en la obligación. 

Es de entenderse, que las partes contratantes deben estar totalmente de  acuerdo, y sobre todo, en capacidad para contratar, lo que en otras palabras significa, que no pueden ser menores de edad, debiendo estar emocional y mentalmente en buen estado de salud; que el negocio a realizar debe ser sobre la base de una cosa que exista, y que a la vez esté en el comercio, y sobre todo, que la cosa haya sido adquirida según lo establecen las leyes y las buenas costumbres. 
2.6.4.2.1 Sobre el Consentimiento: En cuanto a este elemento esencial para la validez de las contrataciones generales, el artículo 1109 del Código Civil Dominicano, establece, que no hay consentimiento válido cuando el mismo ha sido dado por error, arrancado por medio de la violencia o sorprendido por dolo. 

2.6.4.2.2 Sobre la capacidad de los contratantes: En cuanto a este elemento indispensable para la validez de determinado contrato, el artículo 1123 del Código Civil, expresa, que cualquiera puede contratar, si no está declarado incapaz por la ley; añadiendo el artículo 1124 de dicho Código, que los incapaces de contratar son: los menores de edad, los sujetos a interdicción en los casos expresados por la ley, y generalmente, todos aquellos a quienes la ley ha prohibido ciertos contratos. 

2.6.4.2.3 El objeto y materia de los contratos: Ciertamente, y conforme lo ha establecido el artículo 1126 del Código Civil, todo contrato tiene por objeto la cosa que una parte se obliga a dar, o que una parte se obliga a hacer o a no hacer. Tal como lo dispone, además, el artículo 1127 del referido Código, el simple uso o la simple posesión de una cosa puede ser, no menos que la cosa misma, objeto del contrato. Según lo consagra también el artículo 1128 del señalado Código, sólo las cosas que están en el comercio, pueden ser objeto de los contratos. Y el artículo 1129 del Código Civil, establece, que es preciso que la obligación tenga por objeto una cosa determinada, a lo menos en cuanto a su especie. 

De acuerdo a lo que dispone el artículo 1130 del Código Civil Dominicano, las cosas futuras pueden ser objeto de una obligación. Sin embargo, no se puede renunciar a una sucesión no abierta, ni hacer estipulación alguna sobre ella, ni aun con el consentimiento de aquél de cuya sucesión se trata. 

 2.6.4.2.4 Sobre la causa: Conforme ha sido establecido en el artículo 1131 del Código Civil Dominicano, la obligación sin causa, o la que se funda sobre causa falsa o ilícita, no puede tener efecto alguno. Que sobre el aspecto planteado anteriormente, también el artículo 1132 del Código Civil, expresa, que la convención es válida, aunque no se explique la causa de la misma. Que abundando aún más sobre la causa como elemento importante en la validez de todo contrato, el artículo1133 del mismo Código Civil, ha establecido, que es ilícita la causa, cuando está prohibida por la ley, y cuando es contraria al orden público o a las buenas costumbres. 

2.6.4.3 La venta y su naturaleza: A la luz del artículo 1582 del Código Civil, la venta es un contrato por el cual, uno se compromete a dar una cosa y otro a pagarla, pudiendo hacerse por documento público o bajo firma privada. Establece el legislador dominicano en el artículo 1583 del Código Civil, que la venta es perfecta entre las partes, y la propiedad queda adquirida de derecho por el comprador, respecto del vendedor, desde el momento en que se conviene en la cosa y el precio, aunque la primera no haya sido entregada ni pagada. Que en cuanto a lo expuesto anteriormente, ha sido consagrado por el artículo 1584 del Código Civil, que la venta puede hacerse, pura y simplemente, o bajo una condición, sea suspensiva, sea resolutoria, y que a la vez, puede también tener por objeto, dos o más cosas alternativas, y en todos estos casos se regulará su efecto por los principios generales de las convenciones. 

2.6.4.4 Sobre la permuta o cambio: En cuanto a este aspecto, y al tenor del artículo 1702 del Código Civil, el cambio o permuta es un contrato, por el cual, las partes se dan respectivamente una cosa por otra. De conformidad con el artículo 1703 del mismo Código, se efectúa el cambio o permuta, por el solo consentimiento, de la misma manera que la venta. 

2.6.4.5 Sobre el acto traslativo: Según los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 212), la venta, la permuta, la dación en pago, la donación, el legado singular, son actos traslativos; mientras que la partición o la transacción se consideran actos declarativos, es decir, que acreditan sencillamente que determinada persona es titular de un derecho que tenía adquirido con anterioridad. 

2.6.4.6 De la incorporación o accesión: Ciertamente, este es un modo de adquirir la propiedad, lo cual lleva al propietario de la cosa principal a adquirir todas las accesorias que se unan a aquella, existiendo dos tipos de accesiones: Accesión artificial y accesión natural, siendo la primera, o sea, la accesión inmobiliaria artificial, aquella que resulta de la voluntad del hombre, es decir, de la agregación a un terreno de construcciones, plantaciones u obras. Se entiende que la accesión natural es la que se produce fuera de la intervención del hombre, es decir, que la misma trata de todos los animales considerados inmuebles por destino, o de tierras, tales como aluviones, terrenos fluviales que quedan al descubierto arrastrado a lo largo de las orillas de los ríos por los cursos de las aguas. Independientemente a lo expuesto anteriormente, ciertamente debe entenderse por accesión o incorporación, todo aquello que se agrega a una cosa. En el caso que se está tratando, como el de un terreno, pues todo lo que se agrega, pertenece al propietario de la cosa, ya que todo lo que está por debajo y encima de una propiedad, forma parte de ella; y que en el caso de la accesión natural, si una 

porción de terreno se une a otra, y el propietario de la que se agrega no la reclama, pues en lo adelante pasa a ser parte de la propiedad que recibió la incorporación. Es incuestionable, que cuando la accesión es artificial, indudablemente que ha intervenido la voluntad del hombre; pues en principio, se presume que es propiedad del propietario de lo principal, pero esto, en algunas ocasiones está sujeto a discusión, ya que, es posible que alguien haya construido en terreno propiedad de otra persona, y por tanto, se hace necesario observar lo que establece la ley en tal sentido. 

2.6.4.7 Sobre la prescripción: De acuerdo al Código Civil Dominicano, en su artículo 2219, “la prescripción es un medio de adquirir o de extinguir una obligación, por el transcurso de cierto tiempo, 

y bajo las condiciones que determina la ley”, y que a la vez, el artículo 2229 del referido Código, establece que “para poder prescribir, se necesita una posesión continua y no interrumpida, pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario”. Es de entender, que la prescripción es un derecho que se adquiere con el transcurso del tiempo, siempre y cuando una persona esté poseyendo una cosa. Por eso, el Código Civil en el artículo 2219, establece que la prescripción es un medio de adquirir o de extinguir una obligación, por el transcurso del tiempo, y bajo las condiciones que determina la ley. Conforme ha sido expuesto anteriormente, el Código Civil Dominicano, en su artículo 2233, establece: “Los actos de violencia no pueden dar fundamento a una posesión capaz de producir la prescripción, ya que la posesión útil se inicia a partir del momento en que ha cesado la violencia”. Debe entenderse por posesión, la ocupación o el goce de una cosa o de un derecho que tenemos o ejercemos por nosotros mismos, o por otro que tiene la cosa o ejerce el derecho en nuestro nombre. Además, para poder prescribir el derecho de propiedad, se necesita una posesión continua y no interrumpida, pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario. Ciertamente, se debe entender por posesión continua, aquella que no ha recibido ninguna interrupción, donde además, los actos realizados por el poseedor deben ser realizados con regularidad, como lo haría el dueño. También, la posesión no puede tener su origen en una violencia, ya que la misma no genera derecho alguno. Además, cuando se posee, debe ser de manera pública, ya que si se lleva a cabo de manera oculta, pues de tal forma no se adquiere el derecho de propiedad; debiendo ser también de manera inequívoca, es decir, actuando como si fuera el propietario mismo, siendo preciso, que las actuaciones estén dirigidas por el hecho de considerarse propietario de la cosa que se posee. Por disposición del Código Civil Dominicano, en su artículo 2235, “Para completar la prescripción, se puede agregar a la propia posesión la de su causante, por cualquier concepto que se le haya sucedido, ya sea a título universal o particular, o a título lucrativo u oneroso”. 

Es de entenderse, que si se compra el derecho de posesión de un terreno, pues al momento de solicitar que se le reconozca el derecho de propiedad, no hay necesidad de tener que esperar el tiempo que establece la ley luego de haber efectuado la compra, puesto que el tiempo que tenía poseyendo el vendedor se toma en cuenta, por lo que si este tenía el tiempo necesario para prescribir, se hace uso de ese derecho. A modo de ejemplo, se puede decir, que si la persona que vendió un terreno tenía 13 años poseyéndolo, pues inmediatamente cuando transcurran 7 años de haber comprado, este último puede solicitar el reconocimiento del derecho de propiedad, siendo esto lo que significa agregar a la posesión la de su causante. Ciertamente, el Código Civil Dominicano en su artículo 2224, establece lo 

siguiente: “La prescripción puede oponerse en cualquier estado de causa, aun ante la Suprema Corte de Justicia, a no ser que las circunstancia hagan presumir que renunció a la excepción de prescripción la parte que no se haya opuesto”. Además, la usucapión o prescripción adquisitiva, es la adquisición por el poseedor de una cosa, del derecho de propiedad o de otro derecho real sobre esa cosa, por efecto de la posesión prolongada. 

2.7 Sobre la Posesión: En este punto del estudio, es pertinente tratar todo lo relacionado con la posesión, sus generalidades, elementos que la constituyen, efectos jurídicos, entre otros, por ser un tema preponderante en esta investigación. 

2.7.1 Generalidades sobre la Posesión: En cuanto a este derecho como forma de adquirir la propiedad de la cosa, el artículo 4 de la antigua Ley 1542 del año 1947, establece lo siguiente: “Para los efectos de esta ley, los terrenos se considerarán poseídos: 
1- Cuando se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo; 
2- Cuando se encuentren cercados por medio de empalizadas, murallas, setos, zanjas, trochas, o en cualquier otra forma que se preste para indicar las colindancias; 
3- Cuando se hayan medido por un agrimensor público y esa operación esté contenida en plano 

y acta de mensura que haya sido registrada. 

Los terrenos están poseídos, cuando alguien cerca una porción de los mismos, separándolos de los demás, haciéndolos individual, es decir, individualizándolos de cualquier forma y empezando a sacarle algún provecho, dándole uso y decidiendo por cuenta propia la utilidad y la administración de los mismos. En virtud del artículo 21 de la actual Ley 108-05 del 23 de marzo del año 2005 de Registro Inmobiliario, puesta en vigencia desde el 4 de abril del año 2007, establece, que a los fines del saneamiento, hay posesión cuando una persona tiene un terreno bajo su poder a título de dueño o por otro que ejerce el derecho en su nombre, y que para que la posesión sea causa de un derecho de propiedad, debe ser pública, pacífica, inequívoca e ininterrumpida por el tiempo fijado en el Código Civil, según la posesión de que se trate; considerándose a la vez, actos posesorios cuando los terrenos se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo, la percepción de frutos, la construcción que se haga en el inmueble, así como la materialización de los límites. Según los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 2), todos los derechos reales son susceptibles de posesión, por lo que el poseedor cabe comportarse como propietario, como usufructuario, como titular de una servidumbre, aunque la 

posesión se extienda a todos los derechos reales, siendo la posesión del derecho de propiedad la que presenta mayor importancia. 

Ha sido expresado anteriormente, que el artículo 2228 del Código Civil, establece que “la posesión es la ocupación o el goce de una cosa o de un derecho que tenemos o ejercemos por nosotros mismos, o por otro que tiene la cosa o ejerce el derecho en nuestro nombre”. Para los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 130), la posesión es el poder de hecho. La propiedad, el usufructo u otro derecho real, es el poder de derecho. Para determinar quien es poseedor, se examina la situación de hecho, sin indagar si esa situación de hecho corresponde a una situación de derecho. 

En cuanto a la posesión, una persona puede ejercer un poder sobre una cosa sin ser titular del derecho correspondiente a ese poder, así por ejemplo, una persona puede comportarse como propietaria o como usufructuaria de un inmueble sin ser titular del derecho de propiedad o del usufructo. Ciertamente se reconoce como poseedor, a la persona que ejerce un poder de hecho sobre una cosa, con la intención de comportarse como si fuera titular del derecho correspondiente. Es además, quien tiene el poder de la cosa en el momento actual. Pues no tiene gran importancia el hecho de examinar quien lo poseía antes, siendo lo más importante, la posesión actual. Los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 5), señalan que la posesión es un simple poder de hecho, el cual se opone a la propiedad y a los otros derechos reales, los que confieren a su titular, un poder de derecho, siendo el propietario de la cosa el que tiene la posesión de la misma. Además señalan los autores, que es preciso distinguir el poder de hecho y el poder de derecho, los cuales están reunidos normalmente en la misma persona, pero no necesariamente. 

2.7.2 Elementos que constituyen la posesión: Es enteramente cierto, que la posesión exige la reunión de dos elementos: el corpus y el animus, siendo el corpus el elemento material de la posesión, es decir, el que tiene el ejercicio sobre la cosa, o sea, los actos de dueño, pudiéndose ejercer y adquirir el corpus por mediación de otro. Se considera el animus como el elemento intelectual de la posesión, es decir, la intención que mueve al ocupante. Entre los elementos constitutivos de la posesión están: la tenencia de la cosa, o más bien, estar junto a ella, ser la única persona que la tiene, pudiendo disponer 

de la misma, ejercer el uso, obtener el beneficio y disposición; mientras que en algunos casos, otro posee en lugar del propietario, puesto que en tal situación, aunque no tiene la cosa junto a él, quien la tiene, actúa en su nombre; además, por el animus se entiende, la razón por la cual se tiene la cosa, y que al considerarse propietario, le saca utilidad y todos los beneficios y acciones que le permite la ley. 

Según el artículo 2262 del Código Civil Dominicano, todas las acciones, tanto reales como personales, se prescriben por veinte años, sin que esté obligado el que alega esta prescripción a presentar ningún título ni que pueda oponérsele la excepción que se deduce de la mala fe. Siempre se considera, que cuando una persona permanece durante 20 años poseyendo un inmueble, sin negársele el derecho de posesión, la ley lo reconoce como el verdadero propietario, no pudiendo ningún otro pretender ser titular de su derecho sobre esa propiedad. No cabe la menor duda, de que una posesión actual, aniquila cualquier acción anterior; pues el reconocimiento de la posesión se debe iniciar con el proceso de saneamiento inmobiliario, donde posteriormente, el Estado garantizaría el reconocimiento del derecho de propiedad mediante la expedición de un Certificado de Título. Ciertamente desde el momento en que una persona inicia la posesión con todas las características para prescribir, comienza a considerarse dueño del inmueble poseído; existiendo dos tipos de posesiones: Posesión material y posesión teórica; consistiendo la primera, en el apoderamiento físico del inmueble, mientras que la segunda ocurre cuando la persona tiene la posesión por plano o por un determinado escrito. 

De acuerdo a lo expuesto anteriormente, cabe señalar, que de conformidad con el artículo 22 de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, se admite todo medio de prueba sobre la posesión, pero la sentencia que adjudique la propiedad, no puede fundarse únicamente en la prueba testimonial, pudiendo el Juez ordenar cualquier otra medida complementaria. Conforme al artículo 2230 del Código Civil Dominicano, “Se supone que uno siempre posee por sí mismo y a título de propietario, si no se comenzó a poseer por otro”, mientras que dicho instrumento legal, en su artículo 2231, establece lo siguiente: “Cuando se ha empezado a poseer por otro, se presume siempre que se posee bajo el mismo título, si no hay prueba en contrario”. Además, señala el Código Civil en su artículo 2234, lo siguiente: “El poseedor actual que pruebe haber poseído desde antiguamente, se presume haber poseído en el tiempo intermedio, si no se probase lo contrario”. 

2.7.3 Efectos jurídicos producidos por la posesión: En cuanto a este aspecto se refiere, hay que destacar, que la posesión hace presumir la propiedad, así como también le confiere derecho al poseedor para protegerlo, mientras que con ciertos requisitos, el poseedor se convierte más tarde en propietario. Además, la posesión es verdaderamente un derecho, y por vía de consecuencia, se puede transferir. Exponen los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 167), que la ley establece tres series de efectos que produce la posesión: a) Protección mediante las acciones posesorias; b) Presunción de propiedad; c) Adquisición de la propiedad. La posesión se considera como un derecho adquirido, siempre y cuando se cumplan los requisitos que establece la ley; pues quien tiene la posesión en sí, es 

considerado como propietario de la cosa hasta tanto no se demuestre lo contrario; además, el derecho de posesión puede ser transferido, lo que significa, que quien posee un terreno, puede vender sus derechos en el momento que lo considere procedente. 

2.7.4 Vicios que afectan la posesión: De acuerdo a los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, pp. 149-150), la posesión debe ser pacífica y a la vez, exenta de violencia, por lo menos en el momento de 

la toma de la misma y el transcurso de esta. También se considera, que la posesión debe ser pública, es decir, exenta de clandestinidad; donde además, el poseedor que disimula su posesión a la persona 

que podría tener interés en la misma, pues no merece ninguna protección. Es de entender, que los dos señalados vicios son relativos, los cuales no pueden ser invocados, sino por las personas que hayan sido víctimas de los mismos, siendo de todos modos, vicios temporales, y que desde el instante en que cesen, pues la posesión vuelve a ser útil. Se considera, que la nulidad relativa por el hecho de una posesión ejercida con violencia y clandestinidad, sólo puede ser invocada por él o las personas afectadas, ya que éstas serían las únicas que tendrían interés en tal aspecto, al haber sido perjudicados; aunque había sido señalado, que la posesión bajo esta condiciones no da derecho a la propiedad del inmueble que se posee. Es del criterio de los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 150), que la posesión es equívoca cuando los actos realizados por el poseedor no revelan suficientemente el animus domini; por ejemplo cuando por un copropietario se cumplen esos actos sobre la cosa común, y cuando una situación contractual unía al poseedor con el propietario de la cosa. 

Ha sido expuesto por los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 75), que la posesión es discontinua cuando el poseedor no realiza los actos de dueño con la misma regularidad que un propietario, y que lo equívoco y la discontinuidad son dos vicios absolutos que pueden ser invocados por toda persona, los cuales son vicios temporales. 

2.7.5 Existencia de la buena fe: Los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 75), entienden que el poseedor es de buena fe, cuando cree ser propietario, y que por lo tanto, la buena fe implica la existencia de un título, en virtud del cual, el poseedor haya creído convertirse en propietario, o cuando menos en la existencia de ese título, bajo el entendido, de que la buena fe se presume siempre. Cabe destacar, que la posesión de buena fe, surte algunos efectos más completos o más rápidos, la cual, no solamente confiere las acciones posesorias y asigna el papel de demandado en la acción reivindicatoria, sino que constituye una presunción de propiedad. Sobre lo expuesto anteriormente, el artículo 2268 del Código Civil, establece lo siguiente: “Se presume siempre la buena fe, y corresponde la prueba a aquél que alega lo contrario”. Se debe considerar, que existe la buena fe, cuando se ejerce el derecho de propiedad sobre un terreno en virtud de un derecho, es decir, que quien posee, lo hace porque heredó, compró, permutó, o que posee de manera pacífica sin ser nunca molestado por ninguna persona, posee además, bajo una condición, de manera tal, que se siente como el propietario del inmueble que está poseyendo. Sobre el criterio expuesto anteriormente, señala el artículo 2269 del Código Civil, lo que a continuación se expresa: “Basta que la buena fe haya existido en el momento de la adquisición”. Conforme a la opinión de los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, pp. 126-127), la ley protege más al poseedor de buena fe que al poseedor de mala fe.  

2.7.6 De las acciones posesorias: Estas tienen por finalidad, la protección de la posesión, ya que el legislador se ha interesado mucho en tal sentido. Pues la posesión está por encima de cualquier escrito, todas las veces que los terrenos no están registrados. De conformidad con las disposiciones contenidas en el artículo 21 de la Ley número 108-05, del 23 de marzo del año 2005, puesta en vigencia en fecha 4 de abril del año 2007, “A los fines del saneamiento, hay posesión cuando una persona tiene un inmueble bajo su poder a título de dueño o por otro que ejerce el derecho en su nombre. Para que la posesión sea causa de un derecho de propiedad, debe ser pública, pacífica, inequívoca e ininterrumpida por el tiempo fijado en el Código Civil, según la posesión de que se trate. Se considerarán actos posesorios cuando los terrenos se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo, la percepción de frutos, la construcción que se haga en el inmueble, la materialización de los límites”. Sin duda alguna, que a quien la ley le reconoce el derecho de posesión es a aquel que está poseyendo en el momento actual en que se está reclamando el derecho de propiedad, y no a quien dice poseer en virtud de un documento. Pues quien posee un inmueble sin registrar e interrumpe dicha posesión, y al entrar otro a poseer de manera pacífica, y luego de haber transcurrido cierto tiempo, quien se creía titular del derecho, pierde dicha posesión, ya que sus actos no son los de un propietario. 

Ciprián, R. (2009, pp. 313-314), expone: “En el nuevo régimen legal de los derechos inmobiliarios registrados, sólo se reconocen los aspectos posesorios, con fines de adquirir derechos en el proceso de saneamiento, que están especificados en el artículo 21 de la Ley de Registro Inmobiliario. Resulta provechoso señalar, que el texto legal señalado, no establece que los actos posesorios que él señala 

son los únicos que pueden generar derechos. Pero de su contenido y del espíritu se infiere que esos son los que determinan de caracterizar la posesión para el proceso de saneamiento”. De conformidad con el texto legal que ha sido citado anteriormente, es oportuno señalar, que en principio, existen tres tipos de actos posesorios que son causales para el reconocimiento de derechos en el proceso de saneamiento, los cuales son los siguientes: 

1) El cultivo de los terrenos poseídos, consistente en la percepción de frutos en los mismos o más bien, su dedicación a cualquier otro uso lucrativo. 

2) La construcción que se pueda realizar dentro del inmueble que está siendo poseído. 

3) La materialización de los límites que tiene la posesión misma. 

De acuerdo al numeral 1, se puede decir, que todo aquel que alega la posesión como figura jurídica para adquirir el derecho de propiedad por prescripción, necesariamente debe probar que tiene el o los terrenos bajo su poder, y sobre todo, que los está cultivando, lo cual se asimila a la explotación agrícola. En lo que se refiere a la percepción o adquisición de frutos, tal situación no es más que la consecuencia de los sembrados que se realizan en los terrenos. En lo que respecta al numeral 2, se debe señalar, que la construcción, sin importar el tipo de que se trate, ni mucho menos los materiales utilizados en la misma, llevadas a cabo en los terrenos sobre los cuales es reclamado un determinado 

derecho por causa de posesión con condiciones para adquirir la propiedad por prescripción, es indudablemente de gran utilidad para hacer valer los fines que se persiguen. En cuanto a lo relativo al numeral 3, es útil especificar, que una clara y correcta señalización de los límites de la posesión, resulta de gran importancia. Los mismos pueden estar identificados mediante paredes de diferentes materiales, empalizadas de alambres, pudiendo ser también mediante una zanja efectuada por el poseedor a los fines de delimitar su dominio para sustentar la generación de derechos. 

2.7.6.1 Sobre la necesidad de protección de la posesión: Según lo establecido por los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, pp. 126-127), la necesidad de la protección de la posesión tiene su fundamento en los diferentes criterios: Primero: Por el interés del propietario de que se le facilite la prueba de su derecho; Segundo: Por proteger la paz pública contra los actos de violencia; Tercero: Por el interés económico, el cual exige que los bienes no permanezcan improductivos. Se sostiene, que si alguien entiende o manifiesta ser el propietario de un inmueble, pero no está en posesión del mismo, debe dársele la oportunidad de que demuestre que real y efectivamente es el propietario; pues el derecho de propiedad, permite al poseedor mejorar su patrimonio y el bienestar de la familia; razón por la cual es que la propiedad pasó de ser colectiva a individual, buscando así el bienestar económico; además, si alguien tiene un terreno sin sanear, y se desinteresa de él y viene alguien y le da utilidad, la doctrina establece, que quien posee es aquel que le está dando uso y obteniendo a la vez un beneficio. 

2.7.7 De la prescripción adquisitiva o usucapión: Se entiende por usucapión, la adquisición por el poseedor de una cosa, del derecho de propiedad o de otro derecho real sobre la misma, luego del transcurso del período de la posesión prolongada. 

2.7.7.1 Condiciones para la prescripción adquisitiva o usucapión: En primer lugar, es de interés, definir la prescripción, conforme lo establece el Código Civil Dominicano en su artículo 2219, al especificar, que la misma no es más que un medio de adquirir o de extinguir una obligación, mediante el transcurso de cierto tiempo, y bajo las condiciones que determina la ley. Como en el presente caso de lo que se trata es del tipo de prescripción para la adquisición de un derecho fundamentado en la posesión, pues indudablemente, que de conformidad con las disposiciones contenidas en el artículo 2229 del Código Civil Dominicano, “Para poder prescribir, se necesita una posesión continua y no interrumpida, pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario”. Se debe destacar, que ciertamente los actos o actuaciones de pura facultad, y más bien, los de simple tolerancia, no pueden dar fundamento a ninguna posesión ni mucho menos a prescripción alguna; así como también, los actos de violencia no pueden dar fundamento a una posesión capaz de producir la prescripción, puesto que la verdadera posesión útil tiene como punto de partida, el momento en que la violencia ha cesado ya. 

 También se debe señalar, que a los fines de poder completar el plazo exigido por la ley para la prescripción adquisitiva, es posible agregar a la propia posesión, la que correspondió a su causante, es decir, la de la persona de quien se adquiere el derecho, por cualquier concepto que se le haya sucedido. 

2.7.7.2 La existencia del justo título: Ciertamente, el título es un acto jurídico, cuya finalidad consiste en transmitir la propiedad u otro derecho real desde una persona a otra. Para los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 253), los redactores del Código Civil exigen del poseedor, para que éste pueda beneficiarse de la usucapión o prescripción abreviada, que adquiera de buena fe y con justo título un inmueble determinado. 
2.7.7.3 Plazo que necesita la usucapión o prescripción adquisitiva: Conforme lo establecen los grandes maestros del derecho civil, es decir, los hermanos Mazeaud & Mazeaud (1978, p. 199), en efecto, se precisa concederle al propietario el tiempo de oponerse a la posesión del tercero y el de reivindicar una cosa suya. Es sin duda alguna el plazo impuesto al propietario negligente que se haya desinteresado de una cosa suya durante un prolongado espacio de tiempo; de ahí el porqué preferir al poseedor. 

Se debe entender, que cuando alguien tiene la posesión de una cosa, siendo titular del derecho de posesión, pero actúa con negligencia, otra persona podría pasar a poseer su inmueble. Pues si el antiguo poseedor vive en el mismo distrito donde radica el inmueble, es necesario esperar 5 años para beneficiarse de la Usucapión o prescripción adquisitiva y 10 años si el verdadero propietario vive fuera del distrito donde radica el inmueble; y que es a esto que se refiere la doctrina cuando habla de que la usucapión necesita cierto plazo. Lo anteriormente expuesto, es indudablemente de la misma forma o manera como se ha planteado, lo cual es ciertamente así, siempre que la reclamación se efectúe o se lleve a cabo con el aval de un justo título, puesto que si el reclamante carece de un documento justificativo de sus derechos invocados, pues la prescripción en este caso, es de 20 años, que es la más larga en el sistema jurídico o de derecho dominicano. Para afianzar aún más lo expuesto anteriormente, basta transcribir la disposición del artículo 2262 del Código Civil Dominicano, el cual expresa lo siguiente: “Todas las acciones, tanto reales como personales, prescriben por veinte años, sin que esté obligado el que alega esta prescripción a presentar ningún título ni que pueda oponérsele la excepción que se deduce de la mala fe”. 

2.8 Sobre el Saneamiento Inmobiliario: Es este el acápite principal de este estudio, ya que esencialmente el tema tratado en el mismo es sobre el saneamiento inmobiliario, sus etapas, las pruebas, el procedimiento, entre otros. 

2.8.1 Definición y etapas: Cedeño, V. (2006, p. 191), explica que la definición de saneamiento la ofrece el artículo 20 de la Ley 108-05 sobre Registro Inmobiliario, de fecha 23 de marzo del año 2005, señalando que: “Es el proceso de orden público, por medio del cual se determina e individualiza el terreno, se depuran los derechos que recaen sobre él y estos quedan registrados por primera vez”.  

Santana, V. (2008, p. 115), comenta que del concepto de Saneamiento se infieren tres cosas: 

a) Al ser un procedimiento de orden público por ante el Tribunal de Jurisdicción Original que se esté conociendo, se le admite al reclamante la libertad de pruebas, tal y como lo consagra el Principio IX de la Ley de Registro Inmobiliario, el cual dispone que “en aquellos procedimientos de orden público contemplados por la presente ley se admite la más amplia libertad de pruebas para el esclarecimiento de la verdad y la sana administración de justicia”. 

b) Los recursos que se interpongan para cuestionar la sentencia relativa al saneamiento se subrogan, arrastran o delegan el carácter de orden público del saneamiento, es decir, el recurso de apelación contra la sentencia del saneamiento, así como el recurso de revisión por causa de fraude previsto por la Ley de Registro Inmobiliario también asumen el carácter de orden público que le atribuye la ley al saneamiento inmobiliario. 

c) Cualquier tribunal del orden judicial, si es apoderado de un proceso de saneamiento inmobiliario, puede promover su incompetencia de oficio, en virtud del artículo 20 de la Ley 834 del 15 de julio del 1978, ya que los únicos tribunales competentes para conocer de este procedimiento son los de la Jurisdicción Inmobiliaria. 

Según Ciprián, R. (2009, p. 221), el Saneamiento Catastral es el gran proceso que establece la Ley de Registro Inmobiliario para lograr su objeto, el cual está expresamente consignado en su artículo 1, que establece: “La presente ley se denomina Ley de Registro Inmobiliario, y tiene por objeto, regular el saneamiento y el registro de todos los derechos reales inmobiliarios, así como las cargas y gravámenes susceptibles de registro en relación con los inmuebles que conforman el territorio de la República Dominicana y garantizar la legalidad de su mutación o afectación con la intervención del Estado a través de los órganos competentes de la Jurisdicción Inmobiliaria”. 

2.8.2 Quién puede perseguir el Saneamiento? Conforme lo establece Cedeño, V. (2006, p. 191), acorde con el párrafo 1 del artículo anterior, pueden iniciar el proceso de saneamiento, el Estado Dominicano y toda persona física o moral que reclame o posea un derecho sobre un inmueble no registrado. Se entiende que en el referido proceso de saneamiento inmobiliario, no se requiere de manera obligatoria del ministerio de abogado, al menos que el mismo, técnica y jurídicamente se torne litigioso. 

2.8.3 Sobre la posesión: De acuerdo a lo establecido en el artículo 21 de la Ley 108-05 de Registro 

Inmobiliario, “A los fines del saneamiento, hay posesión cuando una persona tiene un inmueble bajo su poder a título de dueño o por otro que ejerce el derecho en su nombre”. De acuerdo al criterio de la ley, señalado anteriormente, se entiende que para que la posesión sea causa de un derecho de propiedad, esta debe ser pública, pacífica, inequívoca e ininterrumpida por el tiempo fijado por el Código Civil según la posesión de que se trate; considerándose al mismo tiempo, actos posesorios cuando los terrenos se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo, la percepción de frutos, la construcción que se halla en el inmueble, así como también la materialización de los límites. 

2.8.4 Pruebas de la posesión: Cedeño, V. (2006, p. 192), señala que en esta materia, se admite todo medio de prueba sobre la posesión, pero la sentencia que adjudique la propiedad, no puede fundarse únicamente en la prueba testimonial, pudiendo el Juez ordenar cualquier otra medida complementaria. 

No obstante lo expuesto por el autor citado, no cabe duda, de que el medio de prueba por excelencia en el proceso del saneamiento inmobiliario, ciertamente lo constituye el testimonio. Sobre lo expuesto anteriormente, el Reglamento de los Tribunales Superiores de Tierras y de Jurisdicción Original de la Jurisdicción Inmobiliaria, ha establecido en su artículo 121, lo siguiente: “En adición a las pruebas testimoniales presentadas para demostrar la posesión sobre el terreno reclamado, serán también admisibles: 

a) Actos de Notoriedad. 

b) Inspecciones y comprobaciones realizadas por el Juez o Tribunal apoderado. 

c) Inspecciones y comprobaciones realizadas por un funcionario o institución designado por el Juez o Tribunal para tales efectos. 

d) Interrogatorios in situ realizados por el Juez o Tribunal apoderado, o por un funcionario o institución designada por él a tales efectos. 

e) Documentos probatorios del hecho de la posesión”. 

Tomando como base el régimen de las pruebas en materia de posesión para obtener la sentencia de adjudicación con motivo del saneamiento, establece el artículo 59 de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, combinado con el 71 del Reglamento de los Tribunales de la Jurisdicción Inmobiliaria, que: “En el Saneamiento, el Juez celebra tantas audiencias como lo considere conveniente, y debe trasladarse al terreno tantas veces como fuere necesario”. Es importante destacar, además, que de conformidad con el artículo 72 del indicado Reglamento, “En las audiencias para el saneamiento podrá participar toda persona, a título personal o a través de su representante, que manifieste un interés en el mismo, independientemente de que haya sido notificada o no, de que su nombre figure en los avisos para el saneamiento o no”. 

2.8.5 Etapas del Saneamiento: Ciertamente, el proceso de saneamiento tiene las siguientes etapas: la mensura, el proceso judicial y el registro. 

2.8.5.1 La mensura: De conformidad con las disposiciones del artículo 25 de la Ley 108-05 de Registro 

Inmobiliario, “La mensura es el procedimiento técnico, por el cual se individualiza, ubica y determina el terreno sobre el que se reclama el derecho de propiedad a registrar”. 

 2.8.5.1.1 Inicio y solicitud de la mensura: Se entiende que la mensura se inicia con la autorización para la realización de la misma, otorgada por la Dirección Regional de Mensuras Catastrales territorialmente competente, la cual debe estar precedida por la solicitud de autorización hecha por el reclamante. En la indicada solicitud, el reclamante debe requerir que la Dirección Regional de Mensuras Catastrales correspondiente, autorice al agrimensor a realizar los trabajos de mensura, la cual debe pronunciarse dentro de un plazo de veintes días. Se debe entender, que la solicitud indicada anteriormente debe llevar implícita la petición de que la Dirección Regional de Mensuras Catastrales apodere al Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original territorialmente competente. 

2.8.5.1.2 Plazo para pronunciarse acerca de los trabajos de mensuras: En virtud del párrafo 3 del artículo 25 de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, “La Dirección Regional de Mensuras Catastrales debe pronunciarse con relación a los trabajos de mensura, dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la presentación de los trabajos realizados”. Es de comprenderse, que la autorización para realizar los trabajos de Mensuras, inviste al Agrimensor con el carácter de Oficial Público y auxiliar de la justicia. 

2.8.5.1.3 Vigencia, Motivación para la Negativa de Autorización y Apoderamiento del Tribunal: 
Según Cedeño, V. (2006, p. 194), la autorización tiene una vigencia de sesenta (60) días, durante los cuales el agrimensor debe ejecutar y presentar los documentos y elementos justificativos a la Dirección Regional de Mensuras Catastrales, para su revisión y aprobación. Continúa señalando el autor, que la Dirección Regional puede prorrogar el plazo por 30 días, pero con la debida justificación y debe motivar la negativa a la autorización de mensura. Dentro de los 15 días posteriores a la fecha de la aprobación, la Dirección Regional debe apoderar al Tribunal de Jurisdicción Original territorialmente competente para el inicio del proceso judicial del saneamiento. 

2.8.5.2 Competencia de la Jurisdicción Inmobiliaria: Se entiende, en principio, y es indiscutible a la vez, que a partir del momento que se fije la fecha para la mensura catastral, todas las cuestiones relacionadas con el título o posesión de cualquier terreno comprendido en el área abarcada por la autorización de la mensura, son de la competencia exclusiva de la jurisdicción inmobiliaria. 

2.8.5.3 Conflicto con los tribunales ordinarios: La Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, en su párrafo 9, establece lo siguiente: “Cuando una cuestión está sometida o en estado de ser fallada por ante los 

tribunales ordinarios, y estos dejen de ser competentes para conocer de ella, por efecto del comienzo de una mensura catastral, el tribunal al cual se halla sometido la cuestión, debe declinarla, acompañado del expediente relativo a la causa, por ante la jurisdicción competente, para que lo falle junto con los demás asuntos en relación con la misma, o separadamente según proceda”. 

2.8.6 El procedimiento judicial: Cedeño, V. (2006, p. 195), expresa que el procedimiento judicial del saneamiento, está previsto por los artículos 26 y siguientes de la Ley 108-05, estableciendo éste último, que “El proceso judicial es el procedimiento por ante los tribunales de la jurisdicción inmobiliaria que depura el derecho a registrar”. En virtud del artículo 115 del Reglamento de los Tribunales de la Jurisdicción Inmobiliaria: “El apoderamiento de un Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original para el proceso judicial del saneamiento, se produce por intermedio de la Dirección Regional de Mensuras Catastrales correspondiente, que a su vez debe consignar la aprobación de los trabajos de mensura, la designación catastral del nuevo inmueble, y remitir los planos resultantes”. Según el artículo 116 del referido Reglamento, “El Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original una vez apoderado, dará cumplimiento al procedimiento de fijación de audiencia, citación, notificación de las partes y publicidad previsto por la ley y el presente reglamento”. Conforme al artículo 117 del citado Reglamento, “El Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original deberá notificar a los reclamantes y al Abogado del Estado, 

que se ha iniciado el proceso de saneamiento en un plazo no mayor de 15 días; debiendo el Abogado del Estado emitir su opinión en relación con el proceso de saneamiento por lo menos cinco días antes de la celebración, y que de no hacerlo, se presumirá el no interés y la no objeción del Estado al proceso de saneamiento”. 

2.8.6.1 Plazos: Continúa señalando Cedeño, V. (2006, p. 195), que el párrafo 1 del mismo artículo, establece que “En un plazo no mayor de 15 días, el Tribunal de Jurisdicción Original apoderado, debe notificar a los reclamantes, que se ha iniciado el proceso judicial de saneamiento, para que estos, antes de la primera audiencia, cumplan con los requisitos de publicidad precisados en la ley y en la vía reglamentaria”; señalando el párrafo 2 que “La primera audiencia del saneamiento debe celebrarse dentro de los 60 días posteriores a la recepción del apoderamiento por parte del tribunal de Jurisdicción Original”. Se entiende, que el tribunal apoderado, debe poner en conocimiento al Abogado del Estado, sobre el inicio del proceso judicial del saneamiento e informarle la fecha de la primera audiencia, para que este emita su opinión. Se comprende, además, que la falta de comparecencia o falta de opinión del 

Abogado del Estado, se considera como la falta de interés y la no objeción del Estado al proceso de saneamiento, bajo el entendido, además, de que la falta de opinión de dicho funcionario, no impide, sin embargo, que el inmueble sea adjudicado. 

2.8.6.2 Competencia para otros litigios: Es de entenderse, además, y de lo cual no cabe la menor duda, que el tribunal de Tierras de Jurisdicción Original que ha resultado debidamente apoderado, tiene 

competencia para conocer de cualquier litigio referente al terreno que se encuentra en proceso de saneamiento. 

2.8.6.3 La sentencia de adjudicación: Es cierto que todo proceso de saneamiento termina con una sentencia de adjudicación del inmueble sometido al proceso de saneamiento, la cual deberá ser notificada mediante acto de alguacil, y que a partir de este momento, comienza a correr el plazo para interponer el recurso de apelación; y que en caso de que ningún particular pueda probar su derecho de propiedad sobre el inmueble, el mismo debe adjudicarse a favor del Estado Dominicano. 

2.8.6.4 Sentencia con carácter de autoridad de cosa juzgada: De acuerdo a la ley de la materia, es decir, Ley número 108-05 sobre Registro Inmobiliario, si una vez vencido el plazo de apelación, ninguna persona recurre la sentencia del Tribunal de Jurisdicción Original, indudablemente que esta adquiere la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, excepto en el caso de que se intente el recurso extraordinario de revisión por causa de fraude dentro del plazo establecido en la ley. No obstante lo anteriormente expuesto, se debe esclarecer, que en el caso de la especie se trata de un error propio del legislador de la ley en cuestión, puesto que la sentencia resultante del proceso de saneamiento inmobiliario, no adquiere la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada una vez vence el plazo para incoar el recurso de apelación, sino más bien a partir del vencimiento del plazo para interponer la demanda en revisión por causa de fraude. Para tener una idea más acabada, se debe tomar en consideración, que la revisión por causa de fraude, a la luz del artículo 86 de la Ley 108-05, “es la acción mediante la cual se impugna una sentencia que el interesado considera que fue obtenida fraudulentamente durante el proceso de saneamiento. Pues toda persona que se considere fue privada de un derecho, por una sentencia obtenida fraudulentamente puede interponer este recurso por ante el Tribunal Superior de Tierras competente, en un plazo de un año después de expedido el Certificado de 

Título correspondiente; pudiendo ser interpuesto, también a partir de publicada la sentencia y hasta transcurrido un año de la emisión del primer certificado de título”. 

2.8.7 Envío de la sentencia al Registro de Títulos: En virtud de las disposiciones del párrafo 7 del artículo 26 de la Ley 108-05 sobre Registro Inmobiliario, “La sentencia irrevocable de saneamiento, acompañada del plano definitivo de mensura aprobado, y toda aquella documentación complementaria, establecida por la vía reglamentaria por la Suprema Corte de Justicia, debe ser remitida al Registro de Títulos que corresponda, dentro de los quince (15) días de la recepción de los planos aprobados, para que se efectúen los registros correspondientes y se expida el Certificado de Título”. 

2.8.7.1 Definición de Registro: De conformidad con el artículo 27 de la Ley 108-05 sobre Registro Inmobiliario, el registro es el acto por el cual se expide el Certificado de Título que acredita la existencia del derecho junto a sus elementos esenciales, se habilitan los asientos de registro complementarios y con ello se le da publicidad. Se entiende, que en el Certificado de Título se deben incorporar los elementos esenciales del derecho de propiedad adjudicado en la sentencia definitiva e irrevocable. 

Se comprende también, que en los asientos complementarios de registros, se deben incorporar la totalidad de los derechos adjudicados en la sentencia y sus respectivos titulares. Por disposición del párrafo 3 del artículo 27 de la referida Ley 108-05 sobre Registro Inmobiliario, dentro de un período no mayor de treinta (30) días, contados a partir del recibo de la sentencia definitiva e irrevocable, la Oficina de Registro de Títulos correspondiente debe proceder a realizar las operaciones que anteriormente han sido ya señaladas. 

2.8.8 Efectos Jurídicos de los inmuebles no saneados: Ya se ha expuesto anteriormente, que en virtud del artículo 20 de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, del 23 de marzo del año 2005, puesta en aplicación el día 4 de abril del 2007, el saneamiento: “Es el proceso de orden público, por medio del 

cual se determina e individualiza el terreno, se depuran los derechos que recaen sobre él y estos quedan registrados por primera vez”. Se considera que el hecho de que un determinado inmueble no esté debidamente saneado, produce, sin duda alguna, efectos jurídicos negativos para el poseedor del mismo, tal como la pérdida de valor del inmueble de que se trate, con posibilidad de que se produzca cualquier situación no deseada, como podría ser un posible desalojo. Además se precisa, que cada vez que un inmueble se encuentra en la referida situación, o sea, sin estar debidamente saneado, su poseedor es capaz de contraer o sufrir diversas dificultades en lo que se refiere a las transacciones comerciales o de negocios, lo que quiere decir, que no tiene la posibilidad de realizar o llevar a cabo el ejercicio de las diferentes actividades que en diversos ámbitos, podrían llevarse a cabo si no estuviera el inmueble en tal situación, es decir, sin sanear. Se debe entender, que el poseedor de un inmueble en las condiciones señaladas, produce en el poseedor del mismo, un estado de inseguridad jurídica, lo que quiere decir, que el mismo no puede definir de una manera certera, la situación legal del inmueble, con tendencias a experimentar serias situaciones o dificultades propias de todo inmueble que se encuentre en la condición señalada. 

Cabe indicar también, que toda vez que un inmueble se encuentra desprovisto de la depuración que le proporciona el saneamiento, el poseedor del mismo carece de las facilidades para acceder a préstamos bancarios para diferentes fines, proporcionando también dificultades para la adquisición de plusvalía, lo que además le impide al poseedor, la transferencia de los derechos que suela tener sobre el inmueble que se encuentra poseyendo. 

2.8.8.1 Causas y consecuencias de la existencia de terrenos no saneados: Si bien es cierto que existen en diferentes lugares del país y muy especialmente en la zona urbana del municipio de Salcedo, diversas cantidades de terrenos que aún se encuentran pendientes de la depuración de los mismos, por no haber sido saneados, no menos cierto es que existen diversas causas para que los mismos se encuentren de tal manera.  

Según Cedeño, V. (2006, p. 197), se entiende que la falta de conocimiento u orientación de las personas poseedoras de inmuebles, ha contribuido a ser una de las causas generadoras de la falta de saneamiento inmobiliario; pudiéndose indicar además, que los múltiples trámites burocráticos establecidos en la anterior Ley 1542 de Registro Inmobiliario ha sido una de las causas que ha contribuido a la existencia de terrenos sin determinar y depurar, sobre los cuales no existe la debida delimitación del derecho de propiedad. 

Se comprende también, que los altos costos de los procedimientos propios del saneamiento inmobiliario ha sido una causa fundamental para que muchos poseedores de terrenos, no hayan tomado la iniciativa en cuanto concierne a requerir el proceso de saneamiento, entendiéndose que el ejercicio de ese derecho implica la erogación de ciertos gastos que no toda persona está en condiciones de disponer. Se infiere, que la falta de interés también es una importante causa generadora de la falta de inicio del proceso de saneamiento; también se debe tomar en cuenta, que independientemente de la existencia del interés en iniciar el saneamiento, se da el caso de que existen personas, que aún siendo poseedores de determinados inmuebles, sin embargo, no tienen el tiempo necesario para adquirir por prescripción.  

Es necesario señalar, que otra causa que ha podido generar la falta de saneamiento de los terrenos, lo constituye el hecho de que existen poseedores que no reúnen ni las más mínimas condiciones o requisitos para prescribir, lo que quiere decir, que no son titulares de derecho. 

Se debe tomar en cuenta, que el hecho de que determinado terreno se encuentre sin sanear, produce diferentes tipos de consecuencias, tales como, la disminución alarmante en las transacciones comerciales, es decir, los pocos negocios de compra y venta de inmuebles, lo que limita además las actividades de préstamos con garantías inmobiliarias. 

Otra consecuencia de los terrenos no saneados, lo constituye el hecho de no permitir que los poseedores de inmuebles puedan vender los mismos a los niveles de precios de otros inmuebles o terrenos que sí están saneados y registrados a la vez. 

2.8.8.2 Desventajas de tener un inmueble no saneado:  Continúa señalando el doctrinario Cedeño, V. (2006, p. 198), ciertamente, los poseedores de bienes inmuebles no saneados se encuentran en situaciones desventajosas, constituyendo esto, las dificultades que sufren las personas, cuyos inmuebles no han sido depurados, lo cual se traduce en ciertos aspectos negativos para aquellos que poseen inmuebles o terrenos en tales condiciones. Se puede señalar como una de las desventajas en que incurre el poseedor de inmuebles no saneados, los inconvenientes que contrae para la construcción o edificaciones de mejoras con financiamientos; entendiéndose también que este tipo de poseedores carecen de las garantías jurídicas que le proporciona el derecho de propiedad, en caso de que sus inmuebles se encontraren registrados. Lo más importante a tomar en consideración en el presente caso donde se trata de inmuebles carentes del debido registro, lo constituye la carencia de las debidas seguridades jurídicas que debe proporcionar el Estado como garantía de la legalidad de los derechos que se encuentran poseyendo. 

CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO

3.1 Diseño, Tipo de Investigación y Método. 

-Diseño: La investigación es cuantitativa, porque tiene como objetivo estudiar las propiedades y fenómenos cuantitativos y sus relaciones para proporcionar la manera de establecer, formular, fortalecer y revisar la teoría existente, desarrollando y empleando modelos matemáticos, teorías e hipótesis que competen a los fenómenos, tendiendo a ser estructurada de modo que se puedan especificar las características principales del diseño antes de obtener un solo dato, por lo que permitió determinar el número de casos objetos de estudio. Por otro lado, el diseño es transversal, señalado por Hernández, Fernández y Baptista (2008, p. 208), que es el que recolecta los datos en un solo momento, en un tiempo único, siendo su propósito describir variables y analizar su incidencia e interrelación en un momento dado, siendo además, como tomar una fotografía de algo que sucede, como por ejemplo: investigar el número de empleados, desempleados y subempleados en una ciudad en cierto momento. En ese sentido, este estudio tiene un diseño transversal y no será experimental en la aplicación y en el tiempo, porque por medio del mismo se observaron los fenómenos tal y como ocurrieron naturalmente sin intervenir en su desarrollo, realizándose en un espacio de tiempo determinado, sin tomar en cuenta ningún experimento de los hechos, sino que se describen a través de frecuencias, porcentajes y representaciones gráficas de los resultados obtenidos al aplicar los cuestionarios y entrevistas. 

Hernández, Fernández y Baptista (2008, p. 205), explican que en un estudio no experimental no se construye ninguna situación, sino que se observan situaciones ya existentes, no provocadas intencionalmente en la investigación por quien la realiza, ya que es un estudio que se lleva a cabo sin la manipulación deliberada de variables y en el que sólo se observan los fenómenos en su ambiente natural para después analizarlos. 

-Tipo de Investigación: La investigación es de tipo bibliográfica, de campo y descriptiva. Bibliográfica, porque se sustenta en los diferentes textos, leyes, códigos y otros escritos que tratan el tema de la presente investigación. También es de campo, porque conllevó la búsqueda de informaciones a través de profesionales del derecho con sus oficinas en la provincia Hermanas Mirabal, y que a la vez estuviesen inscritos en la seccional del mismo nombre; y sobre todo, por vía de personas catalogadas como poseedoras y a la vez reclamantes de derechos, a través del procedimiento de saneamiento inmobiliario dentro de la referida provincia por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original correspondiente. Es además descriptiva, porque tiene como propósito describir las ventajas, desventajas y dificultades que experimentan las personas reclamantes de derechos, a través del saneamiento inmobiliario de sus bienes dentro de la provincia Hermanas Mirabal durante los años 2010al 2015, por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original correspondiente. 

-Método: El método de investigación es el deductivo-analítico, el cual es definido por Hernández, F. (2002, p. 43), como aquel mediante el cual se parte desde un marco general de referencia hasta llegar a una conclusión particular, para luego proceder al análisis de los mismos.  Por lo que se partió de una problemática general suscitada en el país hasta llegar al caso particular de la provincia Hermanas Mirabal, razón por la cual, se formulan aspectos generales para obtener conclusiones particulares relativas a las incidencias del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal durante el período comprendido desde el año 2010 al 2015, y se hizo un análisis de la incidencia del saneamiento por ante el referido tribunal. 

3.2 Técnica e instrumento a usar en la recolección de datos: La técnica de recolección de datos utilizada fue la encuesta, donde a los abogados de la provincia Hermanas Mirabal y a las personas poseedoras de bienes inmuebles que han iniciado el procedimiento de saneamiento inmobiliario, se les 

aplicó un cuestionario consistente en preguntas cerradas, las cuales estaban de antemano preparadas y estructuradas; mientras que para la recolección de datos del Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, se utilizó una entrevista. Hernández (2002, p. 45), señala al respecto que la técnica es el conjunto de instrumentos y medios auxiliares a través de los cuales se efectúa el método. Es lo que permite cumplir los distintos pasos o etapas presentados en el método de acuerdo a cada ciencia en particular. Por otro lado, Hernández y D´Óleo (2000, p.108), sostienen que los instrumentos son cualquier recurso de que pueda valerse el investigador para acercarse a los fenómenos y extraer la investigación. 

3.3 Población y muestra: La población del estudio estuvo representada por todos los procedimientos de saneamientos inmobiliarios sometidos en la provincia Hermanas Mirabal por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original del mismo nombre, en el período 2010-2015, cuyo número de casos es de veintidós (22), de conformidad con la certificación expedida por la Secretaría del indicado tribunal en fecha 28 de enero del año 2015, copia de la cual figura anexa; y en cuanto a estos casos no se tomó muestra, sino que se trabajó con la totalidad debido a lo reducida que resulta. La población además incluye a los abogados/as que tienen su oficina ubicada dentro del ámbito de la provincia Hermanas Mirabal, debidamente inscritos en el Colegio de Abogados de la República Dominicana, pertenecientes a la seccional del mismo nombre, cuya cantidad, conforme a certificación expedida por el Secretario General de la referida seccional en fecha 27 de enero del 2015 (anexa), es de 200 profesionales del área del derecho. En el caso de los abogados se tomó una muestra representativa de la población, cuyo trabajo se realizó tomando como base un 95% de confiabilidad y un margen de 5% de error, donde se incluyó también la cantidad de personas poseedoras de bienes inmobiliarios que durante el período 2010-2015 iniciaron el procedimiento de saneamiento de sus bienes inmuebles, incluyendo los que habían terminado el proceso durante el indicado tiempo y a los cuales se le hayan adjudicados sus 

derechos reclamados. El tipo de muestra fue el aleatorio simple, el cual es un método de selección de la misma, en el que las unidades se eligen individual y directamente por medio de un proceso aleatorio, donde cada unidad de la población tiene la misma oportunidad de ser elegida como parte de ella. La referida muestra de los abogados fue seleccionada, como se ha expuesto anteriormente, tomando en cuenta la totalidad de la población o universo y usando la fórmula estadística de Münch y Ángeles, citada por Hernández, F. (2002, pp. 152-153), descrita a continuación: 

 Z = 1.96 

 n = N*Z*2pq p = q = 0.5 (constante) 

 e2 N + Z2pq e = 5% = 0.05 (constante) 

En donde: 

N = tamaño de la población 

Z = valores estandarizados en términos de desviación típica de la distribución normal. 

p = probabilidad ocurrencia del suceso. 

q = probabilidad de no ocurrencia del suceso (q = 1 - p) 

e = error estándar esperado. 

Tomando en consideración una población de 200 abogados, al aplicar la fórmula descrita anteriormente, se obtuvo una muestra aleatoria de 132 profesionales del área, según los cálculos siguientes: 

n = (200) (1.96)2 (0.5) (0.5) = (200) (3.8416) (0.5) (0.5) = 
   = (0.05)2 (200) + (1.96)2 (0.5) (0.5) (0.0025) (200) + (3.8416) (0.5) (0.5) 

n = 192.08 = 192.08 = 131.5256 ˜ 132 abogados/as 

 0.5 + 0.9604 1.4604 

3.4 Procedimiento para la Aplicación y Recolección de Datos: El mecanismo a utilizar para la recolección de datos en la presente investigación, comprende la recopilación bibliográfica consistente en la depuración de las informaciones que abarcan el marco teórico en consonancia con las diferentes 

variables que integran el problema objeto de estudio. En otro ámbito, se procedió a visitar el despacho del Magistrado Juez que preside el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, a fin de practicarle la correspondiente entrevista, así como también a las diferentes 

residencias de los poseedores de bienes inmuebles que han sometido el procedimiento de saneamiento inmobiliario durante el período 2010 al 2015 por ante el referido tribunal; además, se visitaron las oficinas de los diferentes abogados de la indicada provincia, los cuales forman parte de la población sometida al referido estudio. 

3.5 Procedimiento del Análisis de los Datos: Una vez que las encuestas fueron aplicadas, se procedió a procesar los resultados de las mismas mediante el uso del software estadístico Statistical Package for the Social Sciences (SPSS), por sus siglas en inglés, mejor conocido en castellano como Paquete Estadístico para las Ciencias Sociales, versión 11.5 en español, elaborando los cuadros y los gráficos correspondientes, y sobre todo haciendo uso del software Excel de Office 2003 (versión español), conteniendo su respectiva interpretación y análisis de dichos resultados. Para el caso exclusivo de la entrevista practicada al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, se analizaron cada una de las respuestas obtenidas, pero sin ser presentadas en cuadros ni gráficos estadísticos, sobre todo por tratarse de un solo juez, no siendo necesario la tabulación de los resultados. 

3.6 Validez y Confiabilidad: Para la confirmación de la validez de los instrumentos, se contó con la experiencia metodológica de la asesora designada por la Universidad Abierta Para Adultos (UAPA), con la finalidad de que el resultado del estudio pudiera mostrar el alto nivel de confiabilidad y validez exigida por la referida institución académica de estudios superiores. Se debe destacar, que la confiabilidad tiene por objeto, asegurarse de que el investigador, al seguir los mismos procedimientos que hayan sido descritos por otro anterior, y sobre todo, conduciendo el mismo estudio, pueda llegar a idénticos 

resultados y conclusiones, y que por tal razón, se asegura que cualquier investigador que siga los mismos procedimientos que los utilizados en el desarrollo de este estudio, obtendrá resultados idénticos. Para garantizar lo expuesto anteriormente, se aplicó una prueba piloto, la cual, según Hernández, Fernández y Baptista (2008, p. 205), consiste en administrar el instrumento a personas con características semejantes a las de la muestra objeto de la investigación, la cual se realiza con una pequeña muestra (inferior a la muestra definitiva), cuyos resultados se utilizan para calcular la confiabilidad inicial y, de ser posible, la validez del instrumento de medición. 

CAPÍTULO IV: PRESENTACIÓN DE LOS RESULTADOS

4.1 Presentación: En este capítulo se presentan los resultados relacionados a la incidencia del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal, período 2010-2015, iniciando con los resultados de las encuestas aplicadas a los abogados de la Provincia Hermanas Mirabal, con relación a los procesos de saneamientos cursados por ante el referido Tribunal de Tierras en el período en estudio. Luego se hacen constar los resultados de las encuestas aplicadas a los diferentes poseedores de inmuebles que han introducido el proceso de saneamiento inmobiliario por ante el referido Tribunal de Tierras durante el período en el cual se ha llevado a cabo la investigación de que se trata. Por último, se presenta la entrevista realizada al Juez que preside el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal, así como un análisis de los expedientes entrados por ante esa jurisdicción. En los casos que han sido pertinentes, se elaboraron tablas estadísticas con sus respectivas gráficas y las interpretaciones de lugar, específicamente en lo relacionado con las encuestas a los abogados y a los poseedores de inmuebles, con una distribución de cantidad y porcentaje por cada indicador. En lo que se refiere al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, no fue factible la elaboración de tablas estadísticas, ni mucho menos gráficas, ya que se le aplicó una entrevista con preguntas abiertas, razón por la cual se procedió a tomar en cuenta sus respuestas en forma de análisis, especialmente por tratarse de una sola persona. 

4.2 Resultados sobre el cuestionario aplicado a los/as abogados/as de la provincia Hermanas Mirabal 

Tabla No. 1 - Sexo de los/as abogados/as encuestados 

Fuente: Pregunta No. 1, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014.  Puede observarse en esta tabla, que de 132 abogados/as encuestados, el 67% pertenece al sexo masculino, mientras que el 33% restante, corresponde al sexo femenino, lo que demuestra, que en la provincia Hermanas Mirabal, el sexo masculino dentro de la profesión jurídica, es superior al género femenino. 

Tabla No. 2  - Años de ejercicio profesional de los/as abogados/as encuestados 

Fuente: Pregunta No. 2, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. De acuerdo a los datos contemplados en la tabla número 2, de 132 abogados encuestados, puede observarse que el 38% de los mismos tiene más de 15 años en ejercicio de la profesión; el 23% tiene de 4 a 6 años; el 17% de 11 a 15 años; el 14% de 7 a 10 años, mientras que el 8% tiene de 1 a 3 años de ejercicio. 

Tabla No. 3  - Nivel académico de los/as abogados/as encuestados 

Fuente: Pregunta No. 3, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Conforme a los datos contenidos en la tabla número 3, de 132 abogados encuestados, se observa, que un 68% de los mismos tiene el grado de licenciatura; que el 16% tiene especialidad; el 14% ha alcanzado el grado de maestría, y el 2% restante posee el nivel de doctorado. 

Tabla No. 4 - Participación en transacciones inmobiliarias con inmuebles no saneados ¿Ha participado en transacciones inmobiliarias con inmuebles no saneados?. 
Fuente: Pregunta No. 4, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Conforme a los resultados que constan en la tabla número 4, puede observarse, que de la cifra de 132 abogados encuestados dentro del ámbito de la provincia Hermanas Mirabal, el 73% expresó haber participado algunas veces en transacciones inmobiliarias con inmuebles no saneados, mientras que el 27% restante ha participado frecuentemente en transacciones inmobiliarias con inmuebles no saneados, lo que demuestra que una gran cantidad de abogados, le restan importancia a que el inmueble esté saneado o sin sanear. 

Tabla No. 5 - Forma de proceder si el inmueble bajo transacción no está saneado.  Forma de proceder si el inmueble bajo transacción no está saneado.
Fuente: Pregunta No. 5, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Según los resultados plasmados en la tabla número 5, de 132 abogados encuestados en la provincia Hermanas Mirabal, el 45% manifestó, que cuando el inmueble no está saneado, realiza la transacción condicionalmente; el 26% señaló, que le informa a sus clientes que deben someter el procedimiento de saneamiento antes de la negociación; el 16% realiza la transacción de todas formas si el inmueble bajo transacción no está saneado; el 10% expresó, otros, mientras que el 3% indicó, que no realiza la transacción. 

Tabla No. 6 - Ventajas del sometimiento del proceso de saneamiento. Considera ventajoso para los poseedores de inmuebles someter el procedimiento de saneamiento 

Fuente: Pregunta No. 6, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Según los datos contenidos en la tabla número 6, se observa que de 132 abogados encuestados, el 97% de los mismos, expresó, estar totalmente de acuerdo en que es ventajoso para los poseedores de inmuebles, someter el procedimiento de saneamiento; mientras que el 3% restante, están parcialmente de acuerdo en tal sentido. 

Tabla No. 7 - Ventajas o beneficios para los poseedores al someter el saneamiento. Ventajas o beneficios que podrían obtener los poseedores-reclamantes al someter el saneamiento 

Fuente: Pregunta No. 7, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. La tabla número 7 indica, de 132 abogados encuestados, el 42% señaló que entre las ventajas o beneficios que experimentan los poseedores de inmuebles al someter el saneamiento, están: el reconocimiento de sus derechos, seguridad jurídica, finalización de su estado de posesión, aseguramiento de su patrimonio, la adquisición de plusvalía para el inmueble, facilidad para la transferencia de derechos y facilidades de negociaciones; el 26% manifestó sólo la facilidad de negociaciones; el 11% la seguridad jurídica; el 8% la adquisición de plusvalía; el 5% el reconocimiento de los derechos de los poseedores, mientras que otro 5% indicó la seguridad jurídica; el 2% manifestó que, es la facilidad de transferencia de derechos; expresando el 1% restante, que es el aseguramiento del patrimonio. 

Tabla No. 8 - Facilidad de transferencia o negociaciones con inmuebles saneados. Es más fácil transferir o realizar negociaciones con un inmueble saneado.
Fuente: Pregunta No. 8, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. En virtud de la tabla número 8, se observa, que un 98% de los (as) abogados (as) encuestados/as, está totalmente de acuerdo en que es más fácil transferir o realizar negociaciones con un inmueble saneado, mientras que el 2% está parcialmente de acuerdo. 

Tabla No. 9 - Existencia o no de desventajas por no someter saneamiento a tiempo. Está de acuerdo en que existen desventajas por no someter el procedimiento de saneamiento a tiempo.
Fuente: Pregunta No. 9, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. La tabla No. 9 señala que, el 94% de los abogados y abogadas encuestados/as, están totalmente de acuerdo en que existen desventajas por no someter el procedimiento de saneamiento a tiempo; un 5% está parcialmente de acuerdo, mientras que el 1% restante, está en desacuerdo. 

Tabla No. 10 -  Desventajas para los poseedores de inmuebles no saneados. Desventajas para los poseedores de inmuebles no saneados 

Fuente: Pregunta No. 10, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Conforme a la tabla número 10, de 132 abogados/as encuestados, el 40% expresó, que las desventajas en que incurren los poseedores de inmuebles no saneados, son: la inseguridad jurídica de la propiedad, dificultades para disponer del patrimonio, inconvenientes para todo tipo de negociaciones, mayor cantidad de impuestos y honorarios; el 21% afirmó, que es esta última desventaja, o sea, mayor cantidad de impuestos y honorarios; el 17%, expresó, la inseguridad jurídica de la propiedad; el 16% señaló los inconvenientes para todo tipo de negociaciones; el 5% afirma que las desventajas consisten en las dificultades para disponer del patrimonio; mientras que el 1% restante afirmó, que las desventajas son otras. 

Tabla No. 11 - Posibilidad de inconvenientes en el proceso de saneamiento. Pueden surgir inconvenientes durante el proceso.
Fuente: Pregunta No. 11, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. De acuerdo a la tabla número 11, se observa, que de los 132 abogados/as encuestados, el 85% señaló que a veces pueden surgir inconvenientes en el proceso de saneamiento inmobiliario, mientras que el 15% afirma que siempre pueden surgir inconvenientes durante el indicado proceso. 

Tabla No. 12 - Inconvenientes que pueden presentarse en el proceso de saneamiento. Inconvenientes que pueden presentarse en el proceso de saneamiento. 

Fuente: Pregunta No. 12, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. De conformidad con los datos especificados en la tabla número 12, se observa, que de los 132 abogados (as) encuestados, el 35% indicó, que entre los inconvenientes que ocurren en el proceso de saneamiento, se encuentran, los impuestos elevados; el 26% señaló todas las anteriores, o sea: el expediente estar incompleto, falta de pago de impuestos, la falta de documentación que avale los 

derechos reclamados, procedimiento largo y tedioso en virtud de la mala instrumentación del expediente, impuestos elevados, falta de conocimiento y experiencia, falta de asesoría profesional y la duración del proceso; el 17% señaló la falta de conocimiento y experiencia; el 10% indicó la falta de asesoría profesional; el 4% afirmó, que como inconveniente se puede presentar la falta de pago de impuestos; el 3% expresó que al ser sometido un proceso de saneamiento, se puede presentar como inconveniente el hecho del expediente estar incompleto; el 1% identificó la duración del proceso; mientras que otro 1% restante se refirió a otros. 

Tabla No. 13 - Si se considera el saneamiento como proceso largo y tedioso. Considera el procedimiento de saneamiento como un proceso largo y tedioso 

Fuente: Pregunta No. 13, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Conforme a las cifras numéricas contenidas en la tabla número 13, se observa, que de los 132 abogados (as) encuestados, el 45% expresó estar en desacuerdo en que el procedimiento de saneamiento es largo y tedioso; el 38% afirmó, estar parcialmente de acuerdo, mientras que el 17% restante está totalmente de acuerdo en que el saneamiento es un proceso largo y tedioso, lo que quiere decir, que con la Ley 108-05, el proceso se torna más breve. 

Tabla No. 14 - Falta del inicio del saneamiento por ser proceso muy largo. Considera que muchas personas no someten el saneamiento por encontrarse el procedimiento muy largo 

Fuente: Pregunta No. 14, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Según los datos de la tabla número 14, se observa, que de los 132 abogados (as) encuestados, el 42% indicó estar en desacuerdo en que muchas personas no someten el proceso de saneamiento por considerarlo muy largo; el 34% expresó estar parcialmente de acuerdo, mientras que el 24% está totalmente de acuerdo. 

Tabla No. 15 - Tiempo promedio del saneamiento en el tribunal de Hermanas Mirabal. Tiempo promedio que dura un procedimiento de saneamiento ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal 

Fuente: Pregunta No. 15, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. De acuerdo a los datos contenidos en la tabla número 15, de los 132 abogados/as encuestados, el 54% considera que el tiempo promedio que dura un procedimiento de saneamiento ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal es de 6 a 9 meses; un 25% considera que es de 10 a 12; el 14% afirma que es de 1 a 2 años, mientras que el 7% restante considera que el tiempo promedio es de más de 2 años. 

Tabla No. 16 - Medidas tomadas por el tribunal en cuanto al proceso de saneamiento. Medidas que ha tomado el Tribunal en cuanto al procedimiento de saneamiento 

Fuente: Pregunta No. 16, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2014. Según la tabla número 16, de los 132 abogados (as) encuestados, el 40% señaló que entre las medidas tomadas por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal con motivo del proceso de saneamiento, se encuentra la de reconocerle derecho a los reclamantes; el 35% expresó, que se ordena la adjudicación del derecho de propiedad; el 22% expresó, que entre las 

medidas tomadas por el tribunal, está el hecho de exigir el cumplimiento de los requisitos previos; indicando el 2% que se rechaza el saneamiento por improcedente e infundado; mientras que el 1% restante, expresó otros. 

Tabla No. 17 - Forma de considerar incidencia del saneamiento en el tribunal, 2010-2015. Incidencia del saneamiento por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal en el período 2010-2015.. 

Fuente: Pregunta No. 17, cuestionario a los/as abogados/as de la Provincia Hermanas Mirabal, abril 2015. Según la tabla número 17, se observa, que de los 132 abogados (as) encuestados, el 89% considera que la incidencia del saneamiento por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período 2010-2015, ha sido muy frecuente, mientras que el 119% restante afirma que ha sido poco frecuente. 

4.3 Resultados sobre el cuestionario aplicado a los/as poseedores/as de inmuebles bajo saneamiento 

Tabla No. 18 - Sexo de los poseedores de inmuebles bajo saneamiento encuestados.
Fuente: Pregunta No. 1, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2014. Puede observarse en la tabla No. 18, que de 22 poseedores/as de inmuebles bajo saneamiento por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período 2010-2015, el 68% de los encuestados son de sexo masculino, mientras que el 32% restante, pertenecen al género femenino, lo que demuestra que en la provincia Hermanas Mirabal, la mayor parte de los bienes inmuebles en la situación indicada, son poseídos por hombres. 

Tabla No. 19 - Según la antigüedad en la posesión inmobiliaria.Años que tiene poseyendo su propiedad 

Fuente: Pregunta No. 2, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. En la tabla número 19 se observa, que de 22 personas poseedoras de bienes inmuebles bajo saneamiento en el período 2010-2015 debidamente encuestadas, el 55% de las mismas expresó tener más de 10 años en posesión de sus bienes inmuebles; el 18% manifestó tener de 6 a 8 años; el 13% señaló que tiene de 1 a 2 años; el 9% indicó que tiene de 3 a 5 años; mientras que el 5% declaró que tiene de 9 a 10 años, lo que demuestra que la mayor cantidad de poseedores encuestados, tiene la más larga antigüedad en la posesión. 

Tabla No. 20 - Año de Inicio del Saneamiento de su inmueble. Año en que inició el procedimiento de 
saneamiento de su inmueble. 

Fuente: Pregunta No. 3, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Puede observarse en la tabla No. 20, que el 63% de los poseedores de bienes inmobiliarios de la provincia Hermanas Mirabal, inició el procedimiento de saneamiento por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original del mismo nombre, en el año 2013, mientras que el 23% lo inició en el año 2015 y el 14% restante en el año 2012. 

Tabla No. 21 - Ventajas al someter el procedimiento de saneamiento. Está de acuerdo en que es ventajoso para usted someter el procedimiento de saneamiento. 

Fuente: Pregunta No. 4, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Se puede observar, que según los resultados contenidos en la tabla No. 21, el 100% de los poseedores encuestados están totalmente de acuerdo en que es ventajoso someter el procedimiento de saneamiento. 

Tabla No. 22 - Beneficios al someter el saneamiento. Ventajas o beneficios que podría obtener usted como poseedor-reclamante al someter el saneamiento 

Fuente: Pregunta No. 5, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Según la tabla número 22, indica que de los 22 poseedores encuestados, el 86% de ellos coinciden en que los beneficios o ventajas que se obtienen al someter el saneamiento son: el reconocimiento de sus derechos, la seguridad jurídica, finalización del estado de posesión, aseguramiento de su patrimonio, adquisición de plusvalía, facilidades para transferencias de derecho y a la vez para negociar; mientras que el 14% difiere, al entender que el mayor beneficio que se obtiene al someter el saneamiento es exclusivamente la facilidad de negociaciones. 

Tabla No. 23 - Facilidades al realizar negociaciones. Está usted de acuerdo en que es más fácil transferir o realizar negociaciones con un inmueble saneado 

Fuente: Pregunta No. 6, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Conforme a los resultados contenidos en la tabla No. 23, el 95% de los poseedores encuestados está de acuerdo en que es más fácil transferir o realizar negociaciones con un inmueble saneado, mientras que el 5% restante, está parcialmente de acuerdo. 

Tabla No. 24 - Desventajas al no someter procedimiento de saneamiento a tiempo. Está de acuerdo en que existen desventajas para usted por no someter el procedimiento de saneamiento a tiempo. 

Fuente: Pregunta No. 7, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2014. Se puede observar en los resultados de la tabla número 24, que el 100% de los poseedores encuestados están totalmente de acuerdo en que existen desventajas al no someter el procedimiento de saneamiento a tiempo. 

Tabla No. 25 - Desventajas al no sanear los inmuebles. Desventajas por tener sus inmuebles no saneados. 

Fuente: Pregunta No. 8, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2014. Según los datos contenidos en la tabla número 25, de los 22 poseedores de bienes inmuebles encuestados, se observa que un 77% afirman que la inseguridad jurídica de la propiedad, las dificultades para disponer del patrimonio, los inconvenientes para todo tipo de negociaciones, la mayor cantidad de impuestos y honorarios, son desventajas al no tener los inmuebles saneados; mientras que un 18% diverge parcialmente, al indicar que la desventaja al no sanear los inmuebles, son los inconvenientes para todo tipo de negociaciones; y para el 5% lo constituye la inseguridad jurídica de la propiedad. 

Tabla No. 26 - Venta o hipoteca de inmueble sin sanear. Ha tratado de vender o hipotecar su inmueble sin estar saneado 

Fuente: Pregunta No. 9, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Se puede destacar, que según los datos de la tabla número 26, se observa que de los 22 poseedores encuestados, el 64% de ellos ha tratado de vender o hipotecar sus inmuebles sin estar saneados, mientras que un 36% indica que no. 

Tabla No. 27 - Restricción al vender o hipotecar inmueble sin sanear. Cuando ha tratado de vender o hipotecar el inmueble sin sanear, ha tenido alguna restricción por esa razón. 

Fuente: Pregunta No. 10, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Conforme a los resultados que constan en la tabla número 27, se puede observar, que el 100% de los poseedores que respondieron que han tratado de vender o hipotecar sus inmuebles sin estar saneados, coinciden en que han tenido restricción, alegando el no saneamiento de los mismos. 

Tabla No. 28 - Seguridad jurídica del inmueble al no estar saneado. Cómo considera la seguridad jurídica del inmueble si no está saneado 

Fuente: Pregunta No. 11, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. De conformidad con los datos de la tabla número 28, de los 22 poseedores encuestados, el 77% consideran que el inmueble no tiene seguridad jurídica si no está saneado; mientras que el 23% restante consideran que tiene poca seguridad jurídica. 

Tabla No. 29 - Inconvenientes al someter el saneamiento. Al momento en que usted sometió el saneamiento de su inmueble surgieron inconvenientes 

Fuente: Pregunta No. 12, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Según los datos contenidos en la tabla número 29, de los 22 poseedores encuestados, el 68% de los mismos, aseguran haber tenido inconvenientes al momento de realizar el saneamiento; mientras que el 32% difiere al indicar que no surgió ningún tipo de inconveniente. 

 Tabla No. 30 - Tipos de inconvenientes al someter el saneamiento. Inconvenientes que se le presentaron al momento en que sometió el saneamiento de su inmueble. 

Fuente: Pregunta No. 13, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. La tabla No. 30, señala que al momento de someter el saneamiento de sus inmuebles, los poseedores enfrentaron varios inconvenientes, donde el 60% indicó, que su mayor inconveniente es que los impuestos son muy elevados; expresando el 20%, el hecho del expediente estar incompleto, falta de pago de impuestos, falta de documentación que avale los derechos reclamados, procedimiento largo y tedioso en virtud de la mala instrumentación del expediente, impuestos elevados, falta de conocimiento y experiencia, falta de asesoría profesional, así como la duración del proceso; un 13% indicó la falta de conocimiento y el 7% restante establece, que es la falta de documentación que avale los derechos reclamados. 

Tabla No. 31 - El saneamiento como un proceso largo y tedioso. Considera usted el procedimiento de saneamiento como un proceso largo y tedioso 

Fuente: Pregunta No. 14, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. Según los datos establecidos en la tabla número 31, de los 22 poseedores encuestados, el 45% está parcialmente de acuerdo en que el procedimiento de saneamiento es largo y tedioso, seguido de un 32% que señaló estar en desacuerdo. Mientras que sólo el 23% de los encuestados está totalmente de acuerdo en considerar que el procedimiento de saneamiento es un proceso largo y tedioso, lo que demuestra que con la nueva Ley 108-05 de Registro Inmobiliario y sus Reglamentos, el proceso de saneamiento se ha reducido sustancialmente. 

Tabla No. 32 - Tiempo promedio del procedimiento de saneamiento. Tiempo promedio que dura un procedimiento de saneamiento ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermana Mirabal 

Fuente: Pregunta No. 15, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. De conformidad con los datos que constan en la tabla número 32, se observa que de los 22 poseedores de bienes inmobiliarios encuestados, el 68% considera que el tiempo promedio de duración del procedimiento de saneamiento es de 6 a 9 meses, mientras que el 32% restante, indica que la duración promedio es de 10 a 12 meses. 

Tabla No. 33 - Medidas tomadas por el Tribunal de Tierras. Medidas que ha tomado el tribunal de Tierras de Jurisdicción de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal en el proceso de saneamiento que usted ha sometido. 

Fuente: Pregunta No. 16, cuestionario aplicado a los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, abril 2015. De acuerdo a los datos contenidos en la tabla número 33, se observa que de los 22 poseedores encuestados, un 45% de los mismos, señala que la medida tomada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal, es cumplir con los requisitos previos; mientras que otro 45% expresó que la medida tomada por dicho tribunal es ordenar la adjudicación del derecho de propiedad, y que el 10% restante indica, que se le reconoce derechos a los reclamantes. 

4.4 Resultados de la entrevista aplicada al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal: Con el interés de determinar la incidencia del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal 

durante el período 2010-2015, se procedió a practicar una entrevista al Magistrado Juez de esa Jurisdicción, el cual, entre otros aspectos, manifestó que tiene 13 años presidiendo el indicado Tribunal, quien además señaló, que durante ese tiempo han sido muy frecuentes la cantidad de casos de saneamientos inmobiliarios de los cuales ha sido apoderado ese Tribunal. Aunque lo expuesto anteriormente podría indicar que luego de la entrada en vigencia de la Ley 108-05 sobre Registro Inmobiliario y sus reglamentos de aplicación, el referido Tribunal ha procedido a adjudicar la propiedad de numerosos inmuebles a favor de los reclamantes que han demostrado el debido derecho, lo cierto es que, de conformidad con la certificación expedida por la Secretaria del referido tribunal, se hace constar que durante el período comprendido desde el año 2010 hasta el 2015, dicho tribunal ha sido apoderado para el conocimiento y fallo de 22 expedientes relativos al proceso de saneamiento, de los cuales han sido fallados un total de 14. Por otra parte, al ser interrogado sobre si considera ventajoso para los poseedores de inmuebles el hecho de someter el procedimiento de saneamiento, dicho Magistrado señaló, que ciertamente, porque le garantiza a dichos poseedores la correspondiente adquisición de su título de propiedad. Además expresó, que entre las ventajas o beneficios que podrían obtener los poseedores-reclamantes al someter el proceso de saneamiento, puede citar el reconocimiento de sus derechos, la seguridad jurídica, finalización del estado de posesión, aseguramiento del patrimonio, la adquisición de plusvalía, facilidad para transferencia de derechos, facilidades de negociaciones, entre otras, expresando también que es más fácil transferir o realizar negociaciones con inmuebles saneados. 

No obstante, señaló un gran número de desventajas para los poseedores de inmuebles por el hecho de no someter el procedimiento de saneamiento a tiempo, tales como la inseguridad jurídica de la propiedad, dificultades para disponer del patrimonio, inconvenientes para todo tipo de negociaciones, mayor cantidad de impuestos y honorarios, entre otras. Destacó el indicado Juez, que es común el surgimiento de inconvenientes durante el proceso de saneamiento que se presentan en el Tribunal, relacionados con el proceso de saneamiento, señalando entre otros, la existencia de expedientes incompletos, la falta de pago de impuestos, ausencia de documentación que avale los derechos reclamados, procedimiento largo y tedioso en virtud de la mala instrumentación del expediente, impuestos elevados, falta de conocimiento y experiencia, falta de asesoría profesional, entre otros, resaltando también, que la inexperiencia y la falta de conocimiento de la población es causa de la no incidencia o motivo de someter el proceso de saneamiento en forma más rutinaria, haciendo énfasis en los elevados costos de los trabajos de agrimensura. En lo que respecta al tiempo promedio que tarda un procedimiento de saneamiento por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal, puntualizó, que dura 3 meses más o menos, quien además expuso, que 

muchas personas dejan de someter el proceso de saneamiento debido al factor económico y no por encontrarse el procedimiento largo. Al ser interrogado sobre las medidas tomadas por ese Tribunal en los casos de saneamientos que se le han sometido, señaló las siguientes: 

· Exigencias de cumplir con los requisitos previos. 

· Reconocimiento de derechos a los reclamantes. 

· Se ordena la adjudicación del derecho de propiedad. 

· Se rechaza el saneamiento por improcedente e infundado. 

CAPÍTULO V: DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS

5.1 Discusión general de los resultados por variables: Tomando en cuenta las variables medidas y planteadas en esta investigación, se procedió a realizar una discusión general de los resultados antes esbozados, contrastando las respuestas ofrecidas por los sujetos bajo estudio. Observando la variable número 1 sobre la cantidad de procedimientos de saneamientos, se pudo determinar, que en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, según expresiones del Juez que preside el indicado tribunal, manifestó que han sido muy frecuentes la cantidad de saneamientos inmobiliarios sometidos por ante la indicada jurisdicción durante el período comprendido desde enero del año 2010 hasta enero del año 2015. Sin embargo, lo referido por el Magistrado parece contradecir el contenido de la certificación expedida en fecha 28 de enero del año 2015, por la Secretaria del referido tribunal, donde se hace constar que durante el período comprendido desde el año 2010 hasta la indicada fecha del 2015, el tribunal ha sido apoderado para el conocimiento y fallo de 22 expedientes relativos al proceso de saneamiento, de los cuales han sido fallados un total de 14. Conforme a la situación que ha sido expuesta anteriormente, tanto por el Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, como también por la Secretaría de dicha Jurisdicción, se puede constatar en las respuestas emitidas por los abogados encuestados de la indicada provincia, dentro del período comprendido desde enero del año 2010 hasta enero del año 2015, que el 73% de ellos manifestaron que han participado algunas veces en transacciones inmobiliarias con inmuebles no saneados, mientras que el 27% expresó, que ha participado frecuentemente en las indicadas transacciones, lo que demuestra que la minoría se ha involucrado en ese tipo de procedimiento inmobiliario. La baja frecuencia o débil cantidad de profesionales del derecho que durante el período en estudio se han visto involucrados en transacciones, operaciones o procedimientos propios de inmuebles no saneados, se manifiesta además en los poseedores de bienes inmuebles bajo saneamiento, ya que de apenas 22 poseedores que sometieron el proceso durante el período comprendido en la investigación, resultando 3 en el año 2010, para un 14%; 14 en el año 2013, para un 63% y 5 en el año 2015, para un 23%, todo lo cual viene a indicar, que con la entrada en vigencia de la Ley número 108-05, los procesos de saneamientos inmobiliarios llevados a cabo por ante el tribunal de referencia, han sido en un número muy reducido si se toma en consideración la extensión territorial de la provincia Hermanas Mirabal, anteriormente conocida como Salcedo. Los resultados antes esbozados, coinciden con otros estudios que han sido citados en la presente investigación a manera de antecedentes, como es el caso del realizado por Rosario, A.; Veras, S.; Burgos, M. et al (1994), quienes establecieron en sus conclusiones, que entre las razones o motivos que no permiten el 

dinamismo, o más bien, el aumento de los procedimientos de saneamiento inmobiliario, radica en el bajo nivel de información, desconocimiento y de falta de concientización de los poseedores en tal sentido, además por lo tedioso y largo que resulta dicho proceso. Los hallazgos referidos concuerdan con lo planteado por Báez, L. y Encarnación, S. (1996), quienes señalan que el bajo nivel de saneamientos inmobiliarios detectados, se debe a la falta de protección y de apoyo en tal sentido por parte del Estado Dominicano y de los organismos que intervienen en el proceso de saneamiento. 

Tomando en cuenta la variable número 2 consistente en las ventajas y desventajas del proceso de saneamiento inmobiliario, se ha podido determinar que durante el período enero 2010 – enero 2015, conforme a la entrevista practicada al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Hermanas Mirabal, el mismo señaló, que considera ventajoso para los poseedores de inmuebles, el hecho de someter el procedimiento de saneamiento, porque les garantiza adquirir su título de propiedad, especificando entre las ventajas o beneficios que podrían obtener, el reconocimiento de sus derechos, seguridad jurídica, finalización del estado de posesión, aseguramiento de su patrimonio, la adquisición de plusvalía, facilidad para transferencia de derechos, así como también, facilidades de negociaciones; resaltando que resulta más fácil transferir o realizar negociaciones con un inmueble saneado, debido a que de esa manera, hay mejor garantía. Que en el sentido anterior, según los abogados encuestados, se pudo constatar que el 97% está totalmente de acuerdo en considerar ventajoso para los poseedores de bienes inmuebles el hecho de someter el procedimiento de saneamiento inmobiliario, mientras que el 3% está parcialmente de acuerdo, lo que indica, que un elevado porcentaje de los profesionales del área jurídica de la referida demarcación territorial donde se ha efectuado la investigación, está altamente concientizado de lo ventajoso que es sanear la propiedad inmobiliaria. Conforme a la misma variable indicada anteriormente, de los abogados encuestados, el 42% señaló que entre las ventajas o beneficios que podrían obtener los poseedores-reclamantes al someter el proceso de saneamiento inmobiliario, se encuentra el reconocimiento de sus derechos, la seguridad Jurídica, la finalización del estado de posesión, el aseguramiento de su patrimonio, la adquisición de plusvalía, la facilidad para la transferencia de derechos y la facilidad para las negociaciones. Por otro lado, el 26% afirmó que la ventaja consiste en la facilidad para las negociaciones, mientras que el 11% indicó la Seguridad Jurídica, expresando el 

8% que la ventaja es el hecho de que el inmueble adquiere plusvalía, en tanto que un 5% indicó la finalización del estado de posesión, afirmando otro 5% que es la finalización del estado de posesión, enfatizando el 2% que la ventaja lo constituye la facilidad para la transferencia de derechos y el 1% restante señaló como ventaja el aseguramiento del patrimonio. Con relación a la misma variable identificada anteriormente y tomándose en consideración la encuesta practicada a los 22 poseedores-reclamantes, se arrojó como resultado, que la totalidad de la indicada cifra está totalmente de acuerdo en considerar que es ventajoso para ellos el hecho de someter el proceso de saneamiento inmobiliario, expresando además el 86% que el reconocimiento de los derechos, la seguridad jurídica, la finalización del estado de posesión, el aseguramiento del patrimonio, la adquisición de plusvalía relativa al inmueble, la finalización del estado de posesión, seguridad jurídica y el reconocimiento de los derechos, son ventajas o beneficios que podría obtener el poseedor-reclamante al someter el proceso de saneamiento. 
También se obtuvo como resultado, que el 95% de los poseedores está totalmente de acuerdo en que es más fácil transferir o realizar negociaciones con un inmueble saneado, afirmando el 5% estar parcialmente de acuerdo. Todo lo referido anteriormente, encuentra su base de sustentación en la disposición del artículo 20 de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, al señalar que: “Es el proceso de orden público por medio del cual se determina e individualiza el terreno, se depuran los derechos que recaen sobre él y estos quedan registrados por primera vez”. Con lo dispuesto en el artículo anterior se refleja el objetivo esencial de la nueva ley de registro inmobiliario, que es lograr la debida depuración e individualización del terreno, quedando debidamente depurados todos los derechos recaídos sobre 

el mismo para ser registrados también. Además, podría verse como ventaja lo dispuesto en los principios del Sistema Torrens, que constituyen la base de la legislación dominicana, ya que la persona a nombre de la cual se expide un Certificado de Título luego de la depuración e individualización de su derecho de propiedad como consecuencia de un proceso de saneamiento inmobiliario, adquiere el indicado documento, el cual está dotado de la debida autenticidad, al emanar de autoridad competente, siendo el mismo oponible contra todo el mundo, es decir, que tiene categoría erga omne y es imprescriptible en el tiempo.  Con relación a las desventajas que se crean cuando el inmueble no ha sido sometido a un procedimiento de saneamiento, el Juez del Tribunal de Tierras entrevistado, señaló la inseguridad jurídica de la propiedad, dificultades para disponer del patrimonio, inconvenientes para todo tipo de negociaciones, mayor cantidad de impuestos y honorarios profesionales como algunas de las desventajas para los poseedores de inmuebles por no someter el saneamiento a su debido tiempo. 

En ese mismo sentido se manifestaron los abogados encuestados, de los cuales el 94% indicó, que están totalmente de acuerdo en que existen desventajas por no someter el procedimiento de saneamiento inmobiliario a tiempo, mientras que el 5% señaló que lo están de manera parcial, en tanto que el 1% expresó estar en desacuerdo. De estos profesionales encuestados, el 40% destacó que la inseguridad jurídica de la propiedad, las dificultades para disponer del patrimonio, los inconvenientes para todo tipo de negociaciones, así como la mayor cantidad de impuestos y honorarios, son desventajas que experimentan los poseedores de inmuebles no saneados, señalando el 21% de los mismos, que la gran cantidad de impuestos y honorarios es la mayor desventaja, el 17% indicó la inseguridad jurídica de la propiedad, mientras que el 16% se refirió a los inconvenientes para todo tipo de negociaciones, entendiendo el 5% de los encuestados, que como desventaja existe la dificultad para disponer del patrimonio, mientras que el 1% se refirió a otras. Por su parte, los poseedores de bienes inmuebles bajo saneamiento en el período de referencia, el 100% señaló estar totalmente de acuerdo en que existen desventajas al no someter el proceso de saneamiento a tiempo, donde se pudo comprobar que el 77% indicó que entre las desventajas se encuentran: la inseguridad jurídica de la propiedad, dificultades para disponer del patrimonio, inconvenientes para todo tipo de negociaciones, así como mayor cantidad de impuestos y honorarios, estableciendo el 18%, que los inconvenientes para todo tipo de negociaciones constituye la desventaja, mientras que el 5% afirmó que la principal desventaja consiste en la inseguridad jurídica de la propiedad. Todo lo expuesto anteriormente, demuestra indudablemente, que en realidad, mientras más tiempo tarden los poseedores de bienes inmuebles en someter el proceso de saneamiento de los mismos, pues mayores son las desventajas que ven experimentar por dicha tardanza, lo cual les origina diversas dificultades como las que han sido identificadas. 

Esta consideración, se corresponde con lo señalado por el doctrinario Cedeño, V. (2006, p. 198), quien establece que ciertamente, los poseedores de bienes inmuebles no saneados se encuentran en situaciones desventajosas, constituyendo esto las dificultades que sufren las personas cuyos inmuebles no han sido depurados, lo cual se traduce en ciertos aspectos negativos para aquellos que poseen inmuebles o terrenos en tales condiciones. En ese sentido señala como una de las desventajas en que incurre el poseedor de inmuebles no saneados, los inconvenientes que contrae para la construcción o 

edificaciones de mejoras con financiamientos; entendiéndose también que estos tipos de poseedores carecen de las garantías jurídicas que les proporciona el derecho de propiedad, en caso de que sus inmuebles se encontraren registrados; y además los refiere como inmuebles carentes del debido registro, el cual constituye la carencia de las debidas seguridades jurídicas que debe proporcionar el Estado como garantía de la legalidad de los derechos que se encuentran poseyendo. Analizando la variable número 3, consistente en las dificultades del proceso de saneamiento, en ese sentido, el Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, señaló, que es común el surgimiento de inconvenientes durante el proceso de saneamiento, entre los cuales, los que más se han presentado durante el período enero 2010 - enero 2015, son: expedientes incompletos, falta de pago de impuestos, carencia de documentación que avale los derechos reclamados, procedimiento largo y tedioso en virtud de la mala instrumentación del expediente, impuestos elevados, falta de conocimiento y experiencia, así como también la carencia de asesoría profesional. 

Fue notorio además por parte del referido funcionario judicial, el hecho de haber indicado, que ciertamente la inexperiencia y la falta de conocimiento por parte de la población, es causa de la falta de incidencia del sometimiento del proceso de saneamiento inmobiliario en forma más rutinaria, señalando también como causa, los elevados costos de los trabajos de agrimensura, con lo que ha quedado de 

manifiesto que el factor económico es una causa determinante por la cual muchas personas no acuden a sanear sus inmuebles. En el aspecto anterior se manifestaron los abogados encuestados, de los cuales el 85% señaló, que a veces pueden surgir inconvenientes durante el proceso de saneamiento, en tanto que el 15% de los mismos, indicó que siempre pueden surgir. Que como inconvenientes, el 35% de los abogados señaló los impuestos elevados; el 26% dijo la duración del proceso, la falta de asesoría profesional, falta de conocimiento y experiencia, impuestos elevados, ausencia de documentación que avale los derechos reclamados, falta de pago de impuestos y el hecho del expediente estar incompleto; afirmando el 17% que el mayor inconveniente es la falta de conocimiento y experiencia, mientras que el 10% identificó la falta de asesoría profesional, expresando el 4% la falta de pago de impuestos, en tanto que un 3% afirmó el hecho del expediente estar incompleto, señalando otro 3% la carencia de documentación que avale los derechos reclamados, indicando un 1% que lo es la duración del proceso y otro 1% se refirió a otros. Que sobre el aspecto indicado anteriormente, los poseedores que han sometido proceso de saneamiento por ante el tribunal de tierras donde se realizó la investigación, el 68% señaló que al momento de someter el saneamiento inmobiliario surgieron inconvenientes, sobre lo cual se pronunció el 32% en sentido negativo, afirmando el 60% de los poseedores encuestados, que al momento de someter el saneamiento, señalaron los impuestos elevados. Mientras que el 20% de los mismos identificaron como inconvenientes el hecho del expediente estar incompleto, falta de pago de impuestos, falta de documentación, mala instrumentación del expediente, impuestos elevados, falta de conocimiento y experiencia, carencia de asesoría profesional y la duración del proceso; sin embargo, un 13% observó como inconveniente la falta de conocimiento y experiencia, mientras que el 7% restante indicó la falta de documentación. Estos resultados concuerdan con la investigación realizada por Moya, M. y Peralta, H. (1999), quienes señalan, que entre las principales dificultades para los poseedores de terrenos acceder al procedimiento de saneamiento inmobiliario, se establece, de manera especial, el alto nivel de la tarifa de los impuestos. Otro estudio con el que se puede comparar el presente, fue el realizado por Ureña, 

R.; Almonte, E.; Reyes, O. et al (2005), quienes establecen que la baja cantidad de saneamientos inmobiliarios tiene su causa en el alto valor de los impuestos a pagar por los poseedores con relación al proceso de saneamiento, así como en la escasez de conocimientos y bajo nivel de concientización por parte de los parceleros. La presente investigación también se confirma con la hecha por Payams, D. (2006), quien presentó un trabajo de investigación en el que señala que las razones por las cuales los moradores no tienen sus terrenos saneados, es debido a la falta de interés, carencia de recursos, así como también, desconocimiento de la ley; especificando además, que por no tener dichos moradores sus inmuebles saneados, han estado viviendo en una situación de inseguridad jurídica al no tener certificados de títulos, por lo que han intentado desalojarlos de sus terrenos y además de que le han ocupado parte de los mismos. 

Señala también que ante la carencia de tener sus inmuebles saneados, han sufrido dificultades para la realización de diversas transacciones, dificultades para construir, además de la pérdida de valor de sus terrenos, y sobre todo, han tenido que cargar con sacrificios económicos para hacer valer sus derechos, todo lo cual le impide el bienestar familiar y el desarrollo de su sector, lo que les impide lograr 

el ascenso social. Al contrastar los resultados de la presente investigación con lo sostenido por la doctrina, es pertinente hacer notar lo que refiere Cedeño, V. (2006, p. 197), quien establece que la falta de conocimiento u orientación de las personas poseedoras de inmuebles, ha contribuido a ser una de las causas generadoras de la falta de saneamiento inmobiliario; y que los múltiples trámites burocráticos establecidos en la anterior Ley 1542 de Registro de Tierras ha sido una de las causas que ha contribuido a la existencia de terrenos sin determinar y depurar, sobre los cuales no existe la debida delimitación del derecho de propiedad. También indica el autor, que los altos costos de los procedimientos propios del saneamiento inmobiliario ha sido una causa fundamental para que muchos 

poseedores de terrenos, no hayan tomado la iniciativa en cuanto concierne a requerir el proceso de saneamiento, entendiéndose que el ejercicio de ese derecho implica la erogación de ciertos gastos que no toda persona está en condiciones de disponer. Observando la variable número 4 consistente en el tiempo promedio del procedimiento de saneamiento por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, el Juez que preside dicho tribunal, expresó que según su experiencia y tomando en cuenta los casos que se le han presentado, el tiempo que dura un procedimiento de saneamiento por ante la indicada jurisdicción es de más o menos 3 meses, señalando además, que si bien es cierto que muchas personas no someten el saneamiento por ante el tribunal, no 

es porque se encuentran el procedimiento largo, sino por el factor económico. En el sentido anterior se pronunciaron los abogados encuestados, donde un 54% de los mismos expresó que el tiempo promedio que dura un procedimiento de saneamiento por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, es de 6 a 9 meses, señalando el 25% que el tiempo es de 10 a 12 meses, en tanto que el 14% expresó que es de 1 a 2 años, mientras que el 7% afirmó, que tiene una duración de más de 2 años. 
Que en el aspecto de referencia se manifestaron los poseedores de inmuebles que sometieron proceso de saneamiento por ante el referido tribunal dentro del período enero 2010 – enero 2015, donde se pudo constatar, que el 68% de los encuestados señaló que el tiempo promedio de duración del proceso de saneamiento por ante el indicado tribunal es de 6 a 9 meses, entendiendo el 32% que el período de duración es de 10 a 12 meses. Los resultados de la investigación sobre la duración del proceso de saneamiento inmobiliario por ante el referido tribunal, vienen a demostrar que real y efectivamente, el tiempo que tarda un procedimiento de la índole de referencia, se ha ido reduciendo considerablemente por los efectos mismos de la nueva Ley de Registro Inmobiliario 108-05 y sus normativas complementarias, ya que dichos instrumentos de aplicación en el saneamiento, indudablemente que contribuyen a proporcionar la debida celeridad procesal, lo cual se traduce en un sistema de justicia que aporte solución a los casos dentro de la mayor prontitud posible, evitando así la eternización de los procesos de carácter inmobiliarios. Lo referido anteriormente se confirma al observar lo que sucedía con la anterior Ley 1542, lo que fue revelado por una investigación sustentada por Vásquez, Y.; Esmurdoc, L.; Peña, C. et al (2007), quienes concluyeron, entre otras cosas, que las mayores dificultades para el saneamiento inmobiliario lo constituye la longitud en cuanto al tiempo de duración, creando desinterés en los parceleros, por lo que, con la nueva Ley 108-05 se espera que el procedimiento sea más eficiente. Es oportuno señalar aquí, que el proceso de saneamiento tiene varias etapas, como: la mensura, el proceso judicial y el registro; y en cada una de ellas hay determinados plazos a tomar en cuenta. 

En virtud del párrafo 3 del artículo 25 de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario, “La Dirección Regional de Mensuras Catastrales debe pronunciarse con relación a los trabajos de mensura, dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la presentación de los trabajos realizados”. Cedeño, V. (2006, p. 194), dice que la autorización tiene una vigencia de sesenta (60) días, durante los cuales el agrimensor debe ejecutar y presentar los documentos y elementos justificativos a la Dirección Regional de Mensuras Catastrales, para su revisión y aprobación. Continúa señalando el autor, que la Dirección Regional puede prorrogar el plazo por 30 días, pero con la debida justificación y debe motivar la negativa a la autorización de mensura. Dentro de los 15 días posteriores a la fecha de la aprobación, la Dirección Regional debe apoderar al Tribunal de Jurisdicción Original territorialmente competente para el inicio del proceso judicial del saneamiento, momento a partir del cual todas las cuestiones relacionadas con el título o posesión de cualquier terreno, son de competencia exclusiva de la jurisdicción inmobiliaria. Conforme al artículo 117 del Reglamento de los Tribunales de Tierras, “El Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original deberá notificar a los reclamantes y al Abogado del Estado, que se ha iniciado el proceso de saneamiento en un plazo no mayor de 15 días; debiendo el Abogado del Estado emitir su opinión en relación con el proceso de saneamiento por lo menos cinco días antes de la celebración, y que de no hacerlo, se presumirá el no interés y la no objeción del Estado al proceso de saneamiento”. Cedeño, V. (2006, p. 195), explica que el párrafo 1 del mismo artículo 117, establece que “En un plazo no mayor de 15 días, el Tribunal de Jurisdicción Original apoderado, debe notificar a los reclamantes, que se ha iniciado el proceso judicial de saneamiento, para que estos, antes de la primera audiencia, cumplan con los requisitos de publicidad precisados en la ley y en la vía reglamentaria”; señalando el párrafo 2 que “La primera audiencia del saneamiento debe celebrarse dentro de los 60 días posteriores a la recepción del apoderamiento por parte del tribunal de Jurisdicción Original”.  

En virtud de las disposiciones del párrafo 7 del artículo 26 de la Ley 108-05 sobre Registro Inmobiliario, “La sentencia irrevocable de saneamiento, acompañada del plano definitivo de mensura aprobado, y toda aquella documentación complementaria, establecida por la vía reglamentaria por la Suprema Corte de Justicia, debe ser remitida al Registro de Títulos que corresponda, dentro de los quince (15) días de la recepción de los planos aprobados, para que se efectúen los registros correspondientes y se expida el Certificado de Título”. Se podría decir entonces, que aquí termina el proceso de saneamiento para el 

tribunal de tierras apoderado, ya que de aquí en adelante queda apoderada la Oficina de Registro de Títulos, la cual, si no ha habido apelación, procede a la emisión del correspondiente Certificado de Título. 

Observando la variable número 5 de la investigación, relativa a las medidas tomadas por el tribunal con motivo del proceso de saneamiento inmobiliario, dicho estudio revela, que según el Magistrado Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, las medidas que se han 

tomado son: la exigencia de cumplimiento con los requisitos previos, reconocimiento de derechos a los reclamantes, ordenar la adjudicación del derecho de propiedad, rechazamiento del saneamiento por improcedente e infundado. Para confirmar la indicada variable, se determinó que el 40% de los abogados encuestados identificó que entre las medidas que ha tomado el tribunal en cuanto al procedimiento de saneamiento, se encuentra el reconocimiento de derechos a los reclamantes; el 35% de los mismos señaló que como medida, se ordena la adjudicación del derecho de propiedad, en tanto que el 22% indicó que entre las medidas tomadas se encuentra la de exigir el cumplimiento de los requisitos previos, señalando el 2% que como medida se dispone el rechazo del saneamiento por improcedente e infundado, mientras que el 1% indicó otros. 

Al ser encuestados los poseedores que han sometido proceso de saneamiento por ante el tribunal de tierras donde se hizo la investigación durante el tiempo indicado enero 2010 - enero 2015, el 45% de los mismos expresó, que entre las medidas que toma el tribunal se encuentra la de exigir el cumplimiento con los requisitos previos, mientras que otro 45% señaló que como medida se ordena la adjudicación del derecho de propiedad, en tanto que el 10% restante manifestó que la medida ordenada es el reconocimiento de derechos a los reclamantes. De estos resultados se puede inferir, que ciertamente el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, se ha estado manejando de conformidad con los preceptos legales, ya que como se ha observado, en los casos donde no hay inconvenientes, las medidas tomadas son la aprobación de los trabajos de saneamiento y ordenar la adjudicación de la propiedad; mientras que, si no se ha cumplido con los requisitos legales, rechaza el procedimiento por improcedente y mal fundado. 

CONCLUSIONES: 
Tomando en consideración los resultados de la presente investigación y la discusión de los mismos, es pertinente plasmar las conclusiones al respecto, al tenor de los objetivos perseguidos. Partiendo del objetivo número uno (1) mediante el cual se pretende determinar la cantidad de procedimientos de saneamientos inmobiliarios que han sido sometidos por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período enero 2010 – enero 2015, la investigación revela que durante el indicado período, el referido tribunal fue apoderado para conocer de veintidós (22) expedientes relativos al proceso de saneamiento, de los cuales, hasta el día 28 de enero del 2015, sólo han sido fallados un total de Ciento catorce (114). Del resultado obtenido con motivo del referido objetivo se deriva, que indudablemente durante el indicado período ha sido sumamente ínfimo el número de procesos de saneamientos de los cuales fue apoderado el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, si se toma en cuenta que la actual Ley 108-05 de Registro Inmobiliario contribuye a desburocratizar ciertas tramitaciones o más bien a eliminar algunas trabas o inconveniencias que en años anteriores convertían dicho proceso en una situación compleja. De acuerdo a lo expuesto por el Juez que preside dicho tribunal, se ha podido determinar, que las razones o motivos por los cuales ha habido una baja incidencia en el proceso de saneamiento por ante el tribunal indicado, se debe a la falta de conocimiento y experiencia de los poseedores de bienes inmuebles, así como por un problema de tipo económico relacionado a los elevados costos de los trabajos de agrimensura y el elevado pago de impuestos; razón por la cual se puede concluir en el sentido de que la causa del bajo número de procedimiento de saneamientos es debido en parte a la ignorancia, inexperiencia o desconocimiento de los poseedores y al factor económico derivado del alto costo de las operaciones técnicas de mensura, así como también por el alto valor de los impuestos. 

 En relación al objetivo número dos (2) consistente en verificar las ventajas que trae para los poseedores, el hecho de someter el procedimiento de saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal durante el período enero 2010 – enero 2015, así como las desventajas al no iniciar el saneamiento a tiempo, se ha podido determinar lo siguiente: Tal como lo ha especificado el Juez que preside el indicado tribunal, que ciertamente el saneamiento resulta ventajoso debido a que le garantiza a los poseedores inmobiliarios la adquisición de su correspondiente título de propiedad, y que entre las ventajas se pueden destacar: el reconocimiento de sus derechos, la seguridad jurídica, la finalización del estado de posesión, el aseguramiento de su patrimonio, la adquisición de plusvalía con relación al inmueble, facilidad para la 

transferencia de derechos, así como también gran facilidad para la realización de negociaciones, lo cual ha sido corroborado tanto por el 97% de los abogados, como por el 100% de los poseedores encuestados, quienes coinciden en señalar las ventajas antes expresadas. Realmente existen desventajas por el hecho de no someter el procedimiento de saneamiento inmobiliario a tiempo, entre las cuales se pueden destacar: la inseguridad jurídica de la propiedad, dificultades para disponer del patrimonio, inconvenientes para todo tipo de negociaciones, mayor cantidad de impuestos y honorarios; perjuicios estos que fueron referidos por el Juez del Tribunal de Tierras, así como por el 94% de los abogados y el 100% de los poseedores, los cuales comparten este criterio de las desventajas que existen por no someter el referido proceso de saneamiento. En ese sentido, se concluye señalando que mientras los poseedores se interesen en someter el procedimiento de saneamiento a la mayor brevedad de tiempo posible, mayores serán las ventajas que pueden percibir, y en cambio, al no someter dicho proceso en el menor tiempo posible, tal situación les provoca mayores desventajas. 

Tomando en consideración el objetivo número tres (3) consistente en identificar las dificultades presentadas en el proceso de saneamiento inmobiliario en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período enero 2010 – enero 2015, la investigación revela que según el Magistrado entrevistado, en el indicado tribunal se han presentado un gran número de inconvenientes y dificultades durante el proceso de saneamiento, tales como: expedientes incompletos, falta de pago de impuestos, falta de documentación que avale los derechos reclamados, mala instrumentación del expediente, impuestos elevados, falta de conocimiento y experiencia, así como también la falta de asesoría profesional. Por otro lado, las aseveraciones del Juez concuerdan con el 100% de los abogados, aunque un 85% dijo que a veces surgen los inconvenientes y el 15% dijo que siempre; no obstante, señalaron las mismas dificultades que fueron indicadas por el Juez. Todo esto se confirma con el 68% de los poseedores, quienes aseguraron que al momento de someter el procedimiento encontraron algunos inconvenientes, aunque para el 32% no fue así. Lo anteriormente expuesto es una fiel demostración de que las dificultades que han sido identificadas y que por tanto se presentan en el curso del proceso, inciden negativamente en el ámbito de la celeridad procesal llevada a cabo por ante la jurisdicción inmobiliaria, impidiendo así la solución definitiva a la reclamación llevada a cabo por ante el tribunal; por lo que se concluye en el sentido, de que las dificultades detectadas como resultado de la investigación, son causas o motivos suficientes que contribuyen, ya sea a detener el curso del proceso, o a darle una solución al caso de manera contraria a los intereses del reclamante. Con relación al objetivo número cuatro (4) en lo que respecta a determinar el tiempo promedio que tarda el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, para finalizar el proceso de saneamiento inmobiliario, en tal sentido, el Juez que preside dicho tribunal, al momento de ser entrevistado, expresó que el indicado proceso dura más o menos tres (3) meses, mientras que al ser encuestados los abogados de la provincia, el 54% de los mismos señaló que el tiempo promedio de duración del referido proceso por ante el tribunal de referencia es de 6 a 9 meses, contrario al 25% que señaló que el período es de 10 a 12 meses. En ese sentido se manifestaron los poseedores de inmuebles bajo saneamiento, al referir el 68% que el tiempo de duración es de 6 a 9 meses, contrario al 32% que indicó que el mismo es de 10 a 12 meses, todo lo cual viene a demostrar que luego del inicio de la aplicación de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario y sus normativas complementarias, el término de duración del proceso de saneamiento inmobiliario se ha reducido considerablemente, lo que contribuye a que muchos poseedores de bienes inmuebles aún sin sanear, despierten interés en someter el indicado proceso. Por lo que se concluye, que si las personas sometieran el procedimiento en su debido momento y cumpliendo los requisitos al respecto, el mismo no se tornaría tan largo y tortuoso, sino que, en menos de un año se tendría a mano un documento idóneo, imprescriptible y garantista. Sin embargo, hay que señalar que este tiempo promedio se puede ver alterado si durante el curso surgieren muchos inconvenientes. 

 En cuanto al objetivo número cinco (5), que persigue verificar las medidas tomadas por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período enero 2010 – enero 2015 en lo referente al procedimiento de saneamiento inmobiliario, pues al ser entrevistado el Juez que preside dicho tribunal, dicho funcionario expresó, que se toman algunas medidas, tales como: cumplir con los requisitos previos, reconocimiento de derechos a los reclamantes, ordenar la adjudicación del derecho de propiedad, así como rechazar la solicitud de saneamiento por improcedente e infundada. Que en el aspecto indicado, al ser encuestados los abogados de la provincia Hermanas Mirabal, el 40% de los mismos indicó, que una de las medidas que se toma es la de reconocer derechos a los reclamantes, señalando el 35% que entre las medidas dispuestas es la de ordenar la adjudicación del derecho de propiedad, indicando el 22% que una de las medidas es la de exigir el cumplimiento de los 

requisitos previos. Que al haber sido encuestados los poseedores de bienes inmuebles que han sometido proceso de saneamiento durante el período indicado, el 45% de los mismos señaló que entre las medidas tomadas está la de exigir el cumplimiento de los requisitos previos, mientras que otro 45% afirmó que se ordena la adjudicación del derecho de propiedad, en tanto que un 10% expresó que es el reconocimiento de derechos a los reclamantes. Por tanto, de todos los resultados obtenidos de la referida investigación se deriva el hecho de que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, cada vez que resulta apoderado de un proceso de saneamiento inmobiliario, en la gran mayoría de los casos toma medidas o decisiones que favorecen el interés y el derecho de cada uno de los reclamantes. Dando respuesta al objetivo general, analizar las incidencias del saneamiento inmobiliario por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la provincia Hermanas Mirabal, en el período enero 2010 – enero 2015, se concluye diciendo que luego de haber sido analizados los resultados encontrados, se puede inferir de manera general, que realmente la Ley número 108-05 sobre Registro Inmobiliario del 23 de marzo del año 2005, puesta en ejecución a partir del 4 de abril del año 2007, además de sus normas y reglamentos complementarios, ha venido a revolucionar el sistema de justicia en la aplicación del derecho inmobiliario, estableciendo la celeridad con que deben conocerse los diferentes procesos por ante la jurisdicción inmobiliaria, proporcionando las condiciones de evitar la prolongación innecesaria de los diferentes casos, incluyendo el de saneamiento, a fin de contar con una justicia más pronta posible. Además, si bien es cierto que con motivo de la presente investigación durante el tiempo en que fue llevada a cabo, se ha podido comprobar una baja cantidad de procesos de saneamientos debido a algunos factores adversos, tales como: el aspecto económico por el alto costo de los valores de las operaciones técnicas de mensuras, además de los elevados impuestos con los cuales hay que cumplir, sin embargo, es una ley que en sentido general viene a garantizar un mayor acceso a la justicia inmobiliaria debido a la eliminación de una serie de pasos que convertían en tortuoso el procedimiento de saneamiento de inmuebles. 

RECOMENDACIONES:
Observando las debilidades encontradas, los sustentantes de esta investigación, hacen constar a continuación, las siguientes recomendaciones: 

1) Al Estado Dominicano, a través de la Jurisdicción Inmobiliaria de la Suprema Corte de Justicia, y al Colegio Dominicano de Ingenieros, Arquitectos y Agrimensores (CODIA), a fin de crear un reglamento donde se establezca la tarifa de los precios de los trabajos de agrimensura, para así poder permitir una mayor accesibilidad de los poseedores de bienes inmobiliarios para el saneamiento de sus bienes, en vista de que los actuales precios fijados por los agrimensores, constituyen una gran limitación, sobre todo en lugares donde los terrenos no tienen valores elevados. 

2) Establecer la mensura por administración, disponiendo de agrimensores, a los fines de poder promover la realización de dicha operación técnica en forma ágil, y sobre todo a un costo accesible a la ciudadanía para facilitar así, las bases para el proceso de saneamiento, lo que en definitiva viene a contribuir a masificar la depuración del derecho inmobiliario, permitiendo que en un período de tiempo prudente y con el respaldo del Estado, todos los inmuebles estén debidamente individualizados y acreditados a favor de cada una de las personas físicas o morales que resulten adjudicatarios, mediante la justificación de sus derechos. 

3) Al Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original del Distrito Judicial de Hermanas Mirabal, que al momento de recibir un expediente para el inicio del proceso judicial de saneamiento no litigioso, tratar de examinar detalladamente los documentos en el momento de ser apoderado, a fin de que si los mismos no están completos o si los impuestos no están cubiertos o debidamente pagados, se les advierta de dicha situación al o los reclamantes, a fin de cumplir con tales requisitos previos y de esta manera evitar el alargamiento del proceso, o el rechazo de la adjudicación reclamada. 

4) Que las personas interesadas en iniciar el proceso de saneamiento inmobiliario, procedan a buscar la asesoría de un abogado u otro experto en la materia, a fin de que les oriente sobre el procedimiento a seguir, para que de esta manera, los derechos inmobiliarios reclamados puedan ser adjudicados sin ningún tipo de restricción ni dilación innecesaria en el tiempo, asegurando así el patrimonio de quienes en realidad ostentan el derecho de convertirse de manera definitiva en propietarios de dichos bienes reclamados. 

5) Al Colegio de Abogados, para que al momento de someter solicitud de proceso de saneamiento, procuren reunir previamente todos los documentos necesarios y cumplir así con todos los requisitos previos, ya que así se agilizaría el procedimiento, y por tanto, el tribunal no tendría que rechazar la solicitud a causa de que el expediente se encuentre incompleto, además por la falta de pago de los impuestos correspondientes o por mala instrumentación del expediente. 

6) Que el Estado Dominicano, a través de la Jurisdicción Inmobiliaria de la Suprema Corte de Justicia, proceda a coordinar cursos-talleres que vayan dirigidos a la población poseedora de bienes inmuebles sin sanear, con la finalidad de que estas logren nutrirse de los conocimientos necesarios y así elevar los niveles de concientización que les permitan reconocer la importancia del saneamiento de sus bienes inmuebles, ya que una gran cantidad de personas no inician o no le dan seguimiento al proceso de saneamiento por falta de conocimiento y experiencia. 

GLOSARIO DE TÉRMINOS:
La propiedad: Es el derecho de gozar y disponer de las cosas del modo más absoluto, con tal de que no se haga de ellas un uso prohibido por las leyes y reglamentos. 

Erga omnes: Oponible a todo el mundo. 

La propiedad individual: Es un derecho natural y legítimo que responde a los esfuerzos del hombre para la mejora de su suerte y la de su familia. 

Derecho real: Es una relación jurídica inmediata y directa entre una persona y una cosa. 

Absolutismo del derecho de propiedad: Es la facultad que le pertenece a una única persona para ejercer el derecho de propiedad sobre la cosa, sin la intervención de los demás. 

Jus utendi: Derecho de servirse de la cosa. 

Jus fruendi: Derecho de obtener los frutos que produce una cosa. 

Jus abutendi: Derecho de disponer de las cosas. 

Sucesión: Es la transmisión a título universal, a una o varias personas vivas del patrimonio dejado por una persona fallecida. 

Causante: Es la persona de la cual se adquiere determinado derecho.  

Vocación sucesoria: Es tener calidad para heredar o recibir bienes de una persona que ha fallecido. 

Viable: Es haber nacido vivo y con condiciones de sobrevivencia. 

La representación: Es una ficción de la ley, cuyo efecto es hacer entrar a los representantes en el lugar, grado y derecho de los representados. 

Sucesiones vacantes: Es cuando terminados los plazos para hacer inventario y deliberar, no se presente nadie a reclamar una sucesión, ni hubiere heredero conocido, o los que se conozcan hayan renunciado, reputándose vacante aquella sucesión. 

Liberalidades: Son actos a título gratuitos por los cuales, un individuo manifiesta su voluntad de disponer de uno o más de sus bienes patrimoniales en provecho de otro,con la intención de enriquecer el patrimonio del gratificado. 

Donación entre vivos: Es un acto por el cual, el donante se despoja, actual e irrevocablemente de la cosa, para ser donada a favor del donatario, el cual la acepta. 

Testamento: Es un acto por el cual dispone el testador, para el tiempo en que ya no exista, del todo o parte de sus bienes, pero que puede revocar. 

Contrato: Es un convenio en cuya virtud, una o varias personas se obligan respecto de una o de varias otras, a dar, hacer o no hacer alguna cosa. 

Consentimiento: Es cuando las partes que han contratado, se ponen de acuerdo en realizar una acción o a dejarla sin efecto. 

Venta: Es un contrato por el cual, uno se compromete a dar una cosa y otro a pagarla. Puede hacerse por documento público o bajo firma privada. 

Cambio o Permuta: Es un contrato, por el cual las partes se dan respectivamente una cosa por otra. 

Accesión o incorporación: Es un modo de adquirir la propiedad, que lleva al propietario de la cosa principal a adquirir todas las cosas accesorias que se unan a aquella. 

Accesión artificial: Resulta de la voluntad del hombre, es decir, de la agregación a un terreno de construcciones, plantaciones u obras. 

La accesión natural: Es la que se produce fuera de la intervención del hombre, es decir, la accesión natural trata de todos los animales considerados inmuebles por destino, o de tierras (aluviones, terrenos fluviales que quedan al descubierto arrastrado a lo largo de las orillas de los ríos por los cursos de agua. 

Prescripción: Es un medio de adquirir o de extinguir una obligación, por el transcurso de cierto tiempo. 

Posesión: Es la ocupación o el goce de una cosa o de un derecho que tenemos o ejercemos por nosotros mismos, o por otro que tiene la cosa o ejerce el derecho en nuestro nombre. 

El corpus: Es el elemento material de la posesión: es el ejercicio sobre la cosa, los actos de dueño. 

El ánimus: Es el elemento intelectual de la posesión; es la intención que mueve al ocupante. 

La Buena Fe: Es de buena el poseedor cuando cree ser propietario. Por lo tanto, la buena fe implica la existencia de un título en virtud del cual, el poseedor haya creído convertirse en propietario. 

Acción posesoria: Es cuando se persigue la protección de la posesión. 

Usucapión: Es la adquisición por el poseedor de una cosa, del derecho de propiedad o de otro derecho real sobre esa cosa, por efecto de la posesión prolongada. 

Justo título: El título es un acto jurídico, cuya finalidad consiste en transmitir la propiedad u otro derecho real. 

Saneamiento: Es individualizar, legitimar, depurar todos los derechos relacionados con un terreno determinado (los derechos de propiedad y derechos accesorios). 

Las Bulas Papales: Fueron los instrumentos utilizados por los Reyes Católicos para legitimar su derecho de propiedad en el nuevo mundo. El Papa Alejandro VI, quien era español, emitió su primera Bula el 3 de Mayo de 1943, reconociendo el derecho de España sobre al dominio de las tierras que Colón había descubierto. 

El Tratado de Tordesilla: Fue un acuerdo mediante el cual, se traza una línea imaginaria, para separar el terreno que les correspondería a los españoles y a los portugueses. 

La ley de Amparo Real: Organizaba un procedimiento para amparar los derechos de quienes tenían prueba escrita; establece el procedimiento para sanear la propiedad inmobiliaria. 

Ley Sobre Composición de Tierras: Fue dictada por Don Felipe III. Era una figura jurídica a la cual debía acudir el poseedor que ocupase tierras en exceso para comprarlas. 

El soberano: Era el representante del Estado y dueño, por lo tanto de los bienes del dominio eminente. 

La Capitulación: Fue la firma entre la Corona de España y Cristóbal Colón; fue un convenio entre la Corona y un particular, el cual, viene a ser la base jurídicamente hablando de todo descubrimiento. 

Ley Sobre División de Terrenos Comuneros: Esta constituía el primer esfuerzo hecho por el legislador dominicano para garantizar definitivamente un sistema para dividir los terrenos comuneros. 

Terrenos comuneros: Eran aquellos cuya propiedad se tenían en acciones y pertenecían a dos o más personas. 

Orden Ejecutiva No. 511, del 1° de Julio de 1920: Implanta en nuestro país el Sistema Torrens sobre el cual se fundamentó la Ley de Registro de Tierras, hoy de Registro Inmobiliario. 

Ley Sobre Bienes Nacionales: Todas las propiedades sin dueño conocido, situadas en el territorio de la República, son bienes nacionales. 

El Saneamiento Catastral: No es una demanda en justicia, sino un procedimiento especial. 

Trámites preliminares. Son todas las diligencias y gestiones que se llevan a cabo, antes de que se inicie el proceso de saneamiento. 

Abogado del Estado: Es el representante del Estado, o más bien, del Ministerio Público por ante la Jurisdicción Inmobiliaria. 

Mensurar un terreno: Es medirlo, determinar sus colindancias. Es la operación técnica y matemática que consiste en determinar el perímetro de un terreno y calcular el área que le corresponde. 

Plano provisional: Es usado para la audiencia.  

Plano particular: Cuando sólo comprende un inmueble, ya sea un solar o una parcela. 

Plano general: Es el que comprende dos o más solares o dos o más parcelas que son colindantes. 

Planos Definitivos: Es aquel que se elabora después de la adjudicación de los derechos de propiedad de un inmueble, por el Tribunal competente. 

El Certificado de Título: Es el documento oficial que expide el Registrador de Títulos, luego que recibe la sentencia irrevocable del saneamiento por parte del tribunal que emitió la misma. 
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